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AL. LECTOR 



La general aceptación que ha dispensado el pú- 
blico á nuestra Cartilla Electoral y nos movió á escri- 
bir El Derecho P]lectoral en España, verdadero 
guía del elector. 

Comprende este libro dos partes: una la electo- 
ral propiamente dicha, y otra la penal. 

En la primera nos ocupamos del Censo electoral 
general, de los electortíS, sus derechos y deberes, 
de las funciones de los Alcaldes, los comisionados 
de documentos, los Jueces de primera instancia y 
de instrucción, la Junta central del Censo, las Jun- 
tas municipales, las provinciales, las Audiencias 
territoriales, loe Candidatos, Colegios, Secciones, 
Mesas electorales, ó sea sus Presidentes ó interven- 
tores-, las Salas ó Juntas de gobierno de las Audien- 
cias, Votaciones, Juntas de escrutinio, los Magis- 
trados y también del Censo electoral especial. Cor- 
poraciones que lo pueden constituir, sus electores, 
Candidatos, Mesas electorales, Votación, Juntas de 



escrutinio y de los actos de Autoridades, Corpora- 
ciones y funcionarios públicos que tienen relación 
con los Colegios electorales especiales. 

Asimismo, en esa primera parte hablamos de 
las elecciones parciales y del Congreso de los Dipu- 
tados en lo que hace relación con la presentación 
de las actas y reclamaciones electorales ante aquel 
Cuerpo Colegislador, y también de la elección de 
Senadores. 

En la segunda parte de este libro, ó sea en la 
penal, tratamos de los delitos y faltas electorales 
que pueden cometerse con ocasión de las eleccio- 
nes, asi como las penas á unos y otras señalados. 

Sólo conociendo lo que es constitutivo de un 
delito ó de una falta, pueden los electores dejar de 
ejecutar el acto ó la omisión que los constituya y 
perseguir á otros que los cometan, á fin de que el 
castigo sirva de ejemplo á- los más, evitándose la 
repetición de las infracciones de la ley Electoral. 

Es un error creer que carecen de importancia 
los delitos electorales. 

La tienen en sumo grado, y lo demuestra palpa- 
blemente la severidad de las penas con que se cas- 
tigan. 

Es otro error suponer que pocas veces se casti- 
gan por los Tribunales los delitos electorales, y lo 
justifica las muchas sentencias condenatorias que 
recaen en causas en que se persigue aquella clase 
de delitos, y la publicación de leyes de amnistía y 



decretos de indulto, especialmente encaminados á 
atenuar las penas ó á su total perdón. 

Indudable es que no se persiguen todos los de- 
litos electorales que se cometen; mas ello se debe, 
seguramente, á no ser conocidos, por la dificultad 
que muchas veces existe de ser justificados, ó por 
falta de denuncia ó querella de parte de quienes 
los conocen y poseen medios de acreditarlos. 

Mas, de todos modos, es lo cierto que los Tri- 
bunales, al juzgar en las causas por delitos electo- 
rales, la hacen como si se tratara de otro cualquier 
delito común, aplicando á los delincuentes el cas- 
tigo que la ley señala. 

Propagar el conocimiento de las leyes, siempre 
entendimos que es un bien para todos los ciudada- 
nos; advertirles sus derechos, una necesidad, y 
niayor, si cabe, enterarles de la responsabilidad en 
que pueden incurrir si faltan á sus deberes. 

El libro El Derecho Electoral en España está 
escrito con un método sencillísimo, el más adecuado 
al fin práctico que tiene, y en lenguaje claro y pre- 
ciso, comprendiendo en él todas las disposiciones 
contenidas en la Ley de 26 de Junio de 1890 esta- 
bleciendo el Sufragio universal, en el Real decreto 
de Adaptación de 5 de Noviembre del mismo año, 
en los acuerdos de la Junta central del Censo hasta 
la fecha, en la ley Electoral para Senadores de 8 de 
Febvero de 1877, las concordancias de estas leyes 



con la Municipal, la Provincial y otras y los comen- 
taiios que nos ha sugerido el meditado estudio de 
sus preceptos. 

Por eso creemos que la adquisición del libro El 
Derecho Electoral en España es de suma conve- 
niencia para los individuos de todos los partidos 
políticos y de todas las clases sociales. 

Al publicarlo no nos guía otro propósito que el 
de prestar con nuestros leales esfuerzos un servicio 
á la causa del derecho, fomentando la libre emisión 
del Sufragio, para que por medio del exacto cono- 
cimiento de todos los nuevos, diversos y complejos 
organismos que informan su desenvolvimiento, se 
logre la regeneración del derecho electoral y el 
afianzamiento del sistema constitucional. 

A. Tapia. 

Corufía, Enero de 1891. 
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PARTE ELECTORAL 



TÍTULO PRIMERO 

DE LOS ELECTORES 

CAPÍTULO PRIMERO 

De los electores y requisitos para serlo en las elecciones 
de Concejales, Diputados provinciales y Diputados á 
Cortes. 

4 

Se llaúian electores los que eligen ó tienen potestad ó 
dereclio de elegir, según las leyes. 

Los elegidos pueden ser para los cargos de Conceja- 
les, Diputados provinciales y Diputados á Cortes y Sena- 
dores. 

Para ser elector, en las elecciones de Diputados á 
Cortes, Diputados provinciales y Concejales, se requiere: 

1.0 Ser español varón (1). (Artículo l.o de la ley de 26 



(1) Son españoles, según el artículo l/*de la Constitución 
del Estado: 

1." Las personas nacidas en territorio español; 

2.° Los hjjos'de padre ó madre españoles, aunque hayan na- 
cido fuera de E'^paua; 

8." Los extranjeros que hayan obtenido carta de naturaleza ; 

Kt. PKUKCIIO KLJECTOIÍAL ' í 



de Junio de 1890, estableciendo el Sufragio universal, ^' 
l.odel Real decieto de Adaptación de 6 de Noviembre 
de 1890.) 

2.^ Ser mayor de veinticinco años. (Artículo 1.*^ de la 
misQia ley y 1.*^ también del Real decreto de Adapta- 
ción.) 

No deja de ser extraño que el legislador haya exigido 
más aptitud, más edad á los ciudadanos para ejercer un 
derecho político, como es el electoral, que para adquirir 
el pleno goce de sus derechos civiles, ya que le declara 
mayor de edad en el Código civil (1) á los veintitrés años, 
y no le concede capacidad para ser elector sino siendo 
mayor de veinticinco. 

La edad se justifica por la certificación de bautismo 
que el Párroco está obligado á expedir sin derecho algu- 
no, en papel comün, y expresando que es para fines elec- 
torales. 

A su tiempo, serán aquellas certificaciones sustituidas 
por las del Registro civil. 

3.0 Hallarse en el pleno goce de sus derechos civiles. 
(Artículo l.^ de la misma ley y l.<* del Real decreto de 
Adaptación.) 

Existe la presunción de derecho, de que todos los 



4." Lo8 que sin ella hayau ganado vecindad eu cualquier 
pueblo de la Monarquía. 

La calidad de español se pierde por adquirir naturaleza en 
país extranjero y por admitir empleo de otro Gobierno sin li- 
cencia del Rey. 

(!) Art. 820 del Código civil. 



ciudadanos espafioles mayores de veinticinco años se 
encuentran en el pleno goce de sus derechos civiles. 

Para estimar lo contrario, preciso es haber de ello 
justificación. 

4.0 Ser vecino de un Municipio en el que cuenten, 
dos años al menos, de residencia. (Artículos 1.° de la mis- 
ma ley y l.o también del citado Real decreto de Adapta- 
ción.) 

Es vecino de un Municipio, todo español emancipa- 
do (1) que reside habitualmente en un término municipal, 
y se halla inscrito con tal carácter en el padrón del pueblo. 
(Art. 12 de la ley Municipal vigente) (2). 

El Ayuntamiento declara de oficio, vecino á todo es- 



(1) Tanto vale emancipado como fuera de la patria potestad, 
por cuanto uno de los modos por que ésta termina es lá emanci- 
pación. (Art. 167 en su núra. 2." del Código civil.) 

La emancipación tiene lugar: 

].* Por el matrimonio. 

2.** Por la mayor edad (que empieza ú los 23 aBos). 

3.* Por concesión de^ pi^dre ó de la madre que ejerza la pa- 
tria potestad á fdvor de su hijo mayor de 18 años. (A.rt. 314 
combinado con el 318 y 320 del Código civil.) 

(2) La calidod de vecino, es declarada do oficio ó á instancia 
de parte por el Ayuntamiento respectivo . (Art. 14 de la ]cy 
Municipal.) 

Puede pedir esa declaración, cualquiera persona que lleve en 
el término una residencia efectiva continuada por espacio dd 
seis meses por lo menos. (Art. 16 de la misma ley ) 

Nadie puede tener legalmente dos vecindades. Si se dieso 
este cuüo, se entenderá válida la últimamente declarada. (Ar- 
tículo 12 de la misma ley.) 



pañol emancipado, que en la época de formarse ó veiili- 
carse el padrón lleve dos años de residencia fija en el 
término municipal. (Art. 13 de la misma ley.) 

También el Ayuntamiento hará declaración de vecino 
á favor del que al formarse ó rectificarse el padrón, ejer- 
za cargo público que exija residencia fija en el término, 
aun cuando no haya completado los dos años. (Art. 16 de 
la misma ley.) 

CAPITULO TI 
De los que no pueden ser electores. 
No pueden ser electores: 

\P Los que por sentencia firme hayan sido condena 
dos á.las penas de inhabilitación perpetua para derechos 
políticos ó cargos públicos, aunque hubiesen sido indul- 
tados, á no haber obtenido antes rehabilitación personal 
por medió de una ley. (Arts. 2.o en su núm. I.*' de ley Elec- 
toral de 26 de Junio de 1890, y 2.o también en su núme- 
ro l.o del Real decreto de Adaptación.) 

2.0 Los que por sentencia firme hayan sido conde- 
nados á pena aflictiva, si no hubieren obtenido rehabili- 
tación dos años, por lo menos, antes de su inscripción en 
el censo. (Arts. 2.<' en su núm. 2. o de la misma ley, y se- 
gundo también en su núm. 2.^ del Real decreto de Adap- 
tación.) 

3.0 Los que habiendo sido condenados á otras penas 
por sentencia firme no acrediten haberlas cumplido. (Ar- 
tículos 2 o en su núm. 3.o de la misma ley, y 2." también 
en su núm. 3.o del Real decreto de Adaptación.) 



4.0 Los concursados ó quebrados no rehabilitados con- 
forme á la ley, y que no acrediten documental mente ha- 
ber cumplido todas sus obligaciones. (Arts. 2.^ en su nú- 
mero 4.0 de la misma ley, y 2.o también en su núm. 4.o del 
Real decreto de Adaptación y Real orden de 8 de Agosto 
de 1890, por la que se rectificó este texto legal.) 

6.0 Los deudores á fondos públicos como segundos 
contribuyentes. (Arts. 2.o en su núm. 5.° de la misma ley, 
y 2.0 también en su núm. 6.o del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Justificada por demás se halla la privación del dere- 
cho electoral, de cuantos se encuentran en estos cinco 
casos á que se contrae el art. 2.o de la ley de Sufragio 
universal, y del Real decreto de Adaptación. 

Es función de soberanía, la del ejercicio del derecho 
electoral, y requiere en el ciudadano á quien se otorga, 
capacidad, aptitud. 

De una y otra carecen todos los individuos á quienes 
se refieren aquellos casos, y que la ley declara indignos 
del derecho electoral. 

Ix)8 inhabilitados perpetuamente, para derechos polí- 
ticos y cargos púbücos, los condenados á pena aflictiva (1) 



(1) Son peuas aflictivas las que la ley impone á los delitos 
gravea, como son: 

LaB de cadena, reclusión, relegación y extrañamiento perpe- 
tuos y temporales. 

Las de presidio y prisión mayores y con&uamiento. 

Las da inhabilitación absoluta é inhabilitación especial per- 
petua, ó temporales. 



ó á otras de otro carácter que no acreditara haber cam- 
plido, los concursados ó quebrados no rehabilitados con- 
forme á la ley, ios deudores á fondos públicos como se- 
gundos contribuyentes (1) no pueden ejercer ese acto de 
soberanía que informa el ejercicio del derecho electoral. 

6.0 Los que se hallen acogidos en establecimientos 
benéficos, ó estén, á su instancia, autorizados administra- 
tivamente para implorar la caridad pública. (Artículo 2.o 
en su número 6.^ de la ley de Sufragio universal, y 2.® 
también en su número 6." del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Un principio de desconfianza es el que seguramente 
ha servido de base á este caso. 

Contra los acogidos en un asilo benéfico y aquellos á 
quienes la Administración autoriza para mendigar, parece 
existir la prevención del mal uso de su voto, de que le 
emitirán por dádivas. 

No ha podido tener el legislador otra razón para no 
permitir á los individuos que en aquellos casos se encuen- 



La de multa si excediere de 2.500 pesetas. (Artículos 6.", 2T, 
26 y sus concordantes del Código penal.) 

Las penas correccionales de presidio 6 prisión correccional, y 
de arresto mayor, llevan consigo la de suspensión del derecho 
de sufragio durante el tiempo de la condena, conforme á lo dis- 
puesto en el art. 62 del Código penal, y es visto que los penados 
mientras se encuentren sufriendo aquellas condenas, no pueden 
hacer uso del derecho electoral. 

(1) Ello es justo. El legislador ha estado lógico. No puede 
reconocer potestad para elegir en el que se hizo por sus hechos 
indigno de ella. 



tren el ejercicio del derecho electoral, ya que tan impor- 
tante derecho no lo ha concedido la ley en contemplación 
á la posesión de línea ni clase alguna de bienes, ni al 
ejercicio de alguna industria, sino en consideración á la 
personalidad humana, á la ciudadanía. 

Respetamos como los que más la ley y sus motivos. 
Mas éstos, séanos lícito expresar que no son de fuerza, en 
nuestro humilde sentir. 

Si el emitir el voto á favor de una ú otra persona es 
siempre, ó debe ser de ordinario , manifestación de cari- 
ño, agradecimiento, respeto, adhesión ó de simpatía, de 
cualquier orden y clase, que se permite á todo elector, 
cualquiera que sea su condición, su estado de fortuna, y 
su inteligencia, pues el sufragio universal ha generalizado 
el derecho electoral tanto que lo ha extendido á todos, y 
así vota el rico como el pobre, el sabio como el ignorante, 
limitándolo solamente respecto de pocas personas, á quie- 
nes no considera el legislador dignas de ejercer tan im- 
portante derecho, no comprendemos cómo se ha privado 
á los asilados y á los que la Administración autoriza para 
mendigar, á los cuales seguramente su desgracia no puede 
impedir que sean ciudadanos como los demás españoles 
ni les debe ocasiopar la pérdida de su derecho electoral, 
ó mejor, la suspensión de su ejercicio mientras se encuen- 
tren en aquella condición, privándoles de hacer con su voto 
la expresión de su gratitud á favor de alguna persona. 

El que pueda abusarse de un derecho, nunca autorizó 
la proscripción de ese derecho, ni aun la suspensión del 
mismo. Mas el caso sexto de excepción de que nos ocu- 
pamos, está escrito y debe ser cumplido. 

Podía, sin embargo, el legislador haber sido más pre- 
visor, haciendo consignar en algún Registro ó lista los 
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nombres de esos asilados y mendigos autorizados á qive- 
nes no permite el ejercicio del derecho electoral, á fin de 
evitar que emitieran su voto. 

Alcanzan á mucho las malas artes que se emplean en 
cuanto á las funciones electorales afecta, y también teme- 
mos mucho que el vacío de la ley dé ocasión para burlar 
su precepto. 

CAPITULO m 
De los que no pueden emitir el voto. 

Las clases é individuos de tropa que sirvan en los 
ejércitos de mar y tierra no podrán emitir su voto mien- 
tras se hallen en las filas. (Artículo L», apartado 2.ode la 
ley de 26 de Junio de 1890, estableciendo el sufragio uni- 
versal, y 1.0 también en su partado 2.o del Real decreto 
de Adaptación). 

Es diversa la inteligencia ó alcance que se da á las 
palabras «clases é individuos de tropa.:- 

Unos entienden que las clases las constituyen los sar- 
gentos y cabos, y otros que también los jefes y oficia- 
les (1). 



(]) Sabemos de algunas Juntas municipales que han negado 
la inclusión en el censo electoral general á jefes y oficiales, y 
aun á generales en servicio activo. Mas como los interesados no 
recurrieron en alzada, motivo por el que ni la Junta provincial 
del censo pudo dictar acuerdo, ni en definitiva la Sala de lo civil 
correspondiente de la Audiencia territorial pronunciar su reso- 
lución en aquel caso, preciso es que aquéllos hagan de nuevo 
su reclamación ante la Junta municipal, y si no acordase la in- 
clusión, apelar ante la Junta provincial, y aB te la Audiencia 



Por la construcción gramatical que tiene el precepto 
de la ley, cabe sostener, dicen unos, que en el sustantivo 
«clases» se ha querido comprender á todas las personalida- 
des que no fueran individuos del Ejército y de la Arma- 
da en el sentido que tiene ese adjetivo «individuos.» 

Otros, "por el contrario, sostienen que la conjunción 
copulativa á que une al sustantivo «clases» con el adjeti- 
vo «individuos» y que precede á las palabras «de tropa,» 
impone que se entienda que las clases é individuos deben 
ser «de tropa,» y por consiguiente, esas clases las consti- 
tuyen solamente los sargentos y cabos, y los individuos 
son los soldados. 

Y para sostenerlo así, añaden que en las clases de 
tropa no pueden comprenderse los Jefes y Oficiales, por- 
que aunque se consideren como clases, comprendiendo 
en esta calificación en el sentido lato á todos los que no 
sean individuos, no serán clases de tropa, sino de otro 
nombre y categoría, para diferenciarse de los sargentos y 
cabos, que son las clases de tropa, y además, que si el 
legislador otra cosa hubiese querido expresar, lo hubiera 
hecho, prescribiendo que no podíai^ emitir su voto los 
Jefes y Oficiales del Ejército de mar ó tierra mientras 
estén en servicio activo, y no habiéndolo así prescrito, es 
evidente que se impone la aplicación del precepto legal 



después en su caso, á fin de que se esttibiezca la doctrina legal 
que corresponda. Y por consiguienle. ni los jefes y oficiales, ni 
los sargentos y cabos pueden mientras estén en las filas, esto 
es. en servicio activo, emitir su voto. 

Para creerlo así se fundan, añaden, en que la ley ha querido 
apartar de las luchas ardientes de la política á todo el elemento 
militar. 
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que oddi6&tarao8, tal tomo su letra expresa, su esp/ritn 
revela é informan los principios fundamentales que han 
presidido á la redacción de la ley de Sufragio universal. 

Queda establecida la misma suspensión respecto de 
los que se encuentren en condiciones semejantes dentro 
de otros Cuerpos ó Institutos armados dependientes del 
Estado, la provincia ó el Municipio. (Art. 2.o, apartado 3.'> 
de la ley de 26 de Junio de 1890 estableciendo el Sufragio 
universal y 2.o también en su apartado 3.o del Real de- 
creto de Adaptación.) 

Cuerpo ó Instituto armado, esto es, reunión de indivi- 
duos organizados convenientemente, con Jefes y subal- 
ternos, clases é individuos sujetos á Reglamentos ü Or 
denanzas y provistos de armas para el desempeño de su 
servicio. 

Diverso es el criterio que han tenido, así las Juntas 
provinciales del Censo como las Salas de lo civil de las 
Audiencias territoriales, para interpretar el texto legal 
precedente. 

Unas Juntas y Salas entendieron que, para que exista 
identidad de condi^ones entre las clases é inaividuos de 
tropa de los Ejércitos de mar ó tierra y los Cuerpos é 
Institutos armados dependientes del Estado, la provincia 
ó el Municipio, era necesario que los que componían és- 
tos estuviesen filiados, sujetos á Ordenanza y Código mi- 
litar, obligados á ser\^ir, con voluntad ó sin ella, y sin fa- 
cultad de ser libremente separados, y, por consiguiente, 
resolvían que los individuos de la Guardia municipal y 
Guardia de consumos (1) dependientes de los Municipios 



(l) Cuando el impnesto es recaudado por los Ayuntamientos 
directamente. 
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y los del Cuerpo de Vigilancia y Seguridad dependientes 
del Estado podían emitir su voto por no poder entender- 
se comprendidos en la excepción del apartado 3.o del ar- 
tículo 1.^ de la ley Electoral; porque no estimaron el 
Cuerpo de la Guardia municipal, el de Seguridad y Vigi* 
lancia, ni el de Consumos como armados en condiciones 
semejantes por razón de su organización, disciplina y 
servicio á los que componen las clases é individuos de 
tropa de los Ejércitos de mar ó tierra, procurando así no 
contrariar él principio de extensión del voto que en toda 
la ley impera. 

Otras Juntas y Salas, por el contrario, entendieron 
que las clases é individuos de la Guardia municipal y 
Guardia de consumos dependientes de los Municipios (1) 
y ios del Cuerpo de Vigilancia y Seguridad dependientes 
del Estado, tenían condiciones semejantes á las clases é 
individuos de tropa de los Ejércitos de mar ó tierra, fun- 
dándose en que son Cuerpos ó Institutos armados sujetos 
á Reglamentos, y para alejarlos en absoluto de toda coac- 
ción posible de parte de las personas de quienes depen- 
dían. ^ 

Pero hay más. 

Unos sostienen otra opinión más radical y dicen que, 
si el legislador al prohibir la emisión del voto mientras se 
hallen en las filas á las clases é individuos de tropa del 
Ejército de mar ó tierra y á sus similares^ se ha fundado 
en la necesidad de evitar el abuso que podía hacerse de 
llevar ó mejor conducir á los comicios, como algunas ve- 
ces se ha visto, á masas de electores militares, para votar 



(l) Cuando eao-s impuestos son recauflados directamente por 
los AyuntamieptoB, 



12 

lo que ae suponía que de anteraano les fuera impuesto, | 
fundauíento es insostenible, porque el hecho de pode 
se abusar de un derecho nunca fué motivo racional y si 
ficiente para prescribir la suspensión del ejercicio de e^ 
derecho, añadiendo que si por alguna pei*sona, funtioná 
rio ó autoridad se trata de coartar la voluntad del agent 
ó guardia de sus órdenes, sea con'egida en la medida á 
la transgresión de la ley que ejecute, como acontece ei 
todos los casos de coacción sobre electores, cualquier! 
que sea su condición de fortuna, de instrucción, de estada 
social. 

Y por este motivo creen que el legislador no debi^ 
privar del voto, ni aun á las clases de tropa ó individuoi 
de los Ejércitos de mar ó tierra, ni menos, por consiguieii 
te, á sus similares. 

Otros, por el contrario, consideran acertadísimo que si 
suspenda la emisión de su voto á las clases é individuo 
de tropa de los ejércitos de mar y tierra, porque la misiói 
de las masas de la fuerza pública no es ciertament^inter 
venir en la administración municipal y provincial y en 1;¡ 
política, contribuyendo con su sufragio á la victoria d^ 
uno ú otro candidato, sino la de mantener el orden pübli 
co, ser la garantía del derecho de todos y el auxiliar cons¡ 
tante de los Poderes públicos, á fin de que no se perturb(i 
la paz social, ó que perturbada, sea inmediatamente res< 
tablecida. 

Sensible es, que no sea uniforme el criterio de las 
Salas de lo civil de las Audiencias territoriales, al hacer 
aplicación del texto legal de que nos ocupamos, y lo es 
en más grado, en atención á que los autos que dictan ó 
pronuncian en los expedientes electorales de que cono 
cen, y en que se trata ó discute el derecho electoral de 
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las clases é individuos de los Cuerpos de la guardia mu- 
nicipal y de consumos y de los de vigilancia y seguridad, 
son de carácter irrevocable, sin que por consecuencia 
quepa interponer ni preparar recurso alguno contra la 
resolución acordada. 

El Tribunal Supremo, pues, nada puede hacer á favor 
de aquella uniformidad. 

Cuanto á la Junta central del Censo, respecto de la 
inteligencia de los párrafos 2.^ y 3." del art. l.o de la ley 
del Sufragio universal, en lo que se refiere ó que debe en- 
tenderse por clase de tropa é institutos armados, á los 
efectos de la suspensión del derecho del sufragio, tie- 
ne declarado (1) que carece de competencia para resol- 
ver, ya que á los Tribunales de justicia corresponde deci- 
dir en definitiva las reclamaciones que con tal motivo se 
formularen. 

Pasará tiempo, pues, sin que se logre saber auténtica- 
náente el verdadero significado del precepto legal ex- 
puesto. 

Oportuno sería que las Cortes pusieran mano en asun- 
to de tan vital interés y de transcendencia tanta, y resol- 
viera la cuestión declarando de un modo claro, preciso, 
terminante cuáles son las clases é individuos de tropa 
que sirven en las filas de los ejércitos de mar y tierra, y 
cuáles también las clases é individuos que sirvan en los 
cuerpos ó institutos armados en condiciones semejantes 
á aquéllos y dependientes del Estado, la provincia ó el 
Municipio, á los efectos del art. l.o de la ley Electoral de 
26 de Junio de 1890 y l.o también del Real decreto de 
Adaptación de 5 de Noviembre del mismo afío. 



(1) Real orden ':cir<Milar de 14 de Agosto de 18d0. 
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CAPITULO IV 

De los de^'echos de los electores» 

El español varón, mayor de veinticinco años, que se 
halle en el pleno goce de sus derechos civiles y sea veci- 
no de un Municipio con dos años al menos de residencia, 
tiene derecho: 

A ser elector para Diputados á Cortes, Concejales y 
Diputados provinciales. (Artículos 1.* y adicional de la ley 
Electoral para Diputados á Cortes y l.o también del Real 
decreto de Adaptación de la citada ley Electoral á las 
elecciones de Diputados provinciales y Concejales.) 

A que se le oiga en su reclamación verbal ó escrita en 
papel común, para ser incluido en las listas de electores, 
justificando con documentos su petición. (Art. 12 de la 
ley Electoral para Diputados á Cortes.) 

A su inscripción como tal elector en el Censo electo- 
ral. (Artículos 9.0 de la ley Electoral para Diputados á 
Cortes y 6.o del Real decreto de Adaptación citado.) 

A ser considerados como reintegrados en sus respecti- 
vas Secciones los que en ellas no figuraren por estar 
comprenáidos en las listas especiales, para que puedan 
así ejercitar sus derechos siempre que se trate de elec- 
ciones de Diputados provinciales ó de Concejales. (Ar- 
tículos 2.^ de los adicionales de lu ley Electoral para Di- 



{)litiidos á Cortes y 6.^ del Real decreto de Adaj^tación de 
que venimos tratando.) 

A consultar en los archivos del Ayuntamiento á que 
,,, pertenezcan como vecinos ó domiciliados, la lista de elec 
: tores obrante en el mismo. (Art. 16 de la misma ley.) 

í^ A que no se le exija derecho alguno por ningún docu- 

mento, diligencia ó actuación que afecte á actos electora- 
^ les y que pidiere por escrito. (Artículos 20 de la misma 
,^. ley }• S.^ del Real decreto de Adaptación citado.) 

'^' A que se le expida en el acto recibo de la reclamación 
' escrita, si así la hiciere, y de los documentos de que la 
acompañare. (Art. 13 de la misma ley.) 

'^' A reclamar por otra ú otras personas la inclusión ó 
^' exclusión en las listas de electores. (Art. 12 de la mis- 
^* . ma ley.) 

I A solicitar su baja en el Censo electoral para ser alta 
^ en el Colegio especial, lo cual podrá hacer por compare- 
^ cencia ante la Junta provincial del Censo ó ante la muni- 

t cipal. (Art. 25 de la misma ley.) 

ti I A solicitar su alta de nuevo en el Censo electoral por 
ar no haber sido incluido en el Colegio especial c(«uo elec 
1" tor, ó haber sido baja en él. (Art. 25 de la misma ley.) 
c- 

- A pedir que por los Alcaldes se ordene se fije en, el 

. día 10 de Abril de cada afio y por espacio de diez días, 



en el siticr acostumbrado para los edictos y bandos muni- 
cipales, las listas de electores. (Art. 12 de la misma ley O 

A que el Alcalde baga fijar al público, por espacio de 
tres días en el mes de Junio de cada año, una copia de la 
lista de electores correspondiente al Municipio y en don- 
de consten los nombres de aquéllos por orden alfabético 
y distribuidos en Secciones de á quinientos. (Art. 16 de 
la misma ley.) 

A firmar el acta de la sesión de la Junta municipal en 
que hiciese su reclamación, cuyo derecho es obüíj^atorio 
ejercitar. (Art. 13 de la misma ley.) 

A apelar de los acuerdo.s de la Junta municipal del 
Censo para ante la Junta provincial (Art. 14 de la mis 
ma ley.) 

A hacer las reclamaciones que considere convenientes 
ante la Junta provincial, ya sea personalmente, ó por me- 
dio de representante. (Art. 14 de la misma ley.) 

A que gratuitamente se le exhiba el libro del Censo 
electoral por el Secretario de la Diputación provincial. 
(Art. 17 de la misma Jey.) 

A emplear papel común en cuantas solicitudes ó ma 
nifestaciones escribiese, ó documentos presentare relati- 
vas á su derecho electoral ó á cualquier acto que con él 
tenga relación. (Art, 20 de la misma ley.) 
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A adquirir mediante precio módico, en las Secretarías 
de la Diputación provincial, ejemplares de las listas defi- 
nitivas de electores. (Art. 16 de la misma ley.) 

A ser incluido, si así lo solicitare y tuviese las con- 
diciones necesarias para ello, como elector, en el Censo 
electoral especial adscrito: 

A Universidad literaria. 

A Sociedad Económica de Amigos del país. 

A Cámara de comercio. 

A Cámara industrial. 

A Cámara agrícola. (Art. 24 de la misma ley.) 

A apelar de palabra ó por escrito de las resoluciones 
de la Junta provincial para ante la Audiencia territorial. 
(Art. 16 de la misma ley) (1). 

A que el Secretario de la Junta provincial del Censo 
le entregue el resguardo conveniente de la apelación que 
iiiterpusiere contra sus acuerdos. (Art. 16 de la ley.) 

A instruirse por sí, ó por medio de Abogado, del ex- 
pediente en que fuese apelante y que radique en la Se- 
cretaría de Sala de la Audiencia. (Art. 16 de la mis- 
ma ley.) 



(l) Esto lo debe hacer dentro de los tres días uaturules pos- 
teriores á la publicación del ncuerdo. (Art. 15 de la ley Electoral 
para Diputados á Cortes.) 

El Dekecho electoral 2 
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A asistir á la vista del recurso en la Audiencia territo- 
rial. (Art. 16 de la misma ley.) 

A presentar en el acto de la vista del recurso nuevos 
documentos en apoyo de su derecho. Art. 15 de la mis- 
ma ley.) 

A exponer al Tribunal cuanto estiumre conveniente' 
(MI defensa de su reclamación. (Art. 1 5 de la misma ley.) 

A valerse de Abogado ante la Audiencia para sostener 
su derecho. (Art. 16 de la misma ley.) 

A que los Presidentes de las Mesas electorales les 
amparen en cuanto tienda á asegurarles su libertad en la 
emisión del voto. (Art. 68 de la misma ley.) 

A que se les exhiban gratuitamente en todo tiempo 
los libros del Censo. (Art. 1 7 de la misma ley.) 

A que en el Ayuntamiento se les exhiba, gratuita- 
mente y en todo tiempo, también las listas de electores 
de las Secciones de cada Municipio. (Art. 17 de la mis- 
ma ley.) 

A reclamar en el acto de la votación sobre la identi- 
dad de cualquier elector. (Artículos 60 de la ley y 29 y 31 
del Real decreto de Adaptación.) 

A que en caso de duda acerca de la identidad de su 
persona, como elector, se le admita justificación de ella 
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por medio de su cédula de vecindad y el testimohio de 
otros electores presentes. (Art. 60, combinado con el 48 
de la ley.) 

A que cuando sobre la identidad personal ocurriese 
duda por reclamación que en el acto hiciese públicamen- 
Jbe otro elector negándola, previa suspensión de la emisión 
del voto, se decida lo que corresponda sobre la reclama- 
ción propuesta. (Art. 29 del Real decreto de Adaptación.) 

A que' sea admitido su voto, aun cuando en las listas 
electorales resulte no poderlo emitir, lo cual se consigna- 
rá en el acta, dándose conocimiento del hecho á los Tri- 
bunales para lo que corresponda. (Artículos 19 de la ley 
de Sufragio universal y 7.o del Real decreto de Adapta- 
ción de 6 de Noviembre de 1890.) 

A requerir á un Notario para que dé fe de cualquier 
acto relacionado con la elección y que no se oponga al 
secreto de la votación. (Art. 68 de la ley.) 

A que se le admita á votar como tal elector, acredi- 
tando su derecho por la inscripción en los ejemplares 
certificados de las listas de electores. (Art. 48 de la mis- 
ma ley y 29 del Real decreto de Adaptación.) 

A emitir su voto escrito ó impreso en papel blanco, 
entregándolo doblado al Presidente de la Mesa de la Sec- 
ción en que le corresponda votar. (Arts. 47 y 49 de la 



1 
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misma ley, y 28 y 30 del Real decreto de Adaptación) (1). 

A votar un candidato cuando uno sólo deba ser 
elegido. 

A votar cuando se elija más de un candidato, hasta 
cuatro, uno menos del número de los que hayan de ele- 
girse. 

y dos menos si se eligieran más de cuatro. 

Y tres menos si se eligieran más de ocho, (Art. 22 de 
la misma ley, y 9.o, párrafo 2.o del Real decreto de Adap- 
tación citado.) 

A ser elegible, en el caso de saber leer y escribir, 
como Interventor ó suplente de la Mesa electoral de su 
Sección. (Art. 41 de la ley Electoral para Diputados á 
Cortes, y 20 del Real decreto de Adaptación.) 

A que se le expida la oportuna certificación de nom- 
bramiento de tal Interventor. (Art. 40 de la misma ley, y 
24 del Real decreto de Adaptación.) 

A renunciar por escrito ante la Junta municipal el car- 
go de Interventor ó suplente, si fuere nombrado, (Art. 40 
de la misma ley, y 24 del Real decreto de Adaptación.) 

A entrar en el local en que se celebre la elección de su 



(1) Este derecho lo podrá ejercer desde las ocho de la maña- 
na á las cuatro de la tarde del día festivo en que se celebre la 
votación. 
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Sección. (\rt. 68 de la misma ley, y 39 del Real decreto 
de Adaptación.) 

A verificar esa entrada, en caso de impedimento noto- 
rio, valiéndose del apoyo necesario al efecto, mas sin po- 
der estar en el local más que el tiempo indispensable 
para emitir su voto. (Art. 60 de la misma ley, y 41 del 
Real decreto de Adaptación.) 

A pedir en el acto de la votación, caso de tener algu- 
na duda sobre el contenido de una papeleta leída por 
el Presidente, que éste se la exhiba para su examen, como 
deberá verificarlo (1). (Art. 61 de la ley, y 32 del Real de- 
creto de Adaptación.) 

A examinar en el acto del escrutinio cualquier papeleta 
sobre cuyo contenido, leído por el Presidente de la Mesa, 
tuviese dudas. (Art. 51 de la misma ley, y 32 del Real de- 
creto de Adaptación.) 

A protestar, si así conviniere á su derecho, contra el 
escrutinio que practicare la Mesa. (Art. 62 de la misma 
ley, y 33 del Real decreto de Adaptación.) 

A que se le expidan por la Mesa en el acto, las certifi - 
caciones del escrutinio que reclamare. (Art. 64 de la mis- 
ma ley, y 36 del Real decreto de Adaptación.) 



;l) Bste derecho le tienen también los candidatos proclama- 
dos y se paede ejercitar por el elector valiéndose de Notario. 
(Art. 51 dé la ley, y 32 del Real decreto de Adaptación.) 
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A que se le expidan también por la Mesa electoral en 
el acto, certificaciones de lo consignado en el acta de es- 
crutinio ó de cualquier extremo de ella. (Art. 55 de la 
misma ley, y 36 del Real decreto de Adaptación.) 

A presenciar la sesión de la Junta general de escruti- 
nio del distrito á que corresponda la Sección en que ejer- 
cite su derecho de votar. (Art. 68 de la misma ley, y 61 
del Real decreto de Adaptación ) 

A acudir ante el Congreso en cualquier tiempo, antes 
de la aprobación del acta respectiva, con las reclamacio- 
nes que le convengan contra la validez ó resultado de la 
misma elección ó contra la capacidad legal del Diputado 
electo, antes de que éste haya sido admitido. (Art. 82 de 
la misma ley.) 

A ser elegible, si es seglar (1), para Diputado á Cor- 
tes (2), y para Diputado provincial y Concejal, si reúne 
además las condiciones prescritas en los artículos 36 de 
la ley Provincial (3) y 41 de la Municipal (4) respectiva- 
mente (xirt. 3.0 de la ley Electoral de 26 de Junio de 1890 
estableciendo el Sufragio universal y 3.^ también del Real 
decreto de Adaptación de 5 de Noviembre de 1890.; 



(!) Los individuos del clero no tienen la condición de elegi- 
bles, pero sí la de electores. El motivo que para esto ha tenido el 
legislador se comprende de^de luego, pues son incompatibles la 
dirección de las almas y la gestión de los intereses materiales 
que afectan á la política y á la Administración pública, la vida 



tranquila y sosegado ónitno que les imponen los deberes de su 
augusto ministerio, con las luchas candentes de la política. 

(2) Además, son condiciones indispensables p^raser admitido 
como Diputado en el Congreso, las siguientes: 

1.' Reunir las cualidades requeridas en el art. 29 de la Cons. 
titución (a) en el dia en que se verifique la elección en el distrito 
electoral. 

2.* Haber sido elegido y proclamado electo en un distrito 6 
Colegio electoral, ó en el Congreso, con arreglo á las disposicio- 
nes de esta ley y á las del Reglamento del mismo Cuerpo. 

3.* No estar inhabilitado por cualquier motivo de incapacidad 
personal para obtener el cargo en el día en que se verifique la 
elección. 

4." No estar comprendido en ninguno de los casos que esta- 
blece la ley de Incompatibilidades. 

Y no estar tampoco incapacitados para ser admitidos como 
Diputados (aunque hubiesen sido válidamente elegidos) por al- 
gunas de las causas que señala el art. 5.** de la ley Electoral. 
(Art. 4." de la ley). 

Están incapacitados: para ser admitidos como Diputados á 
Cortes aunque hubiesen sido válidamente elegidos: ' 

Primero. Los que se encuentren comprendidos en algunos 
de los casos que determina el art. 2.° de la ley. 

La rehabilitación mencionada en el núm. 2.** del art. 2." de 
esta ley deberá obtenerse para la elegibilidad de Diputado dos 
años antes., por lo meno.?, de su elección. 

Segundo. Los contratistas de obras ó servicios públicos que 
se costeen con fondos del Estado, de la provincia ó del Munici- 
pio; los que de resultas de tales contratas tengan pendientes 



(a) Dicho ariicnlo dice: ^Para ser elegido Diputado se requiere ser 
espaSol, de estado seglar, mayor de edad y gozar de todos los derechos 
civiles. La ley determinará con qué clase de funciones es incompatible el 
cargo de Diputado y los casos de rceleccióu.» Estas incompatibilidades 
están marcadas en la ley de esa nombre de 7 de Marzo de ISSO y en « 
art. 6.** de 1^ ley Electoral vigente. 



reclamaciones de, interés propio contra la Administración y lo« 
fiadores y consocios de dichos contratistas. Esta incapacidad se 
entenderá solamente en relación con el distrito 6 circunscripción 
en que se haga la obra 6 servicio público. 

Tercero. Los que desempeñen 6 hayan -desempeñado un año 
antes en el distrito ó circunscripción en que la elección se veri- 
fique, cualquier empleo, cargo ó comisión de nombramiento del 
Gobierno, ó ejercido autoridad de elección popular, en cuyo 
concepto se comprenden los Presidentes de las Diputaciones y 
los Diputados que durante el año anterior hubiesen desempeña- 
do el cargo de individuos de las Comisiones provinciales. 

Se exceptúan los Ministros de la Corona y los funcionarios 
de la Administración central. 

Las incapacidades á que se refiere este número tercero se li- 
mitan á los votos emitidos en el distrito ó en la circunscripción 
ó á donde alcancen la autoridad ó funciones de que haya estado 
investido el Diputado electo. (Art. 5." de la ley de 26 de Junio 
de 1890 estableciendo el Sufragio universal). 

En cualquier tiempo en que un Diputado se inhabilitare, 
después de admitido en el Congreso, por alguna de las causas 
enuiheradas en el art. 5.", se declarar.) su incapacidad y perderá 
inmediatamente el cargo. (Art. 6." de la misma ley). 

Los que estén ya en posesión del cargo de Dipntado á Cortea 
no podrán ser admitidos en el mismo Congreso por virtud de una 
elección parcial si no lo hubiesen renunciado antes de la convo- 
cación del distrito para dicha elección parcial. (Art. T." de la 
misma ley). 

El cargo de Diputado á Cortes es gratuito y voluntario, y se 
podrá renunciar antes y después de haberlo jurado; pero la re- 
nuncia no podrá ser admitida sin aprobación previa del acta de 
la elección por el Congreso. (Art. 8." de la mis^ma ley). 

(3) Son elegibles para el cargo de Diputado provincial los 
que tengan aptitud para serlo á Cortes y sean naturales de la 
provincia, 6 lleven cuatro años consecutivos de vecindad dentro 
de la misma (Art. 35, ley Provincial y 3." del Real dacreto de 
Adaptación de 5 de Noviembre de 1890 ) 
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En ningún caso pueden ser Diputados provinciales los com- 
prendidos en algunas de Vas íncompatibiHdades que determina 
el art. 86 (a) de la ley provincial . 6 en alguna de las incapacida- 
des que determina el art. 38 (b) de la misma ley. (Art. 4.* del 
miímo Real decreto.) 

(4) Son elegibles para los cargos de Concejales los compren- 
didos en el art. 41 de la ley Municipal. (Art 3.* del Real decreto 
de Adaptación de 5 de Noviembre de 1890 ) 

El art. 41 de la ley Municipal dice así: 
Art. 41. Serán elegibles en las poblaciones mayores de 1.000 
vecinos, los electores que, además de llevar cuatro años por lo 
menos de residencia fija en el término mnnicipa^, paguen una 
cuota directa en las que comprendan en la localidad los dos pri. 
roeros tercios de las listas de contribuyentes por el impuesto te- 
rritorial y por el de subsidio industrial y de comercio: y en los 
municipios mí^nores de 1.000 y mayores de 400 vecinos, los que 
satisfagan cuotas comprendidas en los primeros cuatro puntos 



(a) Dice el art. 36 de la ley Provincial: 

"Art. 36. ,E1 cargo de Diputado provincial es incompatible: I." Con 
el de Diputado á Corles. 2.** Con el de Alcalde ó Concejal. 3.° Con todo 
empleo activo del Entado, de la provincia ó de alguno de sus municipios. 
Se exceptúan únicamente de esta incompatibilidad los cargos de Catedrá- 
ticos de Universidad, de Escuelas superiores ó do Institutos, cuyos suel- 
dos no sean satisfechos con fondos do la provincia.^ 

{b) Dice así: 

"Art. 38. Están incapacitados para ser Diputados provinciales: l.^'Los 
contratistas y sus fiadores de las obras, suministros y servicios que se 
paguen con fondos provinciales y municipales, y los administradores de 
dichas obras y servicios. 2." Los recaudadores de contribuciones dentro 
de las provincias y sus fiadores. 3.° Lios que tengan contienda administrativa 
ó judicial pendiente con la Diputación ó los establecimentos sujetos á la 
dependencia y adrainisiración de ésta. 4.** Los deudores en concepto de 
segundos contribnyentes al Estado, á las provincias ó n cualquiera de sns 
municipios ó los que lo sean por cualquiera clase de contratos, si contra 
ellos se ht\biese expedido apremio ó ejecución. 5.** Los inhabilitados por 
sentencia judicial.;, 
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de las referidas listas. En los pueblos que no excedan de 400 ve- 
cinos, serán elegibles todos los electores. 

Serón además incluidos en el número de los elegibles todos 
los que contribuyan con cuota igual á la más baja que en cada 
término municipal corresponda pagar para serlo con arreglo al 
párrafo anterior. 

Los que siendo vecinos paguen alguna cuota de contribución 
y acrediten por medio de título oficial su capacidad profesional 
ó académica, serán también elegibles. 

Igualmente lo serán los que acrediten que sufren descuento 
en los haberes que perciban de fondos generales, provinciales 
ó municipales, siempre que el importe del descuento se halle 
comprendido en la proporción marcada anteriormente para los 
elegibles en las poblaciones de 1.000 y 400 vecinos respectiva- 
mente. 

Se estimará la cuota acumulando las que satisfagan los con- 
tribuyentes dentro y fuera del pueblo, por impuesto directo del 
Estado y por recargos municipales. Para computar la contribu- 
ción á los electores y á los elegibles, se considerarán bienes 
propios: respecto de los maridos, los de sus mujeres mientras sub- 
sista la sociedad.conyugal; respecto de lo?» padres, Ion de sus hi- 
jos que legítimamente administren; respecto de los hijos, los 
suyos propios cuyo usufructo no tuvieren por cualquier concepto. 

En ningún cuso pueden ser Concejales los comprendidos en 
alguna de las incompatibilidades é incapacidades del art 43 de 
la ley Municipal (o) y los no reelegibies conforme al artículo 

(a) El art. 43 de la ley citada dice asi: 

^Art. 43. £a ningún caso pueden ser Coucojales: 1." Los Diputadoá 
provinciales ó á Cortes y los Senadores, excepto en la capital de la Mo- 
narquía. 2." Loa Jueces mnnicipalesí, Notarios y otras personas que des- 
empeñen cargos públicos declarados incompatibles con el de Concejal 
por leyes especiales. 3." Los que desempeñen funciones públicas retri» 
buídu;;, aun cuando hayan renunciado el sneldo. Los Catedráticos de ITui- 
vcrsidad ó de Instituto podrán ser Concejales en las poblaciones donde 
desempeñen sus destinos. 4.** hoi que directa ó indirectamente tengan 
parte en servicios, contratos ó suministros dentro del término municipal por 



62 (a) dti la mismttj modificado por la ley de 9 de Julio de 1889. 

• 
cuenta d« su Ayuntamiento, de la provincia ó del Kstado. 5." Los deudo- 
res como segundos contribuyentes á los fondos niunicipalee, provincia* 
les ó generales contra quienes se haya expedido apremio. 6.*^ Los que 
tengan contienda administrativa ó judicial pendiente con el Ayunta* 
miento ó con los establecimientos que se hallan bajo su dependencia ó 
administración. Para el desempeño de los cargos de Alcalde ó Síndico se 
necesita saber leer y escribir. -Pneaen excusarse de ser Concejales: I." 
Los mayores de sesenta anos y los físicamente imp';didos. 2.** Los que 
hayan sido Senadores, Diputados provinciales y Concejales hasta dos 
años después de haber cebado en sus respectivos cargos, l^os Concejales 
cesarán en sus cargos si dejasen de tener las condiciones que marca esta 
ley. Cada colegio nombrará el número de Concejales que le corresponda 
proporcionaluiente al de sus electores. Las secciones de cada colegio vo- 
tarán el mismo niimero de Concejales señalados á é8te.„ 
(a) Dice asi: 

'*Art. 62. Eu las capitnles de provincia Ion Concejales no podían ser 
reelegidos hasta cuatro años después de haber cesado en el cargo por 
cualquier causa. 

Tampoco podrán ser reelegidos en las demás poblaciones cuyo nú- 
mero de habitantes exceda de 6.00', hasta después de haber transcurrido 
dicho plazo de cuatro años. 

Igual incapacidad tendrán durante el mismo plazo de cuatro años los 
que hayan de ser nombrados Concejales interinos eu algunos de los casos 
que establecen los arts. 4» (a) y 193 (bj de esta ley. 

Los Concejales de Municipios de menos de 6.000 almas que no sean 
capitales de provincia y los Ayirnlamientos constituidos por poblaciones 



(a) Dice así: 

"Art. 46. Se procederá á la elección cuando medio año antes, por lo 
menos, de las elecciones ordinarias, ocurran vacantes que asciendan á la 
tercera parto del número total de Concejales. 

Si las vacantes ocurriesen después de aquella época y ascendiesen al 
número indicado, serán cubiertas interinamente hasta la primera elección 
ordinaria por los que el Gobernador designe de entre los que en épocas 
anteriores hayan pertenecido por elección al Ayuntamiento.,, 

(bj Dice así: 

"Art. 193. Las vacantes ocurridas en nn Ayuntamiento por suspensión 
legal de seis de sus Vocales .«»erán cubiertas en la forma que dispone el 
art. 4ü.„ 
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(Artícalo 4.** del Real decreto de Adaptación de 5 de Noviembre 
de 1890). 

El poco tiempo que lleva vigente la ley de 26 de Ju- 
nio de 1890 estableciendo el sufragio universal, no nos ha 
permitido registrar gran número de decisiones recaídas 
en diversos casos, y que se refieren á las declaraciones 
de inclusión ó exclusión en el Registro del censo electo- 
ral general. I.as pocas que conocemos son las siguientes: 

No es bastante para acreditar la vecindad y demás 
circunstancias necesarias para ser elector la presentación 
de las listas impresas del censo de los años 1888, 89 y 90 
para la elección de Diputados provinciales y sin autoriza- 
ción alguna. 

No es bastante la información testifical para acredi- 
tar la vecindad cuando figuran corao transeúntes en el 
padrón de vecinos. 

Cuando en el expediente no existe acuerdo de la 
Junta provincial, no procede recurso de apelación ante la 
Audiencia, y sólo en su caso la queja á la Junta central 
del Censo, puesto que aquélla es ümcamente la llamada 
por la ley á confirmar ó revocar los acuerdos sobre inclu- 
sión ó exclusión en la.s listas electorales.» 

No pueden considerarse deudores á fondos munici- 

agregadas con arreglo ni art. .3." de estaley, 8on reelogibles. Lo son asi- 
mismo en todas partes los Vocales asociados. 

Lo mismo ios Concejales qne los individuos de la Asamblea de Vo- 
cales asociadopy dejarán de ser reelegibles si incurriesen en alguno de lo»» 
caaos de incompatibilidad. „ 
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pales los hijos de un Recaudador que resultó alcanzado 
en cierta cantidad, aun cuando fueron requeridos aqué- 
llop á su pago, porque han aceptado la herencia de su pa 
dre bajo beneficio de inventario, y por lo mismo no han 
de responder los hijos más allá de lo que alcancen los 
bienes quedados al fallecimiento de aquél. 

El haber sido declarado exento del servicio de las 
armas por imbecilidad, no priva de los derechos civiles 
ínterin no se declare su incapacidad para el ejercicio de 
los mismos. 

La ejecución que se dirija contra un depositario de 
fondos municipales para hacer efectiva la cantidad en 
que resulte alcanzado, no excluye del derecho electoral á 
los Concejales del mismo Municipio, porque no puede 
considerárseles deudores á fondos municipales como se- 
gundos contribuyentes hasta conocer el resultado de 
aquel expediente. 

El hecho de ser deudores á fondos municipales como 
segundos contribuyentes les excluye de las listas electo- 
rales hasta que acrediten haber pagado sus débitos y ter- 
minado por ello el expediente de apremio. 

La vecindad se acredita por el padrón, no por certifi- 
caciones de párrocos. 

La cura de almas, aunque lleve aneja la vecindad, no 
es bastante para tenerle como vecino. 

El hecho de figurar en la lista de electores para Dipu- 
tados provinciales rectificada en l.o de Enero de 1890, no 
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es bastante para ejercer el derecho electoral si no se ha- 
llare incluido en el último empadronamiento que se hizo 
en 1 889, según así lo exige la ley de 26 de Junio en la 
segunda disposición transitoria. 

Las certificaciones expedidas por los Alcaldes de ba- 
rrio para acreditar la vecindad, edad y residencia, carecen 
de eficacia legal por no referirse al padrón de vecinos ni 
á otro documento. 

Son también ineficaces las certificaciones expedidas 
por los párrocoSj pues sólo tendrán valor para acreditar 
la edad de sus respectivos feligreses con referencia á ios 
libros parroquiales. 

El ser vecino de un pueblo justifica el hecho de estar 
incluido en el padrón de vecinos del mismo. 

El desempeño de un cargo público por un individuo 
durante nueve meses en otro distrito distinto del de su 
domicilio, no lo reviste del carácter de vecino de aquél, 
pues era necesario que el Ayuntamiento hubiera hecho 
esta declaración en las épocas que fija el art. 16 de la ley 
Municipal. 

TITULO II 

DEL CENSO ELECTORAL GENERAL 

CAPITULO PRIMERO 

Del libro del Censo electoral general. 

El Censo electoral es el Registro en donde constan el 
nombre, los apellidos paterno y materno, si los tuvieren, 
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(le lo8 ciudadanos españoles calificados de electores. (Ar- 
tículo 9.0 de la ley de 26 de Junio de 1890 estableciendo 
el vSufragio universal.) 

El mismo Censo electoral para Diputados á Cortes 
servirá para las elecciones de Diputados provinciales y 
de Concejales. (Art. 5.o del Real decreto de Adaptación 
de 6 de Noviembre de 1890.) 

La formación, revisión, custodia é inspección del Cen- 
so están á cargo, según sus respectivas atribuciones, de 
una Junta central y de Juntas municipales y provinciales, 
que se denominan del Censo electoral. (Art. 10 de la ley 
Electoral de 26 de Junio de 1890.) 

En el libro del Censo electoral no podrán hacerse ras- 
paduras ni enmiendas, y las de todo punto indispensables 
se salvarán por nota que autoricen el Presidente de la 
Diputación y el Secretario, dando el primero conocimien- 
to al de la Junta central. (Art. 17 de la misma ley.) 

El Censo electoral general es permanente y no será 
modificado sino por virtud de la revisión anual estableci- 
da por la ley. (Art. 9.o de la que estableció el Sufragio 
universal.) 

Está ya hecho el hbro del Censo en España. 

Con las listas electorales de cada distrito se ha for- 
mado el libro del Censo electoral correspondiente á cada 
uno de aquéllos, ya que en él se han inscrito los nombres 
de los electores cuya inclusión se ha acordado por las 
Juntas municipal, provincial y la Audiencia ierritorial en 
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último término, conforme á la misma ley del Sufragio uni- 
versal. 

Las alteraciones que pueda sufrir el contenido de ese 
libro, dependen de las reclamaciones que hubiere para la 
exclusión de nombres, por cualquiera de los motivos por 
que puede perderse el derecho electoral, y de las bajas 
que por defunción de los electores se produjeren, y do 
las peticiones que se hicieren para su inclusión por los 
que se creen con derecho á ser electores. 

Es indudable que la formación de ese libro del Censo 
ha economizado inmenso trabajo. 

El libro del Censo electoral resulta de inestimable 
precio para los ciudadanos de un pueblo; por eso deben 
custodiarle como preciado tesoro político. 

El Censo electoral se custodia en las Secretarías de 
las Diputaciones provinciales y está dividido en tantas 
partes cuantos son los Municipios de la provincia. (Art. 17 
de la ley de Sufragio universal.) 

El derecho electoral debe resultar inscrito en el libro 
del Censo. 

Es el único justificante de la posesión de aquel dere- 
cho. (Art. 9.0 de la misma ley.) 

CAPÍTULO n 
De los Alcaldes, 

Los Alcaldes reciben de los Jueces municipales y de 
primera instancia y de los Presidentes de las Juntas pro- 
vinciales del Censo electoral, las listas certificadas de 



electores que respectivamente les envían, eií que se con 
signan los fallecidos, los que en resolución firme se hu- 
biere declarado su incapacidad, ó las altas y bajas <le 
electores por su pase al Registro de colegios especiales. 
(Art. 19 de la misma ley y 7 o del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Los Alcaldes ponen á disposición de la Mesa electo- 
ral en el momento de su constitución, las expresadas 
certificaciones, el original de las listas definitivas y cuan- 
tos documentos se refieran al derecho electoral. (Artícu- 
los 19 de la misma ley y 7.o del Real decreto de Adapta- 
ción de 6 de Noviembre de 1890.) 

Los Alcaldes, asimismo, publicado que sea el Real 
decreto de convocatoria de una elección, harán fijar y 
mantener durante la votación, en el lugar más fácilmente 
visible, á la entrada del Colegio, lista por ellos autorizada 
de los electores á cuyo derecho afecten las certificaciones 
que se han expresado. (Art. 19 de la misma ley.) 

Lo mismo harán tratándose de elecciones provinciales 
ó municipales. (Artículos 19 de la ley de Sufragio univer- 
sal y 7.0 del Real decreto de Adaptación de 5 de Noviem- 
bre de 1890.) 

El día 10 de Abril, á las ocho de la mañana, los Alcal- 
des, bajo su responsabilidad, harán fijar en el sitio acos- 
tumbrado para los edictos y bandos municipales, las lis- 
tas siguientes: 
Primera. La definitiva de electores del año anterior, 

El Dbbkciio elrctoral 8 
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con expresión de la edad, domicilio y profesión actual de 
cada uno, y de si sabe ó no leer y escribir. 

Segunda. La de los inscritos en la anterior que desde 
su publicación hubiesen fallecido ó perdido el derecho 
electoral por incapacidad ó pérdida de vecindad, con ex- 
presión de la causa. 

Tercera. La de los que teniendo en el expresado día 
adquirida la vecindad con el tiempo de residencia que 
exige el art. l.<>, no consten en la lista primera. 

Cuarta. La de aquellos para quienes se hubiese sus- 
pendido el ejercicio de derecho electoral. (Art. 12 de la 
misma ley.) 

A estas listas, de cuya exactitud con sus necesarias 
referencias responderán con certificación en cada pliego 
el Alcalde y el Secretario del Ayuntamiento, acompañará 
el anuncio, que también se repetirá por pregones en don- 
de sea acostumbrado, de que el día 20 del propio mes 
habrá de reunirse en la Sala de sesiones del Ayunta- 
miento la Junta municipal del Censo electoral, ante la 
cual todo vecino podrá hacer por escrito ó de palabra, y 
justificar documentalmente, cuantas reclamaciones se re- 
fieran al derecho de sufragio. (Art. 12 de la misma ley.) 

Dichas listas y anuncios permanecerán expuestos en 
el mismo sitio, bajo igual responsabilidad, hasta el día de 
la celebración de la Junta á que se refiere el párrafo pre- 
cedente. (Art. 12 de la misma ley.) 

Luego que reciba del Presidente de la Diputación la 
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lista impresa qué contenga los electores de su Municipio, 
dará de ella conocimiento á la Junta municipal del Oen - 
so, mandando hacer una copia, de cuya exactitud respon- 
derá con el Secretario (1), que ordenará fijar al público 
por espacio de los tres días inmediatos, quedando des- 
pués archivada. (Art. 16 de la misma ley.) 

Los Alcaldes, el mismo domingo anterior al señalado 
para la elección, anunciarán por medio de edictos que se 
fijarán en todos los pueblos de que conste cada Sección, 
los locales en que hayan de constituirse las respectivas 
secciones electorales y á la vez lo comunicará á la Junta . 
provincial, sin que después pueda variar la designación. 
(Art. 46 de la ley y 26 del Real decreto de Adaptación). 

Los Alcaldes pondrán á disposición de la Mesa elec- 
toral en el momento de su constitución las certificaciones 
electorales que hubieren recibido de los Jueces munici- 
pales y de primera instancia é instrucción, el original de 
las liertas definitivas de electores y cuantos documentos 
se refieran al derecho electoral. (Artículos 19 de la ley 
jT 7.0 del Real decreto de Adaptación^ 

Los Alcaldes deberán ordenar que desde el día de la 
convocatoria al de la elección inclusive se hallen expues- 
tas al público las listas definitivas de electores. (Art. 19 
de la ley y 7.° del Real decreto de Adaptación), 



(1) Esta copia puede ser impresa. (Real orden circular á los 
Qt)berDadore8, de 16 de Julio de 1890, publicada ea la Oaena del 
siguiente día.) 



Los Alcaldes presiden las Mesas electorales de cada 
Sección, y no podiendo concurrir ó en el término munici- 
pal hubiese más de una Sección, presiden los Tenientes 
de Alcalde ó Concejales por su orden ó en su defecto los 
Alcaldes de barrio. (Art. 36 de la lej'). 

El Alcalde, como Presidente de la Junta municipal 
del Censo, entregará al Presidente de la Junta de escru- 
tinio las actas que habrá recibido del resultado de la 
elección celebrada en las Secciones de su término. (Ar- 
tículo 66 de la ley y 49, combinado con el 37, del Real 
decreto de Adaptación). 

Los Alcaldes ó autoridades locales prestarán al Presi- 
dente de la Mesa electoral, dentro y fuera del colegio, los 
auxilios que éste les pida y no otros. (Art. 68 de la ley). 

Los Alcaldes prestarán al Presidente de la Junta do 
escrutinio general el concurso que necesite para el ejerci- 
cio de sus funciones. (Art. 45 del Real decreto de Adap- 
tación). 

Los Alcaldes conservarán en el archivo del Ayunta- 
miento para que pueda ser consultado el ejemplar impre 
80 de la lista de electores de su término municipal, que 
en pliego certificado le será remitido por el Presidente de 
la Diputación. (Art. 16 de la misma ley). 

Los Alcaldes tienen, según la ley Electoral, jurisdicción 
disciplinaria y pueden imponer multas por faltas electo- 
rales hasta la cuantía de 100 pesetas). (Art. 108 de la 
misma ley). 
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CAPÍTULO m 
De los Jueces municipales . 

Las funciones que la ley de Sufragio universal enco- 
mienda, así á los Jueces municipales como á los de pri- 
mera instancia y de instrucción, son de la mayor impor- 
tancia, por influir en su resultado, por modo eficaz en la 
verdad del censo definitivo, contribuyendo poderosamen- 
te á que sea expresión fiel y exacta del Cuerpo electo- 
ral (1). 

Y con la transcendencia de aquellas funciones judi- 
ciales electorales está en armonía la sanción penal, que 
trae consigo la falta de cumplimiento de los deberes im- 
puestos por la ley á aquellos funcionarios á quienes pue- 
de declararse incursos en la penalidad establecida en el 
art. 88 de la ley de Sufragio universal (2). 

En l.o de Abril de cada año, remiten los Jueces mu- 
nicipales al Alcalde de su distrito lista certificada de los 
asientos del Registro civil, comprensiva de los electores 
fallecidos durante los doce meses precedentes. (Art. 1 1 de 
la ley del Sufragio universal y 7." del Real decreto de 
Adaptación.) 



(1) Real orden circular á los Presidentes délas Audiencias 
de 22 de Julio de 1890. 

(2) Esta pena es de arresto mayor de un mes y un día á seis 
meses y multa de 500 á 5.000 pesetas. 

Esto cuando las disposiciones del CóJigo no selüalen otra 
pena mayor. 
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El día anterior á la elección remitirán los Jaeces mu - 
nicipales á los Alcaldes listas certificadas y separadas, co- 
rrespondientes á las Secciones electorales, expedidas por 
los Secretarios de los Juzgados, con referencia al Regis- 
tro civil, de los electores excluidos que hubiesen falleci- 
do. (Art. 19 de la misma ley.) 

Lo mismo harán tratándose de elecciones provinciales 
ó municipales. (Art. 7.o del Real decreto de Adaptación 
de 6 de Noviembre de 1890.) 

Los Jueces municipales conservarán en sus archivos, 
para que pueda ser consultado, el ejemplar impreso de la 
lista de electores de cada Municipio, que en pliego certi- 
ficado les será remitido por el Presidente de la Diputación 
provincial. (Art. 16 de la misma ley.) 

Los Jueces municipales deberán dar cuenta á los res- 
pectivos Presidentes de las Juntas provinciales del Censo 
del contenido de las certificaciones de fallecidos. (Re- 
gla 16 de la Circular de la Junta Central del Censo de 13 
de Agosto de 1890.) 

CAPÍTULO IV 
De los Jueces de primera instancia y de instrucción. 

En 1.0 de Abril de cada año remiten los Jueces de 
primera instancia y de instrucción á los Alcaldes respec- 
tivos de su partido judicial, lista certificada comprensiva 
de las resoluciones judiciales firmes dictadas durante los 
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doce meses precedentes que afecten á la capacidad elec- 
toral de los inscritos en cada distrito municipal. (Art. 11 
de la misma ley y 7. o del Real decreto de Adaptación.) 

Con la antelación necesaria, ó sea antes del día desig- 
nado para la elección, los Jueces de primera instancia y 
de instrucción remitirán á los Alcaldes de su jurisdicción 
listas certificadas y separadas, ó negativas en su caso, 
de los electores de su término municipal sobre quienes 
hubiese recaído desde l.o de Abril último resolución ju- 
dicial firme que afecte á su capacidad electoral. (Art. 19 de 
la misma ley y 7. o del Real decreto de Adaptación.) 

Además, comunicarán los Jueces de primera instan- 
cia y de instrucción, en pliego certificado puesto en el 
correo con anticipación precisa, al Presidente de la Di- 
putación provincial el contenido de las certificaciones 
parciales que remitieron á los Alcaldes. (Art. 19 de la 
misma ley y 7. o del Real decreto de Adaptación de 5 de 
Noviembre de 1890.) 

Los Jueces de instrucción^ así como sus delegados, 
pueden entrar en los Colegios electorales siempre que lo 
exija el ejercicio de su cargo. • (Art. 68 de la misma ley.) 

Los Jueces de primera instancia y de instrucción, 
cuando sean designados para presidir las Juntas de es- 
crutinio, cumplirán los deberes de su cargo en la forma 
que determina la ley. (Arts. 6Í, 63 y 70 de la misma ley.) 

Los Jueces de primera instancia y de instrucción de- 
ben prestar al Presidente de la Junta de escrutinio gene- 
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ral el concurso que necesite para el ejercicio de sus fun- 
ciones. (Art. 63 de la ley y 45 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Los Jueces de primera instancia conservarán en su 
archivo, para que pueda ser consultado, el ejemplar im 
preso de la lista de electores de cada Municipio, que en 
pliego certificado les será remitido por el Presidente de la 
Diputación. (Art. 16 de la misma ley.) 

Los Jueces de instrucción, en la incoación de las cau- 
sas por delitos electorales, se ajustarán á las disposicio 
nes de la vigente ley de Enjuiciamiento criminal. (Ar- 
tículo 102 de la ley de Sufragio universal.) 

Esta disposición de la ley, ¿parece autorizar que los 
sumarios sobre delitos electorales, puedan incoarse por 
mera denuncia, sin querella? 

¿Habrá sido este el pensamiento del legislador? 

No hemos visto ningún caso de denuncia de delito 
electoral, ni por consecuencia, que en virtud de ella se 
haya incoado sumario algu)io. 

Mas si como dice la ley Electoral los Jueces de ins- 
trucción han de proceder en esta clase de procesos según 
las reglas del Enjuiciamiento criminal, sostienen unos 
que bastii la simple denuncia de delitos electorales para 
la formación de sumarios, mientras que otros, atendida 
la naturaleza é índole especial de los delitos electorales 
en que muchas veces sus denuncias suelen moverlas los 
impulsos de la pasión política y el despecho^ opinan que 
sólo en virtud de querellante particular cabe iniciar un 
procedimiento criminal por aquella clase de delito s. 
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Nosotros no podemos menos de consignar aquí lAs pa- 
labras elocuentes que se contienen en circular de la 
Fiscalía del Tribunal Supremo de fecha 3 de Mayo 
de 1879 (1). 

El delito electoral, tanto por su propia naturaleza y 
condición cpmo por su sanción penal y Tribunales que 
de las causas en su virtud formadas conocen, tienen evi- 
dentemente el carácter de públicos y no están comprendi- 
dos entre aquéllos cuya persecución reserva la ley única- 
mente á la persona ofendida ó á las que legítimamente las 
representen ó suplan. 

El decirse que la acción penal que nace de los delitos 
electorales es pública, no envuelve la prohibición de que 
puedan ser objeto de demanda al Ministerio fiscal los de- 
litos electorales. 

Los Fiscales no deben tomar su ordinaria iniciativa 
en lo que afecta á la persecución de los delitos electo- 
rales, porque fácilmente se alcanza no estaría exenta de 
graves inconvenientes y aun pudiera ser objeto de sinies- 
tras interpretaciones. 

Los Fiscales antes de formular sus querellas, en vista 
de aquellas denuncias, deben obrar con parsimonia, no 
siendo ni pareciendo un instrumento político á disposi- 
ción de los partidos, porque su instituto es mucho más 
elevado; sostenedor como es en su alta representación de 
la ley y de la paz social, conviene que su acción no pueda 
confundirse con la que se mueve á impulso de \aa pasio- 
nes, ofreciendo por el tiempo y forma de su ejercicio no 



(1) Aparece siiscrita por el Fiscal Ezcmo. Sr. D. Antonio 
Mena y Zorrilla. 
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menos que por el fondo de éste, los severos y nobles ca- 
racteres de su rectitud é imparcilidad. 

Tiene el Ministerio Fiscal el derecho y el deber, la 
especial misión de perseguir y promover la expiación de 
los hechos culpables que puedan ser constitutivos de de- 
litos públicos, y preciso es que obre en consecuencia, no 
dejando de ejercitar su acción respecto de los delitos 
electorales de que se le dé conocimiento. 

CAPITULO V 
De la Junta Central del Censo, 

Esta Junta reside en Madrid, 

Se compone de 16 individuos y son: 

El Presidente, que lo será el del Congreso de los Di- 
putados y los siguientes vocales natos, tengan ó no el 
carácter de Diputados: 

l.o Los ex Presidentes del Congreso de los Diputados. 
2.0 Los ex Vicepresidentes primeros del mismo Cuer- 
po por orden de antigüedad, hasta completar el número 
señalado en el párrafo anterior. 

El Presidente será sustituido por el ex Presidente más 
antiguo. 

Esta Junta completará el número de seis Vocales con 
suplentes que serán los ex Vicepresidentes que sigan en 
orden de antigüedad, y á falta de estos los Diputados del 
último Congreso que lo hubieren sido en mayor número 
de legislaturas. 
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Es Secretario de esta Junta el oficial mayor de la Se- 
cretaría del Congreso de los Diputados. 

No tiene voz ni voto y será auxiliado por los emplea- 
dos dé la Secretaría que desempeñe. (Artículo 10 de la 
misma ley.) 

Para deliberar esta Junta y formar acuerdo necesita 
la concurrencia de nueve Vocales. 

Tiene en sus funciones carácter permanente. (Art. 10 
de la misma ley.) 

Corresponde á la Junta Central del Censo electoral: 

l.o Inspeccionar y dirigir cuantos servicios se refieran 
al Censo, su formación, revisión y conservación. 

2.^ Conservar los ejemplares impresos de las listas de- 
finitivas copiadas de los registros provinciales. 

3.0 Comunicarse por medio de su Presidente con todas 
las autoridades y funcionarios públicos. 

4.0 Recibir y resolver dentro de su competencia cuan- 
tas quejas se la dirijan (1). 

6.^ Ejercer jurisdicción disciplinaria sobre todas las 
personas que intervengan con carácter oficial en las ope- 
raciones electorales, imponiendo multas hasta la cantidad 



(1) La Junta Central no resolverá ninguna duda 6 reclanoa- 
ción que se le dirija sobre inclusiones 6 exclusiones de electores 
eu las listas, ni en el Censo, ó sobre declaración ó negativa del 
derecho electoral. (Regla ].' de U Circular de la Junta Central 
del Censo de 14 de Agosto de 1890.) 
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de 1 .000 pesetas, las que, en su caso, exigirán por su or- 
den los Jueces de primera instancia. 

6.0 Dar cuenta al Congreso de los Diputados de cuan- 
to considere digno de su conocimiento. (Art. 18 de la ley 
de 26 de Juniode 1890.) 

El Presidente del Congreso de Diputados conserva en 
el archivo de este Cuerpo colegislador, para que pueda 
ser consultado, el ejemplar impreso de la lista de electo- 
res de cada Municipio, que en pliego certificado le será 
remitido por los presidentes de las Diputaciones provin - 
ciales. (Art. 16 de la misma ley.) 

La Junta Central del Censo aprueba ó modifica la di- 
visión de Secciones y designación de Presidente ordinario 
y su suplente, que hubieren hecho las Juntas de Censos 
electorales especiales. (Art. 31 de la misma ley.) 

La Junta central tiene acordado (1): 
1 .0 No resolver ninguna reclamación que se la dirija 
por actos ú omisiones definidos y penados como delitos 
en la ley Electoral, de los*cuales compete conocer única- 
mente á la jurisdicción ordinaria en virtud de lo dispues- 
to en el art. 101 de la expresada ley. 

Tampoco resolverá ninguna reclamación por falta de 
cumplimiento de las obligaciones y formalidades que di- 
cha ley, ó las disposiciones dictadas ó que se dicten para 



(1) Circular de la Junta central del Censo de 14 de Octubre 
de 1890 a los Presidentes de Diputaciones, Presidentes de las 
Juntas provinciales del Censo. 
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su ejecución, impongan á cuantas personas intervengan 
con carácter oficial en las operaciones electorales, y no 
constituyen delito mientras no se presenten documentos 
para justificar la reclamación, debiendo expresarse en 
ella el domicilio por lo menos del primero de los fir- 
mantes. 

2.0 Las reclamaciones relativas á la constitución de 
las Juntas municipales del Censo, se formularán por es- 
crito ante las mismas Juntas, pudiendo acudirse contra 
sus resoluciones á la Junta central. 

Asimismo, la Junta central del Censo, en 4 de Sep- 
tiembre de 1890, acordó las siguientes resoluciones sobre 
consultas que le fueron elevadas: 

La circunstancia de no haber recibido los Presidentes 
de las Diputaciones las listas, documentos é informes de 
todos los pueblos de la provincia, á pesar de haber hecho 
uso para conseguirlo de los medios coercitivos que la ley 
establece, no autorizaría de modo alguno que las respec- 
tivas Juntas provinciales del Censo dejaran de reunirse 
el día 16 del actual, fijado por la segunda de las disposi- 
ciones transitorias de la ley y de proceder según ordena 
el art. 14 (1). 

La letra y espíritu de los párrafos 3.^, 4.o y 5.o del ar- 
tículo 14 y la consideración de que sobre las cinco listas 
publicadas por las Juntas municipales no se puede haber 
hecho ante éstas reclamación alguna de inclusión ó de 
exclusión, confirman el que se han de poder hacer por 
primera vez ante las Juntas provinciales (2). 



(1) Artículo 1.° de la Circular de la Junta central del Cj^iiso 
de 4 de Septiembre de 1890. 

(2) Art. 2.° de la Circular de 4 de Septiembre de 1890. 
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CAPITULO VI 
De la Junta municipal del Censo electoral. 

Esta Junta reside en cada Municipio. 

El número de individuos de que se compone es inde- 
terminado. 

El Alcalde Presidente lo es de la Junta, y los vocales 
natos son los siguientes : 

l.o Los individuos del Ayuntamiento (1). 

2.^ Los ex Alcaldes vecinos del mismo Municipio. 

El Presidente será reemplazado por los Tenientes de 
Alcalde y Concejales de la manera prevista en la ley Mu- 
nicipal (2). 

Es Secretario de esta Junta el del Ayuntamiento. 

No tiene voz ni voto y le auxiliarán en sus trabajos 
los empleados de la Secretaría del Ayuntamiento. 

La convocatoria de la Junta la hace el Presidente. 

Si no reuniese número suficiente al efecto, la sesión 
se celebrará al día siguiente con cualquier número (3). 



(1) No formarán parte de Ia8 Juntas municipales los que fue- 
ren Alcaldes como Concejales interinos para sustituir é Conceja- 
les suspensos. (Regla 10 de la Circular de la Junta central de 14 
de Agosto de 1890 ) 

(2) No se considerarán como Concejales los incapacitados 
procedentes del mismo bienio. (Regla 11 de la misma Circular.) 

(8) El numero necesario para deliberar y tomar acuerdo las 
Juntas municipales del Censo, será el déla mitad más uno. 
Si en la primera reunión no hubiere número suficiente para 
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Las funciones de esta Junta son permanentes. (Ar- 
tículo 10 de la ley.) 

Pueden formar parte de las Juntas municipales los 
Concejales de elección popular, así como los interinos, 
siempre que unos y otros estuviesen legalmente instituí- 
dos. (Art. 2.0 de la Real orden circular de 14 de Agosto 
de 1890.) 

La Junta municipal del Censo en el día 20 de Abril 
de cada año se reúne á las ocho de la mafíana en sesión 
pública en la Sala de las del Ayuntamiento. 

El Alcalde Presidente pone sobre la Mesa, á disposi- 
ción de la Junta, las listas de electores con sus justifican- 
tes y las certificadas que le remitieron los Jueces munici- 
pal y de primera instancia. 

• Y la Junta oye cuantas reclamaciones se hagan sobre 
exclusiones, inclusiones ó rectificaciones por sus indivi- 
duos ó por cualquier otro vecino, y admitirá los documen- 
tos y no otra prueba que se presente para justificar dichas 
reclamaciones. 

Y el Secretario expide en el acto recibo de cada una 
de las reclamaciones y documentos presentados, consig- 
nando en el acta los nombres de los reclamantes, los 
' de las personas á quienes afecte la reclamación, y rela- 
ción de los documentos con que se pretenda justificar 
cada una. 



acordar, se hará nueva citación para dos días después. (Regla 
15 de la misroa Circular.) 



i 
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Y se firma el acta de la sesión por los individuos de 
la Junta y por los reclamantes para quienes es igualmen 
te obligatoria esta solemnidad. (Art. 13 4e la misma ley). 
Esta misma Junta, terminada la sesión publica, pro- 
cederá en sesión privada inmediatamente á la formación 
de las listas siguientes: 

Primera. De los electores que hubiesen fallecido des- 
pués de la última rectificación. 

Segunda. De los que por incapacidad hubiesen perdi- 
do el derecho electoral ó se hallaren por otra causa inde- 
bidamente inscritos en las listas definitivas. 

Tercera. De los que, teniendo las condiciones de edad, 
vecindad y residencia necesarias para ser elector, según 
el art. l.o, no consten en las listas definitivas del año 
anterior. 

Cuarta. De los inscritos en las listas del afío anterior 
que hubiesen perdido la vecindad. 

Quinta. De los electores cuyo derecho se hubiese sus- 
pendido. 

Sexta. De los electores cuya.incapacidad ó suspensión 
hubiese terminado (1). 

Séptima. De las reclamaciones de inclusión. 

Octava. De las reclamaciones de exclusión. (Art. 13 < 
de la misma ley). 



(l) En estas seis primeras listas no se incluirán otros nom- 
bres que los de aquellos que no hubieran sido objeto de recla- 
mación. (Art. líJ de la ley). 
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Sobre cada una de las reclamaciones informará la 
Junta, expresando los fundamentos de sus informes, así 
como los de los votos de minoría que hubiere. 

El Secretario levantará acta de la sesión de la Junta 
con expresión de sus acuerdos, que será firmado por los 
individuos de aquella que hubiesen asistido. (Art. 13 de 
la misma ley). 

En pliegos separados, cuyas hojas irán rubricadas por 
el Presidente, dos individuos de a Junta designados por 
ésta y por el Secretario, se copiarán las ocho listaa que se 
dejan indicadas, á cada una de las cuales acompañarán 
los documentos é informes correspondientes y remitirán 
por el primer correo en la estafeta más próxima, reco- 
giendo el Secretario recibo que unirá al expediente, al 
Presidente de la Diputación, á quien también se enviará 
nota acordada por la Junta de los errores materiales que 
las últimas listas definitivas contengan ó negativa en su 
caso, cuya nota será anunciada al público fijándola en el 
lugar de los edictos ó bandos municipales. (Art. 1 3 de la 
misma ley). 

La Junta municipal del Censo se contituirá en sesión 
pública á las ocho de la mañana del domingo inmediato 
anterior al señalado para la elección, debiendo asistir los 
candidatos por sí, ó por medio de apoderados, en forma 
legal. 

Dos electores presentarán personalmente cada pro- 
puesta de candidato, respondiendo de la autenticidad de 
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sus firmas, y leídas éstas y las comunicaciones que se 
hayan dirigido á la Junta por ios designados en el Real 
decreto dé Adaptación, se procederá á la proclamación de 
los que reúnan las condiciones señaladas en la ley, expi- 
diendo la correspondiente credencial á los que la solicita- 
ren. (Art. 18 del Real decreto de Adaptación de 6 de No- 
viembre d© 1860,) 

£n la misma sesión, la Junta municipal y los candi- 
datos proclamados ó sus representantes, debidamente 
autorizados, habrán de hacer la designación de Interven- 
tores y suplentes para cada Mesa de las que en el respec- 
tivo distrito hayan de constituirse. (Art. 19 del Real de- 
creto de Adaptación.) 

CAPITULO vn 

De la Junta provincial del Censo electoral. 

Esta Junta reside en la capital de cada provincia. 

8e compone de 16 individuos, y son: 

El Presidente ordinario de la Diputación, que lo es de 
la Junta. 

Y los Vocales natos siguientes: 

1 .0 Los ex Presidentes de las resi)ectivas Diputacio- 
nes avecindados en la provincia (1). 



(1) No habiendo declarado la ley Electoral que exista incom- 
patibilidad entre los cargos de Vocal de las Juntas provinciales 
y municipales del Censo, los ex Alcaldes que sean á la vez Di- 
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2.0 Los ex Vicepresidentes de las respectivas Diputa- 
ciones, también avecindados en la provincia, por orden 
de antigüedad, hasta completar el número 10 con los ex 
Presidentes (1). 

3.0 Cuatro Diputados provinciales en ejercicio, elegi- 
dos por la Diputación al constituirse en cada bienio por 
voto uninominal en un sólo escrutinio (2). 

En las provincias donde exceda de 10 el número de 
los ex Presidentes de Diputación, se cumplirá lo dis- 



putados provinciales. Presidentes ó ex Presidentes de Diputa- 
ción provincial, se considerarán como Vocales natos de ambas 
Jnntas, ó suplentes en su caso, de la provincial. 

También serán considerados como Vocales de una y otra 
Junta los ex Presidentes de Diputaciones provinciales, que sean 
á la vez Concejales de un Ayuntamiento de la misma provincia. 
(Regla 2.' de la Circular de la Junta central de 14 de Agosto 
de 1890.) 

(1) Los actuales Vicepresidentes de Diputación que hayan 
desempeñado otra vez este cargo no serán considerados como ex 
Vicepresidentes para los efectos del art. 10 de la ley Electoral. 
(Regla 6.' de la misma Circular.) 

(2) Lo dispuesto en el núm. 3.", párrafo sexto del art. 10 de 
la ley Electoral, relativamente á los cuatro Diputados en ejerci- 
cio que han de ser elegidos por la Diputación para formar parte 
en la Junta provincial del Censo por voto uninominal en un sólo 
escrutinio, debe entenderse en el sentido de que cada Diputado 
no pueda votar más que á otro en la única votación en que han 
de ser elegidos dichos cuatro Diputados. (Regla 1.' de la misma 
Circular.) 
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puesto en el art. 10 de la ley, considerando como Vocales 
natos de la Junta provincial del Censo los 10 ex Presi- 
dentes más antiguos, y como primeros suplentes, por su 
orden, los que les sigan en antigüedad. (Regla 3.» de la 
misma Circular.) 

Cuando no llegue á diez el número de ex Presidentes 
y ex Vicepresidentes de la respectiva Diputación avecin- 
dado en la provincia, se considerarán Vocales natos los 
que existan de esa categoría, después los cuatro Diputa- 
dos elegidos por la Diputación, y en último término los 
Diputados provinciales necesarios hasta completar el nú- 
mero de 14 por el orden del número de veces que hayan 
desempeñado dicho cargo. (Regla 4.* de la misma 
Circular.) 

Los ex Presidentes ó ex Vicepresidentes interinos de 
Diputación nombrados Diputados provinciales por Auto- 
ridad gubernativa y no por elección y los individuos que, 
habiendo ejercido funciones de Presidente ó Vicepresi- 
dente de Diputación, hayan cesado en el cargo por virtud 
de Real orden en que se anulara la constitución definitiva 
de la Corporación que les había conferido dichos cargos, 
no podrán formar parte en tal concepto de ex Presiden- 
tes ó ex V^icepresidentes de la Junta provincdal del Cen- 
so. (Regla 6.a de la misma Circular.) 

El Presidente será sustituido por los ex Presidentes 
más antiguos. 

Esta Junta completará el número de seis Vocales con 
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suplentes, que serán los Diputados provinciales que lo 
hubieren sido más veces (1). 

Es Secretario de esta Junta el de la Diputación pro- 
vincial. 

No tiene voz ni voto y los empleados de su Secretaría 
le auxiliarán en sus trabajos. 

Las deliberaciones y acuerdos de esta Junta necesitan 
la concurrencia de nueve Vocales. 

Sus funciones son de carácter permanente. (Art. 10 de 
la ley Electoral de 26 de Junio de 1890.) 

Los Diputados interinos no podrán ser comprendidos 
entre los cuatro Vocales cuya elección han de hacer las 
Diputaciones en voto semi nominal, en un solo escrutinio, 
con arreglo al art. 10 de la ley Electoral, si bien pueden 
formar parte de las Juntas por cualquiera de los demás 
conceptos en que estuviesen comprendidos según la ley. 

La Junta provincial del Censo electoral, en el 
día l.<> de Mayo de cada afío, se reúne á las ocho de la 



(1) \vU 2.** de la Real orden circular de 14 de Agosto 
de 1890. 

En el caso de existir varios Diputados, provinciales que lo 
hayan sido el mismo número de veces, determinará la pn-feren- 
cia entre ellos, á los efectos del art. 10 do la ley Electoral, la 
antigüedad en el desempeño del cargo, 1h fecha de la aprobación 
de bU acta de la elección respectiva, el orden con que la apro- 
bación apareciese consignada en el libro de actas de la Diputa- 
ción, y en último caso la mayor edad. (Regla 8.' de la mis ma 
Circu lar de 14 de Agosto de 1890.) 



5* 

mañana en sesión pública en el salón de las Diputa- 
ciones. 

Y el Secretario da cuenta de las listas recibidas por 
orden alfabético de Ayuntamientos. 

Y la Junta aprobará las que no sean objeto de recla- 
mación. 

Y en esa Junta puede reclamar: 

El que acredite la cualidad de vecino del distrito el ec 
toral respectivo. 

Su representación. 

El que sea ó haya sido Senador electivo. 

Diputado á Cortes. 

Diputado provincial. 

Formulando su petición en el acto, en términos breves 
y con los documentos que la apoyen, sin que sean admi- 
sibles declaraciones de testigos, abriéndose discusión 
acerca de cada reclamación. 

Y no pudiendo hablar más que una persona en pro y 
otra en contra. 

Y los individuos de la Junta, por conducto de su Pre- 
sidente, podrán obtener los esclarecimientos del hecho 
que sean pertinentes. 

Con lo cual tiene término la sesión pública. (Art. 14 
de la misma ley.) 

La Junta provincial del Censo, terminada la sesión 
pública, resolverá inmediatamente por mayoría de votos, 
en sesión privada, sobre cada inclusión ó exclusión. 
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Y acordará la publicación de sus acuerdos en Boletín 
extraordinario, expresando los fundamentos de cada uno 
y de los votos particulares, si los hubiere (1). (Art. 14 de 
la misma ley.) 

La sesión que en el día l.^ de Ma3'o ha de celebrarse 
por la Junta provincial del Censo no puede diferirse para 
otro día, sino en el caso de ser indispensable la continua- 
ción de la empezada ó cuando haya faltado número sutí- 
ciente de individuos para constituir la Junta, conforme á 
lo dispuesto en el ya citado art. 20, pero no con motivo ó 
á pretexto de haberse recibido con fecha posterior las 
listas, documentos ó informes que han de remitir las 
Juntas municipales (2). 

De las resoluciones de inclusión ó exclusión de elec- 
tores, adoptadas por la Junta provincial del Censo, se po- 
drá apelar ante la Audiencia territorial, por cualquiera de 
las personas que tienen derecho á ser oídas por la Juntíi 
provincial, aunque no hubiesen reclamado. (Art. 15 de la 
misma ley.) 



(1) El acta de coostitución de la Junta provincial del Censo 
se publicará en el respectivo Boletín oficial de la provincia, re- 
mitiendo copia certificad» de la misma á la Junta central. 

Asimismo se publicará en el Boletín oficial la lista de Vocales 
natos y de suplentes de la Junta formada por el Secretario de la 
Diputación. (Regla 9.' de la Circular de la Junta Central del 
Censo de 14 de Agosto de 1890.) 

(2) Artículo 8.° de la circular de la Junta central del Censo 
de 4 de Septiembre de 1890. 
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El recurso se interpondrá por escrito ó por manifesta- 
ción verbal ante el Secretario de la Diputación, dentro de 
los tres días naturales posteriores á la publicación del 
acuerdo. 

El Secretario dará resguardo de la apelación inter- 
puesta. (Art. 15 de la misma ley.) 

En los siguientes tres días se remitirán de una vez al 
Presidente de la Audiencia territorial los expedientes cu- 
yas resoluciones se apelen. (Art. 16 de la misma ley.) 

En l.o de Enero de cada año, recibidas las correispon- 
dientes certificaciones de la Audiencia, en la Secretaría 
de la Diputación, y en vista del contenido de las mismas 
y de los acuerdos no apelados de la Junta provincial del 
Censo, determinará ésta: 

Los nombres de los electores cuyo derecho quede re- 
conocido, mandando hacer en el Censo electoral las co- 
rrespondientes inscripciones de los que no lo estuviesen 
en él. (Art. 16 de la misma ley.) 

Cuando el número de electores de un Municipio re- 
sultare mayor de 500, la misma Junta, previo informe de 
la Municipal, antes del 8 de cada año acordará (1): 



(1) Para facilitar á las Juntas provinciales del Censo el cum- 
plimiento del párrafo segundo del nrtículo 16 de la ley en lo re- 
lativo á la división de los distritos en Secciones, partiendo de 
los preceptos de la ley de que ningún Colegio puede exceder dt; 
500 electores, y que cada vecino ha de emitir su ¡sufragio en In 
mega más próxima á su domicilio, determinando las entidades de 
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La distribución de aquellos electores según los res- 
. pectivos domicilios en cuantas Secciones correspondan, 
asignando á cada una un número próximamente igual, 
dentro de las condiciones de cada localidad. 

Los distritos se dividirán en Secciones electorales. 

Cada término Municipal constituirá una sección si no 
excede de 600 el número de sus electores; dos si no exce- 
de de 1.000; tres si no excede de 1.500, y así sucesiva- 
mente. (Art. 23 de la ley.) 

El orden alfabético 'debe ser de primeros apellidos, 
contando además su edad, domicilio y profesión, y si 
saben leer y escribir. (Real orden de 11 de Septiembre 
de 1890.) 

Asimismo la Junta provincial del Censo electoral 
acordará: 

Que del Censo se copien por orden alfebético los 
nombres de los electores de cada Municipio, separándolos 
por Secciones, con exclusión de aquéllos cuya incapaci 
dad, suspensión ó baja consten, cuyas copias constituirán 
las listas definitivas que habrán de imprimirse y publi 
carse antes <!ll día 16 de Junio de cada año. 



población, barrios, aldeas y calles que correspondan ú cada Sec- 
ción, la distancia á que estén de la mesa y el ediñcio en que ésta 
haya de establecerse. 

Aprobada, con ó sin modificaciones; esta división por la Jun- 
ta provincial, se comunicará á la municipal. (Regla H de la 
circular de la Junta central del Censo de 14 de Agosto de 1890.) 
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Qae un ejemplar impreso de la lista correspondiente á 
cada Municipio, autorizado por el Presidente y por el Se- 
cretario de la Diputación y selladas todas sus hojas se 
remita al Alcalde respectivo en pliego certificado. 

Que asimismo ejemplares iguales se remitan en plie- 
go certificado: 

Al Presidente de la Diputación. 

Al Presidente del Congreso de la Diputación. 

Al Presidente de la Audiencia territorial, y 

A los Jueces de instrucción, de primera instancia y 
Municipales de los referentes á los Ayuntamientos d« 
sus jurisdicciones. (Art. 16 de la misma ley.) 

La Junta provincial del Censo electoral en sesión del 
domingo inmediato anterior al señalado para la elección, 

Que es pública, 

Se celebra á las ocho de la mañana y 

Asisten los candidatos por sí ó 

Por medio de apoderados en forma legal; 

Dos electores presentan personalmente cada propues- 
ta para el nombramiento de Interventores, respondiendo 
de la autenticidad de sus firmas. ^ 

Se leen estas propuestas. 

Y las comunicíiciones de nombramiento de Interven- 
tores dirigidas á la Junta por los que tienen derecho á 
hacerlo. 

Y la Junta provincial del Censo electoral procede : 

A la proclamación de los Interventores que reúnan las 
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condiciones que la ley exige, expidiéndoles la correspon- 
diente credencial. (Art. 38 de la ley) (1). 

Tendrán derecho á nombrar Interventores para las 
Mesas electorales de las secciones que comprendan el 
distrito, Colegios especiales ó circunscripción, los candi- 
datos siguientes: 

En las elecciones de Diputados á Cortes: 

Primero. Los ex Diputados á Cortes que hayan repre- 
sentado el mismo distrito ú otro cualquiera de la pro- 
vincia. 

Segundo. Los que hubiesen luchado en el mismo dis- 
trito en elecciones anteriores y obtenido la quinta parte 
por lo menos del total de votos emitidos. 

Tercero. Los ex Senadores elegidos por la provincia á 
que pertenece el distrito ó circunscripción. 



(1) En las islas Baleares y Cauarias la Junta provincial, pre- 
via consulta y acuerdo de la central, anticipará la sesión púbMca 
para la proclamación de candidatos y designación de Interven- 
tores el tiempo necesario á fin de que puedan comunicarse opor- 
tunamente á las demás islas del Archipiélago respectivo. En 
este caso se anunciará dicha sesión diez días antes en el Boletín 
Oficial. (Art. S8 de la misma ley.) 

Cuando se trate de elecciones provinciales en las islas Balea- 
res y Canarias, la Junta provincial anticipará la sesión pública 
para la proclamación de candidatos y designación de Interven- 
tores el tiempo necesario, \\ fin de que puedan comunicarse opor- 
tunamente á las demás islas del Archipiélago respectivo. En 
este caso se anunciará dicha sesión diez días antes en el Boletin 
Oficial. (Art. 18 del Real decreto de Adaptación.) 
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Cuarto. Los candidatos para Diputados á Cortes pro- 
puestos por medio de cédulas firmadas por electores del 
respectivo distrito ó circunscripción, ó por actas notaria- 
les con intervención del funcionario competente, cuyos 
electores asciendan cuando menos á la vigésima parte del 
total de los comprendidos en la lista ultimada del distrito 
ó circunscripción. (Artículo 37 de la ley de 26 de Junio 
de 1890.) 

Tendrán derecho á designar Interventores para las 
Mesas electorales en las secciones que comprenda el dis- 
trito, los candidatos siguientes: 

a) En las elecciones provinciales: 

l.o Los ex Diputados provinciales que hayan repre- 
sentado, en virtud de elección popular, el mismo distrito, 
ya' sea con la forma de agrupación de distritos, ahora vi- 
gente para las elecciones provinciales, ó en cualquier otra 
que estos distritos hubieran tenido anteriormente. 

2.0 Los que hubieren luchado en el mismo distrito en 
elecciones para Diputados provinciales anteriores y obte- 
nido la quinta parte por lo menos del total de votos 
emitidos. 

3.0 Los candidatos para Diputados provinciales pro- 
puestos por medio de cédulas firmadas por electores del 
respectivo distrito ó por actas notariales con intervención 
del funcionario competente, cuyos electores asciendan, 
cuando menos, á la vigésima parte del total de los com 
prendidos en la lista ultimada del distrito. 
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})) En las elecciones de Concejales: 

l.o Los ex Concejales del mismo Municipio, que lo 
hubieren sido en virtud de elección popular, exceptuando 
Jos que no pueden ser reelegidos, conforme al art. 62 de 
la ley Municipal vigente, reformado por la ley de 9 de 
Julio de 1889. 

2. o Los que hubieren luchado en el mismo distrito 
municipal en elecciones municipales anteriores y obteni- 
do la quinta parte por lo menos del total de votos emi- 
tidos. 

3.0 Los candidatos paia Concejales, propuestos por 
medio de cédulas firmadas por electores del respectivo 
distrito municipal, ó por actas notariales con intervención 
del funcionario competente, cuyos electores asciendan, 
cuando menos, á la vigésima parte del total de los com- 
prendidos en la lista ultimada del distrito. (Art. 16 del 
Real decreto de Adaptación de 6 de Novieróbre de 1890.) 
En ningún caso, y cualquiera que sea la elección de 
que se trate, podrá una misma persona designar más de 
dos Interventores para una Sección, aunque resultaren 
varios los conceptos por los cuales tuviese derecho á ha- 
cer esta designación. (Art. 16 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

En la misma sesión la Junta provincial y los candida- 
tos proclamados ó sus representantes, debidamente auto- 
rízadosj habrán de hacer la designación de Interventores 
y de suplentes para cada Mesa de las que en el respectivo 
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distrito hayan de constituirse. (Art. 19 del Real decreto 
de Adaptación de 6 de Noviembre de 1890.) 

La Junta levantará acta expresiva de los nombres de 
los candidatos proclamados y sus Interventores y su- 
plentes. (Art. 40 de la ley, y 24 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Estos nombramientos se comunicarán por pliegos cer- 
tificados dentro del siguiente día del acuerdo á más 
tardar: 

A la Junta central del Censo electoral. 

A los Alcaldes de las Secciones respectivas. 

A todos los designados para Interventores y á los su- 
plentes, con citación á éstos para el día y hora en que 
haya de comenzar la votación. (Art. 40 de la ley.) 

Estas comunicaciones pueden hacerse telegráficamen- 
te sin perjuicio de verificarlo por el correo, si así lo exi- 
giesen las circunstancias. (Art. 40 de la ley.) 

Si solamente se hubiese proclamado un candidato, 
éste podrá designar dos Interventores y dos suplentes 
para cada Sección. (Art. 42 de la misma ley, y 21 del 
Real decreto de Adaptación.) 

Si se proclamasen dos ó más candidatos, cada uno 
nombrará un Interventor y un suplente para cada Sec- 
ción. (Art. 42 de la misma ley, y 21 del Real decreto de 
Adaptación.) 

Esto se entiende, sin perjuicio de que se reduzca el 
número de Interventores si teniendo en cuenta los dos 
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que ha de nombrar la Junta resultare exceder el total de 
Interventores del máximum de ocho. (Art. 21 del Real 
ilecreto de Adaptación.) 

La Junta provincial, además, nombrará para cada 
Mesa de las Secciones que comprenda el distrito ó cir- 
cunscripción dos Interventores que correspondan á la 
Sección respectiva, que sepan leer y escribir, y que por 
su edad y circunstancias ofrezcan garantías de imparcia- 
lidad. 

Estos dos Interventores habrá de escogerlos la Junta 
provincial de las listas que puede presentar en el acto 
cada uno de los candidatos proclamados. (Art. 43 de la 
misma ley, y 22 del Real decreto de Adaptación.) 

Si hubiere más de una lista, no podrá la Junta tomar 
los dos Interventores de la propuesta de un mismo can- 
didato. Cada una de estas listas deberá comprender cuan- 
do menos diez nombres para cada Sección. Si los candi- 
datos no usaran de este derecho, nombrará la Junta 
dichos dos Interventores sin la limitación precedente. 
(Art. 43 de la misma ley, y 22 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

La Junta nombrará además de los dos Interventores 
dos suplentes. (Art. 22 del Real decreto de Adaptación.) 

Si no se hubiese proclamado ningún candidato, ó en 
caso de haberlos éstos no ejercitaran su derecho á pro- 
clamar Interventores para todas ó algunas de las Seccio- 
nes, la Junta provincial nombrará para todas ellas el nú- 
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mero necesario de Interventores y sus suplentes hasta 
completar el número de cuatro en cada Sección. (Art. 43 
de la misma ley, y 22 del Real decreto de Adaptación.) 

En ningún caso dejará de nombrar la Junta provincial 
dos Interventores y dos suplentes para cada Sección de 
las que comprende el distrito ó circunscripción. (Art. 43 
de la misma ley.) 

Si los Interventores designados por los candidatos ó 
sus representantes excedieren de seis, invitará la Junta á 
los proponentes para que se pongan de acuerdo á fin de 
reducir los Interventores á dicho número. Si no resultase 
avenencia, se insacularán los nombres de los designados, 
y los seis primeros que designe la suerte compondrán la 
Mesa en unión de los nombrados por la Junta. (Artícu- 
lo 23 del Real decreto de Adaptación). 

Si en el caso del párrafo anterior tampoco hubiere ave- 
nencia para la reducción del número de suplentes, serán 
desde luego nombrados los propuestos por aquellos can- 
didatos que en la insaculación para Interventores no ob 
tuvieron representación; y si los suplentes propuestos 
por dichos candidatos excedieren de seis ó si no llegaren 
á este número, se harán las correspondientes insacula- 
ciones. (Art. 23 del Real decreto de Adaptación). 

La Junta levantará acta expresiva de los nombres de 
los candidatos proclamados y del número definitivo de 
los Interventores y suplentes, y dentro del siguiente día, 
^ más tardar, la comunicará por pliego certificado cuando 
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se trate de elecciones de Diputados provinciales á los Al- 
caldes y Presidentes de las Mesas de las secciones res- 
pectivas, y notiücará sus nombramientos á todos los In- 
terventores y suplentes, citando á éstos para el día y hora 
en que haya de comenzar la votación. 

En las elecciones municipales, el Alcalde, como Pre 
sidente de la Junta municipal, deberá en el mismo día <le 
la sesión comunicar el acta á los Presidentes de las Mesas 
de las secciones que él no haya de presidir, y notificará 
también en el mismo día sus nombramientos á todos los 
Interventores y suplentes citándolos como dispone el pá- 
rrafo anterior. (Art. 24 del Real deííreto de Adaptación 
de 5 de Noviembre <ie 1890). 

En estos casos, como en cualquier otro de los com- 
prendidos en este decreto, si las comunicaciones postales 
ordinarias no alcanzasen á trasladar con la debida opor- 
tunidad las resoluciones, se transmitirán éstas telegráfi- 
camente, sin perjuicio de hacerlo también por el primer 
correo. (Art. 24 del mismo Real decreto). 

A los candidatos proclamados ó sus representantes 
que reclamaren certificaciones de los nombramientos de 
Interventores, se les facilitarán dentro de las veinticuatro 
horas. Estas certificaciones servirán de credencial á los 
nombrados para que se les admita como tales, bajo la res 
ponsabilidad del Presidente. (Art. 24 del mismo Real de- 
creto). " r 

lx)S Interventores designados y sus suplentes que no 

Kh Dbrbcho elbctokal tt 
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cepten el nombro miento, lo manifestarán por escrito 
la Junta municipal antes de la hora señalada para la elec- 
ción. (Art. 24 del mismo Real decreto). 

Los que én ese tiempo no lo hicieren se entiende que 
aceptan y quedan obligados al desempeño del cargo. (Ar- 
tículo 24 del mismo Real decreto). 

CAPÍTULO vm 

De las sesiones de las Juntas del Censo electoral. 

Las sesiones que deban celebrar las Juntas del Censo 
electoral en día fijo, no tendrán lugar en otros sino cuan- 
do sea indispensable la continuación de la empezada, ó 
cuando haya faltado número suficiente de individuos 
para constituirla. (Art. 20 de la ley.) 

' Estas sesiones durarán diez horas cada día, y podrán 
prorrogarse, cuando lo exija el cumplimiento de un plazo 
perentorio, siempre que lo acuerden las dos terceras par- 
tes de los Vocales. (Art. 20 de la ley.) 

Si hubiera de continuar más de un día, se dará en 
cada uno conocimiento del hecho á los Presidentes de las 
Juntas provincial y central; y no se levantará ninguna 
sesión sin que se haya deliberado y resuelto sobre todas 
las reclamaciones de que se hubiera dado cuenta, á cuyo 
fin se destinarán las tres últimas horas de cada sesión. 
Esta no podrá suspenderse sino por espacio de una hora, 
después de transcurridas cinco á lo menos. (Art. 20 de 
U ley.) 



ñ1 

La asistencia á las sesiones es obligatoria para los Vo- 
cales natos y para los suplentes convocados, los cuales 
incurrirán en personal responsabilidad cuando sin justa 
causa no concurrieren ó no se excusaren oportunamente. 
(Art. 20 de la ley.) 

Para todas las sesiones que las Juntas deban celebrar, 
el Presidente respectivo convocará á los Vocales natos y 
á los suplentes que considere necesarios. Si á pesar de 
esto no se reuniese número suficiente, la sesión se cele- 
brará al día siguiente, previa convocatoria de los suplen- 
tes que residan en la capital y con el número de los que 
asistan. (Art. 10 de la ley.) 

CAPÍTULO IX 
De las Audiencias terntof-iales. 

Conocen las Salas de lo civil de las Audiencias territo- 
riales de los recursos de apelación interpuestos contra 
los acuerdos de la Junta provincial del Censo, 

Cuyos expedientes se remiten por dicha Junta á 
aquel Tribunal en los tres días siguientes al en que se 
dicte el acuerdo apelado, 

Señalándose inmediatamente la vista que habrá de 
celebrarse dentro de los seis días siguientes (1). 



(l) di el número de recursos deducidos lo exigiere, la Au- 
diencia 86 dividirá en tantas Secciones de tres Magistrados como 



Y «é celebrará con asisteiicia del Fiscal y cotí la deí 
apelante ó de Abogado de su designación si compare- 
^íiesen. 

Con presentación en el acto de nuevos documentos, 
que podrá hacer 

Dictándose seguidamente ó en el siguiente día por la 
Sala resolución irrevocable, en la que se hará la declara- 
ción de ser de oficio las costas, á menos que no fuesen 
de imponer al apelante, si en él hubiere temeridad al 
sostener su reclamación (1). (Art. 15 de la misma ley.) 

No comprendemos por qué á un temerario apelante 
deban imponérsele las costas. Disposición es esta que 
contradice el principio de que todo es gratuito en el dili- 
genciado electoral. 

Y no se diga que lo breve de la tramitación, lo suma- 
rísimo del procedimiento, habrá de dar lugar en su caso á 
pocas costas. 



lo permita su dotación total, con exclusión de los MHgistrados 
suplentes. (Art. 15 de la misma ley.) 

Nada dice la ley respecto de prohibir la asistencia á estos 
actos á funcionarios Fiscales suplentes. Mas entendemos que no 
deben tampoco intervenir. 

(1) Todas las cuestiones de procedimiento que se susciten y 
no se hallen previstas en este artículo, se decidirán por las re- 
glas generales de la ley de Enjuiciamiento civil, en cuanto no 
se embarace la resolución principal en los plazos marcados, en 
cuyo caso el incidente que surja se decidirá dentro de ella, con 
audiencia verbal de los interesados y del Fiscal. (Art. 15 de la 
misma l«y.) 



Pocas ó muchas, habrán de ser satisfechas por aquel 
que sea condenado á su pago. 

Hubiéramos preferido que la ley Electoral contuviera 
la prescripción de que en materia de expedientes electo- 
rales los fallos fueran [sin costas, como así acontece en 
los expedientes de inclusión ó exclusión en las listas de 
compromisarios para Senadores, según terminantemente 
prescribe el art. 28 de ia ley por que se rige su elección, 
artículo que bien pudiera haberse adaptado á la ley Elec- 
toral de 26 de Junio de 1890. 

La resolución de la Audiencia se hará pública en la 
tabla de edictos, bajo la responsabilidad del Secretario, 
y comunicará en el día inmediato, en pliego certificado, 
con devolución del expediente, al Presidente de la Dipu- 
tación. (Art. 15 de la misma ley.) 

La vista de estos expedientes electorales, dice la ley 
en su art. 45, se celebrará en el día señalado, con asisten- 
cia del Fiscal de la Audiencia, y con la del apelante ó 
Abogado de su designación, si comparecieren. 

Los términos en que se halla redactado el texto legal, 
parece que excluyen en el acto de la vista del recurso la 
presencia de la parte apelada. 

De ella no habla la ley. Mas, sin embargo, entende- 
mos que si algún Tribunal la admite, no comete infrac- 
ción legal, antes por el contrario, obra en consecuencia, 
supliendo una omisión del legislador, ajustando la trami- 
tación del expediente á las reglas generales del procedi- 
miento. 

Estimamos tan respetable el derecho del apelante 
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como el del apelado, á quien asimismo debe serle conce- 
dida la facultad de presentar á la Sala nuevos documen- 
tos de defensa de su derecho, que se otorga al apelante y 
lo controvierte. 

Querer otra cosa, es establecer una desigualdad entre 
las partes interesadas en el juicio electoral, verdadera 
contienda que tiene por objeto la declaración ó negación 
de un derecho. 

Y no se diga que citándose para la vista al Fiscal , re- 
presentante de la ley, que vela por el cumplimiento de 
todos sus preceptos, puede en aquel acto defender los de- 
rechos si ello es de justicia, de la parte apelada. 

Aparte de que ninguno defiende mejor su derecho que 
la persona á quien interesa más directamente, creemos 
que el Fiscal no tiene en el juicio especialmente la repre- 
sentación de la parte apelada, sino la de la ley, y siendo 
justa la pretensión, debe lo mismo sostener y pedir al 
Tribunal acceda á lo que solicita la parte apelante, ó se 
declare el derecho á favor de la parte apelada 

Bueno fuera que para evitar toda duda se consignara 
en el art. 16 de la ley Electoral, expresamente, la igual- 
dad de derechos de las partes que intervienen en el jui- 
cio electoral, subsanándose las omisiones advertidas. 

Cuanto á la intervención del Ministerio fiscal en estos 
expedientes, la Fiscalía del Tribunal Supremo por medio 
de circular de fecha 16 de Septiembre de 1890 (1) reco- 
mendó á los Fiscales de las Audiencias el fiel cumpli- 



(1) Bata circular, suscrita por el ilustre jurisconsulto y Fis- 
cal del Tribunal Supremo el Excrao. Sr. D. Juan de la Concha 
Castañeda, mereció por los elevados conceptos que contiene los 
más generales plácemes. 
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miento de las disposiciones de la ley Electoral, excitando 
el celo de aquellos funcionarios para que en los expedien- 
tes electorales en que intervinieran por razón de su mi- 
nisterio defendieran siempre la justicia y el derecho, pres- 
tando su apoyo á la queja y reclamación fundada y recha- 
zando la apelación temeraria, instando la imposición en 
ese caso del correctivo que la ley tiene establecido. 

A la vez, en la misma circular se prevenía á los Fia- 
cales la importancia del derecho electoral, su transcen- 
dencia, y la necesidad de procurar la persecución y cas- 
tigo de cuantos abusos, coacciones, artificios, alteraciones 
de días , horas y lugar , y cualquier otro fraude , ya en la 
formación del censo , ya en todos los demás actos relati- 
vos al ejercicio de aquel derecho, verificándolo en justa 
observancia y cumplimiento de la ley sin ceder ante con- 
sideración alguna que no sea la de la justicia más es- 
tricta. 

CAPITULO X 

De los Gobernadores. 

La ley de 26 de Junio de 1890, que estableció el Sufra- 
gio universal, no encomendó á los Gobernadores civiles 
de las provincias, función alguna electoral. 

Mas, disposiciones del Real decreto de 5 de Noviem- 
bre de 1890 sobre adaptación de aquella ley á las eleccio- 
nes provinciales y municipales y otras de carácter gene- 
ral, han concedido á aquellas autoridades alguna inter- 
vención en las operaciones electorales. 

Helas aquí: 

Si por alteración del orden público no pudiere tener 
lugar la votación en alguna Sección en el día se&alado, 
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suspeodida que Bea por su Presidente, esta suspensión y 
, sus causas se pondrá en el mismo día en conocimiento 
del Gobernador civil de la provincia. (Art. 27 del Real 
decreto de Adaptación). 

Los Presidentes de las Mesas electorales remitirán ai 
Gobernador civil de la provincia certificaciones iguales á 
las fijadas en la parte exterior del edificio en que ae cele- 
bre la votación, conteniendo el resultado del escruti- 
nio (1). (Art. 36 del Real decreto de Adaptación). 

El Presidente de la Junta de escrutinio, en las elec 
clones provinciales, remitirá al Gobernador civil de la 
provincia una de las tres actas que habrán de extenderse, 
suscrita por todos los individuos de aquélla que liubiesen 
asistido á la sesión. (Art. 62 del Real decreto de Adap 
tación). 

El Presidente de la Mesa electoral .remitirá al Gober- 
nador civil de la provincia, copia de la certificación del 
acta de la elección provincial ó municipal, en la que es 
tara consignado el número de electores que haya en 1« 
Sección, según las listas del Censo electoral, el de los 
que hubiesen votado y el de los votos obtenidos por cada 



(1) El Gobernudor ordenará la publicación en el Boitíin o/i- 
cial de la provincia del resultado de las elecciones provinciales, 
lo cual tendrá lugar en el primer número de aquel periódico 
oficial, que se publique después que hubiese recibido la certifi- 
cación que acredite aquel resultado. 
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candidato, y samariamente las reclamaciones y protestas 
formuladas en su caso por los electores sobre la votación 
ó el escrutinio y las resoluciones motivadas de la Mesa 
sobre ellas con los votos particulares si los hubiere. (Ar- 
tículo 36 del Real decreto de Adaptación.) 

Obligados están los Gobernadores, en todo aquello 
que pueda corresponder á su autoridad ó á sus subordi- 
uadosj á cumplir las reglas acordadas por la Junta Cen- 
tral del Censo para la constitución de los Colegios espe- 
ciales. (Real orden de 30 de Noviembre de 1890.) 

Los Gobernadores deben hacer objeto de su preferen- 
te atención el procedimiento electoral, prestando su coo- 
peración, á fin de que tenga el Sufragio las debidas ga- 
rantías de verdad y sinceridad que al honor del país y de 
su Gobierno importan, por cuanto sería mayor la respon- 
sabilidad en las vergüenzas electorales que vienen man- 
chando tan largo y variado período de nuestra historia 
contemporánea, al inaugurarse un régimen nuevo y una 
alteración fundamental en el voto público. (Real orden 
de 7 de Julio de 1890.) 

Los Gobernadores para lograr la anhelada sinceridad 
electoral, deben procurar que sea una verdad el Censo 
electoral y la elección, dando al efecto las instrucciones 
convenientes á ñn de que se formen las listas electora- 
les con exactitud, con verdad, teniendo la publicidad 
convenientes para que puedan ser conocidas de todos y 
hacerse las reclamaciones convenientes por cuantos se 
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consideren con derecho á ello. (Real orden de 16 de Ju- 
lio de 1890.) 

El Censo electoral es el mismo para todas las eleccio- 
nes, así las de Diputados á Cortes como las de Conceja- 
les y Diputados provinciales, y la misma también la di- 
visión de Colegios y Secciones, número de Concejales que 
deben de nombrarse. Mesas electorales y sus Presidentes 
ó Interventores, votaciones y Juntas de escrutinio, é igual 
asimismo la sanción penal establecida en la ley Electoral 
de 26 de Junio de 1890. (Exposición del Real decreto de 
6 de Noviembre de 1890, por cuyas disposiciones se 
adaptó la ley Electoral de 26 de Junio del mismo año á 
las elecciones provinciales y municipales, usando el Go- 
bierno de la autorización otorgada en el art. 4.o adicional 
de dicha ley) (1). 

TITULO III 

DE LAS ELECCIONES 

Integran la parte práctica, digámoslo así, de la elec- 
ción diversos elementos, que son: 



(1) El Gobierno eo este decreto se felicita del espíritu de 
concordia y de armonía con que se han llegado á resolver las 
diücultades que entrababa la adaptación do una ley tan com- 
pleja á las elecciones de Concejales y Diputados provinciales, 
regidas hasta aquí par leyes bien diversas, y confía en que los 
nuevos elementos que han de influir por modo tan poderoso en 
la organización administrativa de las provincias y de los pue- 
blos, cumplan los altos fines y moralizadores propósitos que el 
país ansia ver realizados en todas las esferas. 
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Los distritos electorales y sus Colegios ó Secciones. 

Los candidatos. 

Las Mesas electorales. 

Las votaciones. 

Los escratinios parciales. 

Las actas. 

La Junta de escrutinio general. 

CAPÍTULO PRIMERO 
De los distritos electorales y stis Secciones . 

Los distritos electorales varían^ según son las elec- 
ciones. 

En las municipales comprende el distrito los vecinos 
del Municipio. 

En las provinciales, los pueblos que compongan el dis- 
trito. 

En las de Diputados á Cortes, también los pueblos ó 
electores que constituj^an el distrito ó circunscripción. 

En las de Senadores, los pueblos de la provincia. 

Es cabeza de distrito el pueblo que le da nombre, que 
varía según si las elecciones son municipales, provincia- 
les ó de Diputados á Cortes ó Senadores. 

Lo mismo para las elecciones de Diputados á Cortes 
que para las de Diputados provinciales y Concejales, los 
distritos se dividirán en Secciones electorales. 

Cada término municipal constituirá una Sección, si no 
excede de 400 electores; dos, si no excede de 1.000; tres, 
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si no excede de 1.400, y así sucesivamente. (Arts. 16 y 28 
de la ley Electoral y 10 y 13 del Keal decreto de Adapta- 
ción de 6 de Noviembre de 1890.) 

La agrupación y número de distritos electorales, así 
como el número de Diputados que corresponda elegir, se 
regirá para las elecciones provinciales por lo dispuesto 
en los arts. 8.o, 9.» y 10 de la ley provincial, continuando 
rigiendo para la división de distritos los arts. 31 y 32 de 
la misma ley y el art. l.o del Real decreto de 31 de Agosto 
de 1882, con las modificaciones introducidas por las leyes 
de 3 de Julio de 1883 y 12 de Mayo de 1888. (Art. 11 del 
Real decreto de Adaptación.) 

La organización de los Ayuntamientos y división ad- 
ministrativa de los términos municipales continuarán 
siendo las mismas que determina el capítulo 2.o del títu- 
lo segundo de la ley Municipal vigente, sin otra modifi- 
cación que la consiguiente á la aplicación del art. 23 de 
la ley Electoral, por la cual desaparece el orden y número 
de los Colegios electorales que han tenido hasta hoy. 

En su consecuencia, los artículos 34 y 36 de la citada 
ley Municipal se entenderán redactados en la forma si- 
guiente: 

«Art. 34. El Censo de poblíición determina el número 
de Concejales correspondiente á cada Municipio y su 
división en categorías: el número de Alcaldes y Tenien- 
tes determina el de los distritos en que se divide cada * 
término, y el número de residentes en cada uno de estos 
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distritos determina el número de barrios, todo conformé 
á los siguientes artículos: 

Art. 36. El número de Alcaldes, de Tenientes, de 
Concejales y de distritos se ajustará á la siguiente escala: 



Hasta 500 residentes 

Be 501 á 800 

801 1 000 

1.001 2.000 

2.001 3.000 

3.001 4.000 

4.001 5.000 

6.001 6.000 

6.001 7.000 

7.001 8.000 

8.001 9.000 

9.001 10.000 

10.001 12.000 

12.001 14.000 

14.001 16.000 

16 001 18.000 

18.001 20.000 

20.001 22.000 

22.001 24.000 

24.001 26.000 

26.001 28.000 

28.001 30 000 

30.001 32.000 

32.001 34.000 

34.001 36.000 
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De 86.001 á 38.000 

38.001 40.000 

40.001 45.000 

45.001 50.000 

60.001 65.000 

66.001 60.000. 

60.001 66.000 

65.001 70.000, 

70.001 75.000. 

75.001 80.000. 

80.001 85.000. 

85.001 90.000. 

90.001 95.000. 

96.001 100.000. 
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Cada distrito municipal tendrá el número de Secciones 
que le correspondan. 

Se procurará que en los distritos en que resulte divi- 
dido cada término municipal se les compute un número 
de Concejales proporcional al de sus residentes, asignán- 
dose en todo caso mayor número al distrito municipal, 
que resulte con mayor número de Secciones. (Art. 13 del 
Real decreto de Adaptación.) 

Cada distrito municipal tendrá votación propia de 
Concejales, y en todos los colegios del respectivo distrito 
se votará en términos de que para ninguna candidatura 
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áean acuíntilafcles los votos de uno á otro distrito. (Ar- 
tículo 13 del Real decreto de Adaptación y 42 de la ley 
Municipal.) 

Las elecciones municipales en que no se observen las 
disposiciones de los artículos precedentes de este mismo 
titulo se considerarán nulas (1). (Arts. 13 del mismo Real 
decreto de Adaptación y 7. o de la ley de 2 de Mayo 
de^l889.) 

En los casos de renovación ordinaria ó extraordina- 
ria, la elección de los Concejales y de los Diputados provin- 
ciales se hará por los mismos distritos que hubieren he- 
cho la de los salientes. (Arts. 14 del mismo Real decreto 
de Adaptación; 46, párrafo 2. o de la ley Municipal, y 67, 
párrafos 2 o y 3.<^ de la ley Provincial.) 

CAPITULO II 
De los candidatos. 

Las solicitudes de declaración de candidato se formu- 
lan hasta el domingo inclusive anterior al señalado para 
la votación. (Art. 37 de la ley de Sufragio universal.) 

La fecha de las solicitudes y propuestas será preci- 
samente posterior á la del Real decreto haciendo la con- 
vocatoria. (Art. 37 de la misma ley.) 

En las elecciones provinciales y municipales será pos- 



(1) El título á qae se refiere este artículo comprende loa ar- 
tículos 9.° al 13 del Real decreto de Adaptacióu. 



feríor á «n convocatoria. (Art. 17 del Real tíecreto de 
Ádaíptación.) 

Las solicitudes referidas se dirigirán á la Junta pro- 
vincial del Censo, en las elecciones de Diputados á Cor- 
tes y Diputados provinciales, y á la municipal en las de 
Concejales. (Art. 87 de la misma ley y 17 del Real decre- 
to de Adaptación.) 

CAPITULO UI 
De la Mesa electoral. 

La Mesa electoral es la encargada de presidir la vo- 
tación. 

Funciona en cada Sección. 

Se compone de un Presidenta y de Jos Interventores 
nombrados por la Junta provincial del Censo, y por los 
candidatos que teniendo derecho á designarlos, hagan uso 
del mismo. 

Por lo menos deben ser cuatro los Interventores. (Ar- 
tículo 36 de la ley.) 

Los Interventores no podrán exceder de ocho. (Ar- 
tículo 15 del Real decreto de Adaptación.) 

El Presidente de la Mesa en cada Sección electoral 
será el Alcalde. (Art. 36 de la ley.) 

Si no pudiese concurrir ó en el término municipal hu- 
biere más de una Sección, presidirán: 

Los Tenientes de alcalde ó Concejales por su orden. 
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En «u defecto los Alcaldes de barrio (1). (Art. 86 de 

la ley.) 

En las elecciones provinciales y municipales, en de- 
fecto de los Alcaldes sus suplentes. (Art. 15 del Real de 
creto de Adaptación.) 

Si no bastaran, designará el Alcalde á personas que 
hubiesen sido Alcaldes de barrio, y á ser posible, que sean 
electores de la Sección cuya Mesa hayan de presidir. 
TArt. 15 del Real decreto de Adaptación.) 



(1) Recieoteineiite, por Real orden de 9 de Enero del presente 
año, se ha dispuesto lo sigaiente: 

Las Mesas electorales en las elecciones de Diputados á Cor- 
tes, serán presididas por las personas designadas en el párra- 
fo tercero, art. 36 de la ley Electoral, y en defecto de ellas, á te- 
nor de las- prescripciones del párrafo tercero del art. 15 del Real 
decreto de 5 de Noviembre último, presidirán los suplentes de 
Alcaldes de barrio; y si éstos no bastaran, designará el Alcalde 
á personas que hubieren sido Alcaldes áh barrio, y á ser posible 
que sean electores de la Sección cuya Mesa hayan de presidir. 
(Art. 1.* de la expresada Real orden.) 

Las disposiciones contenidas en la Real orden de 29 de Octu- 
bre sobre Interventores (a) y en la de 21 de Noviembre de 1890 (6) 
dictadas ambas de conformidad con el dictamen de la Junta Cen- 
tral del Censo, se considerarán supletorias de las disposiciones 
déla ley Electoral en la parte que fuesen aplicables á elecciones 
de Diputados á Cortes. 

(a) Se refiere á que ae cumplan las dUposicionea de la ley Electoral 
relativAs i las propuestas de candidatos y [designación de Interventores. 

(b) Se contrae á que se cumplan y hagan cumplir las disposiciones 
referentes al nombramiento de Interventores en las Mesas de los Coie- 
gioa especiales. 

Bl Derecho electo»ai< ^ 
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Las Mesas electorales no pueden ser presididas poi 
los Alcaldes, Tenientes y Regidores que desempeñen los 
cargos interinamente, por causa de suspensión adminis- 
trativa de los propietarios, cuando contra éstos no se 
hubiere dictado auto de procesamiento. (Art. 36 de la ley.) 

Las suspensiones administrativas de Alcaldes y Con 
cejales contra quienes no se haya dictado auto de proce- 
samiento, cesarán diez días antes del señalado para la 
votación. (Arts. 36 de la ley, y 16 del Real decreto de 
Adaptación.) 

Los Alcaldes, Tenientes y Regidores interinos que es 
tuvieren desempeñando el cargo á consecuencia de ha 
berse declarado ilegal la constitución del Ayuntamiento, 
podrán presidir las Mesas electorales; pero no podrán 
presidirlas los que desempeñen los cargos concejiles inte 
rinamente, por causa de suspensión administrativa de los 
propietarios, cuando contra éstos no se hubiere dictado 
auto de procesamiento. (Art. 15 del Real decreto de Adap 
tación). 

Para ser Interventor se requiere ser elector en el Mu 
nicipio en que haya de constituirse la Mesa, y saber leer 
y escribir. (Art. 41 de la ley y 20 del Real decreto de Adap- 
tación). 

La ley debió estar más explícita y expresar que el In- 
terventor puede serlo solamente en la Mesa de la Sección 
©n que haya de emitir su voto. 
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Y esto es lo lógico y lo racional, paes si cada Sección 
comprende los electores que la forman, y éstos sólo pue- 
den votar en su Sección respectiva, verificándolo los Inter- 
ventores los últimos, según prescriben el art. 49 de la ley 
Electoral y el 31 del Real decreto de Adaptación, es evi- 
dente que sólo en su Sección y no en otra pueden votar, 
porque el hecho de ser Interventor no da derecho á votar 
«a cualquier Sección, 

Si en algún colegio las listas de electores no contuvie- 
ren la circunstancia de saber leer y escribir^ los designa- 
dos para Interventores de las Mesas electorales respecti- 
vas, deberán acreditar dicho requisito ante la Junta pro- 
vincial correspondiente. (Art. 20 del Real decreto de Adap- 
tación). 

El nombramiento de Interventores se hace en la se- 
sión de la Junta provincial ó Municipal del Censo electo- 
ral, que se celebra en el domingo inmediato anterior al 
señalado para la elección en la forma que determina la 
ley. (Artículo 38 de la ley, y 18 del Real decreto de Adap- 
tación) (1 ). 

La Mesa electoral, compuesta del Presidente y de los 
Interventores nombrados , se constituirá á las siete de la 
mañana en el local designado para la votación el domingo 
en que ésta debe tener lugar. (Art. 44 de la misma ley, y 
26 del Real decreto de Adaptación). 



(1) Al tratar de la Junta provincial del Censo electoral, se 
expresó la forma de hacerse el nombramiento de Interventores t 
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Si á dicha hora faltara algún Interventor, así como su 
suplente , que no se hayan excusado en tiempo, serán ci- 
tados inmediatamente por escrito, por el Presidente, á fin 
de que concurran á desempeñar su cometido antes de las 
ocho de la mañana. (Art. 44 de la misma ley, y 26 del Real 
decreto de Adaptación). 

Pasada esta hora se constituirá la Mesa con los Inter- 
ventores y suplentes presentes, y si no llegaran á cuatro, 
se completará diclio número con electores que estén en el 
local, prefiriendo á los de mayor edad que sepan leer y 
escribir. (Art. 44 de la misma ley, y 26 del Real decreto 
de Adaptación). 

En cualquier momento, después de constituida la Mesa 
en que se presenten los Interventores nombrados por la 
Junta provincial, ó candidatos proclamados, entrarán en 
el ejercicio de sus funciones, continuando también los 
que hubieren tomado asiento en la Mesa. (Art. 44 de la' 
misma ley). 

En cualquier momento, después de constituida la Me- 
sa, en que se presenten los Interventores nombrados por 
la Junta respectiva y por los candidatos proclamados, po- 
drán entrar dichos Interventores en el ejercicio de sus 
funciones, sustituyendo á los que hubieran tomado asien- 
to en la Mesa. (Art. 26 del Real decreto de Adaptación). 
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CAPITULO IV 
De la votación. 

Los Diputados á Cortes serán elegidos directamente 
por los electores de los distritos y de los Colegios espe- 
ciales; pero después de nombrados y admitidos, represen- 
tan individual y colectivamente á la nación. (Artículo 21 
de la ley). 

Los Diputados provinciales y los Concejales serán 
elegidos directamente por los electores de los respectivos 
distritos electorales; pero después de nombrados y admi- 
tidos por la Diputación (1) ó el Ayuntamiento (2) repre- 
sentan individual y colectivamente á la provincia ó al 
Municipio. (Art. 9.o del Real decreto de Adaptación). 

La votación se hará precisamente en la Sala capitular 
de los Ayuntamientos, y en donde hubiere más de una 
Sección, en los locales destinados á escuelas públicas. Si 



(!) El cargo de Diputado provincial es gratuito, honorífico, 
sujeto á responsabilidad y no renunciable sino por justa causa, 
una vez aceptado. 

Su duración es de cuatro años, haciéndose cada dos la reno- 
vación de la mitad de los distritos ó agrupaciones. 

La primera designación se hará por sorteo, cesando el núme- 
ro mayor, si el total no fuera susceptible de exacta división, y 
en las renovaciones sucesivas saldrán los más antiguos. (Ar- 
tículo 5T déla ley Provincial). 

(2) El cargo de Concejal es gratuito, obligatorio y honorífi- 
co. (Art. 63 de la ley Municipal). 



éstos no fuesen en número suficiente, el Ayuntamiento 
designará otros que sean adecuados. (Art. 46 de la ley y 
26 del Real decreto de Adaptación). 

Ocho días antes del señalado para la elección, el Al- 
calde anunciará, por medio de edictos que se fijarán en 
todos los pueblos de que conste cada Sección, los locales 
en ique hayan de constituirse las respectivas Secciones 
electorales, y á la vez lo comunicará á la Junta provin 
cial, sin que después pueda variar la designación. (Ar- 
tículo 45 de la ley). 

El mismo domingo anterior al señalado para la elec- 
ción, el Alcalde anunciará por medio de edictos, que se 
fijarán en todos los distritos de que conste cada Munici- 
pio, los locales en que hayan de constituirse las respecti- 
vas Secciones electorales; y á la vez lo comunicará á la 
Junta provincial en las elecciones de Diputados provin- 
ciales, y á la municipal en las de Concejales, sin que des- 
pués pueda variar la designación. (Art. 26 del Real decre- 
to de Adaptación). 

Los locales en donde se verifique la elección se abri. 
rán al público antes de las ocho de la mañana. (Art. 46 de 
la ley y 26 del Real decreto de Adaptación). 

En toda convocatoria, sea general ó parcial, se señala- 
rá un solo día, que será siempre domingo, para las vota- 
ciones. (Art. 46 de la ley y 27 del Real decreto de Adap- 
tación). 

La votación se hará simultáneamente en todas las 



Secciones en el día. designado, comenzando á las ocho en 
punto de la mañana y continaando sin interrupción hasta 
las cuatro de la tarde, en que se declarará definitivamen- 
te cerrada y comenzará el recuento de votos. (Art. 46 de 
la misma ley y 27 del Real decreto citado^. 

Si por alteración material del orden público no pudie- 
se tener lugar la votación en alguna Sección en el día se- " 
ñalado, la suspenderá su Presidente, anunciándola, tan 
luego como se haya restablecido el orden, para el día in- 
mediato siguiente en todos los pueblos de que se com- 
ponga le Sección. (Art. 46 de la misma ley y 27 del Real 
decreto citado). 

De esta suspensión y de sus causas se dará en el 
misQto día conocimiento á las Juntas provincial y cen- 
tral. (Art. 46 de la misma ley). 

De esta suspensión y de sus causas se dará en el mis- 
mo día conocimiento en todo caso al Gobernador y ade- 
más á la Junta provincial en las elecciones de Diputados 
provinciales, y á la municipal en la de Concejales. (Ar- 
tículo 27 del Real decreto de Adaptación.) 

La votación será secreta, y se hará en la forma si- 
guiente: el Presidente anunciará «empieza la votación». 
Los electores se acercarán á la Mesa uno á uno, y di- 
ciendo su nombre, entregarán por su propia mano al Pre- 
sidente una papeleta blanca doblada, en la cual estará 
escrito ó impreso el nombre del candidato ó candidatos á 
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quienes den su voto para Dipatados ó Concejales (1). 
(Artículo 47 de la ley, y 28 del Real decreto de Adap 
tación.) 

El Presidente depositará la papeleta en la urna desti 
nada al efecto, que será de cristal ó vidrio transparente, 
después de cerciorarse, por el examen que harán los In- 
terventores de las listas del Censo electoral (2), de que en 
ellas está inscrito el nombre del votante, y dirá en alta 
voz: «Fulano (el nombre del elector), vota.» En todo caso 
el Presidente tendrá constantemente á la vista del públi 
co la papeleta desde el momento de la entrega, hasta que 
la deposite en la urna. Dos de los Interventores al menos 
anotarán en la lista numerada los electores que voten, 
por el orden con que emitan su voto, confrontarán sus 
nombres con los de las listas definitivas (3) y expresarán 
en la anotación el número con que en éstas aparezcan. (Ar 



(1) No comprendemos por que en este artículo no se ha ex- 
presado como en el 50 de la ley por que se rige la elección de 
Senadores, que pueda el elector expresar en la papeleta por me- 
dio de la que vota, no sólo el nombre del candidato, siuo tam- 
bién el título si es que tuviera alguno. 

Hubiera sidtj oportuno en nuestro concepto adaptar el art. 50 
de la referida ley a la Electoral de 26 de Junio de 1890, al efecto 
que se deja indicado. 

(2) El art. 23 del Real decreto de Adaptación añade: «y las 
complementarias». 

(8) El art 28 del Real decreto de Adaptación añade : «y las 
complementarias» . 
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tículo 47 de la ley, y 28 del Real decreto de Adaptación.) 

A las cuatro en punto de la tarde anunciará el Presi- 
dente en alta voz que se va á concluir la votación, y no se 
permitirá entrar á nadie más en el local, cerrando las 
puertas del mismo, si lo considerase preciso. Preguntará 
si alguno de los electores presentes ha dejado de votar, y 
se admitirán los votos que se den á continuación. (Art. 50 
de la ley, y 31 del citado Real decreto de Adaptación.) 

Inmediatamente, á puerta abierta, la Mesa decidirá 
por mayoría, en vista de las cédulas de vecindad y del 
testimonio de los electores presentes, sobre la admisión 
de aquéllos respecto de cuya identidad se hubiere recla- 
mado. (Art. 60 de la misma ley, y 31 del Real decreto de 
Adaptación.) 

En todo caso se mandará pasar tanto de culpa al Tri- 
bunal competente para que exija la responsabilidad del 
que aparezca usurpador de nombre ajeno, ó la del que lo 
haya negado falsamente. A seguida votarán los indivi- 
duos de la Mesa, y se firmarán por los Interventores las 
listas de votantes al margen de todos sus pliegos y á con- 
tinuación del último nombre escrito. (Art. 60 de la ley, y 
31 del citado Real decreto.) 

Terminadas estas operaciones, el Presidente declarará 
cerrada la votación y comenzará el escrutinio, que se 
verificará leyendo él mismo en alta voz las papeletas, que 
extraerá una á una de la urna, y poniéndolas de mani- 
fiesto á los Interventores, confrontarán el número de ellas 
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con el de votantes anotados en las listas. (Art. 61 de la 
ley, y 32 del citado Real decreto.) 

Las papeletas no inteligibles, las que no contengan 
nombres propios de persona ó contuviesen escritos varios 
cuyo orden no pueda determinarse, se considerarán en 
blanco. (Arts. 61 de la ley y 32 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Cuando haya varios nombres escritos unos después 
de otros, sólo se tendrán en cuenta el primero ó los pri- 
meros hasta el número de candidatos que tenga derecho 
á votar cada elector, y los demás se reputarán no í^scri- 
tos. (Arts. 61 de la ley y 32 del Real decreto de Adapta- 
ción.) 

Si algún elector presente, Notario ó candidato procla- 
mado, tuviese dudas sobre el contenido de una papeleta 
leida por el Presidente, podrá pedir en el acto, y deberá 
concedérsele, que la examine. (Arts. 61 de la ley y 32 del 
Real decreto de Adaptación.) 

En los casos de faltas de ortografía, leves diferencias 
de nombres y apellidos, inversión ó supresión de alguno 
de éstos, se decidirá en sentido favorable á la validez del 
voto y á su aplicfición en favor de candidato conocido 
cuando no figure en la elección otro con quien pueda 
confundirse. (Arts. 61 de la ley y 32 del Real decreto de 
Adaptación.) 

Si sobre esto ó sobre la inteligencia de la papeleta no 
hubiere desde luego unanimidad en la Mesa, se reservará 
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para la terminación del escrutinio la decisión de la duda, 
y entonces se hará poi mayoría. (Arts. 61 de la ley y 92 
del Real decreto de Adaptación.) 

Hecho el recuento de los votos, según resulte de las 
operaciones anteriores, preguntará el Presidente si hay 
alguna protesta que hacer contra el escrutinio, y no ha- 
biéndose hecho, ó después de resueltas por la mayoría 
de la Mesa las que se presenten, anunciará en alta voz su 
resultado, especificando el número de papeletas leídas, el 
de los votantes y el de los votos obtenidos por cada can- 
didato. (Arts. 62 de la ley y 33 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

Enseguida se quemarán, á presencia de los concurren- 
tes, las papeletas extraídas de la urna, con excepción de 
aquellas á que se hubiese negado validez ó que hubiesen 
sido objeto de alguna reclamación, las cuales se unirán 
^odas al acta, rubricadas por los Interventores, y se ar- 
chivarán con ella para tenerlas á disposición del Congre- 
so en su día (1). (Art. 63 de la ley.) 

El resultado del escrutinio se publicará inmediata- 
mente por certificación fijada en la parte exterior del edi 
ficio en que se haya verificado la elección, y remitiendo 
otras iguales á la Junta central del Censo y al Presidente 



(1) £1 art. 34 del Real decreto de Adaptacióu, adiciona: 
<0 á diaposición de la Diputación ó del Apuntamiento en su 
día, y en todo caso, del Gobierno. • 
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de la Junta provincial para su inserción en el primer 
número que se publique del Boletín oficial, (Art. 64 de 
la ley.) 

Estas certificaciones se enviarán en el acto, bajo la 
responsabilidad del Presidente y de la Mesa, y de la ma- 
nera prevenida en los párrafos primero y segundo del ar- 
tículo 66. (Art. 64 de la ley ) 

Se darán también en el acto las certificaciones del 
mismo que pidan los candidatos presentes ó Notarios ó 
electores. (Art. 64 de la ley.) 

El resultado del escrutinio se publicará inmediata- 
mente por certificación fijada en la parte exterior del 
edificio en que se haya verificado la elección, y remitien- 
do otras iguales al Gobernador y al Presidente de la Jun- 
ta provincial en las elecciones provinciales, y al Goberna- 
dor y al Presidente de la Junta municipal en las municipa- 
les. El resultado de las elecciones provinciales se insertará 
en'el primer número que se publique del Boletín Oficial^ 
y el de las municipales se publicará por edicto ó en la 
forma acostumbrada en la localidad. (Art. 36 del Real 
decreto de Adaptación.) 

Estas certificaciones se enviarán en el acto, bajo la 
responsabilidad del Presidente de la Mesa y de la manera 
prevenida en los párrafos primero y segundo del art. 37. 
Se darán también en el acto las certificaciones del mismo 
que pidan los candidatos presentes ó Notarios ó electo 
re». (Art. 36 del Real decreto de Adaptación.) 
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Para las elecciones provinciales, tres copias literales 
del acta, autorizadas por todos los individuos de la Mesa, 
serán entregadas inmediatamente en la Administración 
ó estafeta más cercana, en pliegos cerrados ó sellados, en 
cuya cubierta certificarán de su contenido todos los indi- 
viduos de la Mesa. (Art. 87 del Real decreto de Adap- 
tación.) 

El Administrador del Correo dará recibo con expre- 
sión del día y hora en que le fueron entregados los plie- 
gos, y certificados los remitirá inmediatamente al Gober- 
nador de la provincia, al Presidente de la Junta provin- 
cial y al Presidente de la municipal de la cabeza del dis 
trito electoral. (Art. 37 del Real decreto de Adaptación.) 

Para las elecciones municipales bastarán dos actas, 
una para el Gobernador y otra para el Presidente de la 
Junta municipal, el cual las distribuirá á los respectivos 
Presidentes de las Juntas de escrutinio. (Art. 87 del Real 
decreto de Adaptación.) 

La entrega de estos pliegos en la Administración de 
Correos deben hacerla el Presidente de la Mesa y el In- 
terventor nombrado, según el artículo siguiente, y siendo 
ambos responsables de la omisión ó retraso que no estén 
plenamente justificados en el cumplimiento de esta obli- 
gación. (Art. 87 del Real decreto de Adaptación.) 

Cuando el envío de los pliegos haya de hacerse á Pre- 
sidentes de Juntas que residan en la misma población 
que las Mesas electorales, se entregarán personalmente 
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en las respectivas Secretarlas. (Art. 37 del Real decreto 
de Adaptación.) 

Todos los candidatos tendrán derecho á que se les 
expidan certificaciones del resultado de la elección. (Ar- 
tículo 37 del Real decreto de Adaptación.) 

Concluidas todas las operaciones anteriores y á puerta 
cerrada, el Presidente y los Interventores de la Mesa fir- 
marán el acta de la sesión, en la cual se explicará deta- 
lladamente el número de electores que haya en la Sec- 
ción, según las listas del Censo electoral, el de los elec- 
tores que hubiesen votado y el de los votos obtenidos por 
cada candidato, y se consignarán sumariamente las recla- 
maciones y protestas formadas en su caso por los electo- 
res sobre la votación ó el escrutinio, y las resoluciones 
motivadas de la Mesa sobre ellas, con los votos particu- 
lares si los hubiere. (Art. 65 de la Jey y 36 del Real de- 
creto de Adaptación.) 

El acta con todos los documentos originales á que en 
ella se haga referencia, y las papeletas de votación reser- 
vadas según el art 63 (1), se archivará en la Secretaría de 
la Junta municipal del Censo, á cuyo Presidente será re- 
mitida al efecto antes de las diez de la mañana del día 
siguiente inmediato al de la votación. (Art. 66 de la ley y 
36 del Real decreto de Adaptación.) 



(1) Este art. 58 de la ley de 26 de Junio de 1890 es el 34 df) 
Reftl decreto de Adaptación. 
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La Mesa librará gratuitamente certiñcación de lo con- 
signado en el acta ó de cualquier extremo de ella á todo 
elector ó candidato que lo solicite. (Art. 66 de la ley, y 86 
del Real decreto de Adaptación). 

Dos copias literales del acta, autorizadas por todosjos 
individuos de la Mesa, serán entregadas inmediatamente 
en la Administración ó estafeta más cercana, en pliegos 
cerrados y sellados, en cuya cubierta certificarán de su 
contenido todos los individuos de la Mesa. (Art. 66 de 
la ley). 

Eladminiótrador del Correo dará recibo, con expresión 
del día y hora en que le fueran entregados los pliegos, y 
certificados, los remitirá inmediatamente al Secretario de 
la Junta central del Censo, y al Presidente de la munici- 
pal de la cabeza del distrito electoral. (Art. 66 de la ley). 

La entrega de estos pliegos en la administración de 
Correos deben hacerla el Presidente de la Mesa y el In- 
terventor nombrado según el artículo siguiente, y siendo 
ambos responsables de la omisión ó retraso que no estén 
plenamente justificados en el cumplimiento de esta obli- 
gación. (Art. 56 de la ley). 

Cuando el envío de los pliegos haya de hacerse á Pre- 
sidentes de Juntas que residan en la misma población 
que las Mesas electorales , se entregarán personalmente 
en las respectivas Secretarías. (Art. 56 de la ley). 

Todos los candidatos tendrán derecho á que se les ex- 
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pidan certificación es del resultado de la elección. (Art. 66 
de la ley). 

Antes de disolverse la Mesa electoral, designará á uno 
de sus Interventores para concurrir, en representación de 
la Sección, á la Junta de escrutinio general. (Art. 67 de 
la misma ley y 88 del citado Real decreto de Adaptación). 

Esta designación se hará por mayoría de los indivi- 
duos de la Mesa, resolviéndose el caso de empate en fa- 
vor del Interventor de más edad de los que hubiesen ob- 
tenido igual número de votos. Al designado se le dará la 
credencial correspondiente de su nombramiento, ñrmada 
por el Presidente y todos los Interventores, y otra copia 
literal del acta igual á las remitidas á las Juntas central y 
municipal del Censo (1). (Art. 67 de la misma ley). 

En las elecciones municipales, y cuando el Municipio 
tenga una sola Sección , no se hará la designación expre- 
sada en los párrafos anteriores. (Art. 38 del Real decreto 
de Adaptación). 

CAPITULO V 

De loa Salas ó Juntas de gobierno de las Atidiencías 
y de sus Presidentes. 

ELECCIONES DE DIPUTADOS Á CORTES 

El día señalado para la votación, las Salas ó Juntas de 



(1) El artículo equivalente á éste en el Real decreto de Adap- 
tación, que es el 88, añade «igual á las remitidas al Goberna- 
dor y á los Presidentes de las respectivas Juntas del Censo.» 



gobierno de las Audiencias harán la designación de los 
fancionarios que han de presidir las Juntas de escrutinio 
general. (Art. 63 de la misma ley). 

Para el distrito de la capital de la provincia donde se 
halle establecida la Audiencia se designará al Magistrado 
más antiguo. (Art. 63 combinado con el 62 de la mis- 
ma ley). 

Para los otros distritos se designarán los demás Ma- 
gistrados por orden de antigüedad á las Juntas de pobla- 
ciones de mayor número de habitantes. (Art. 63, combi- 
nado con el 62 de la misma ley). 

No podrán ser designados ni los Presidentes de Sala 
ni los de Sección. (Art. 63 combinado con el 62 de la mis- 
ma ley). 

Si no hubiese en la Audiencia de la capital de la pro- 
vincia número bastante de Magistrados para cumplir el 
servicio expresado, lo desempeñarán guardando el mismo 
orden ios Magistrados de otras Audiencias que haya en la 
provincia y los Jueces de primera instancia, con arreglo á 
su categoría y antigtiedad; pero en ningún caso los Jue- 
ces en la localidad en que ejerzan jurisdicción. (Artícu- 
lo 63 combinado con el 62 de la misma ley). 

Recientemente, en Real orden de 9 de Enero del pre- 
sente afío de 1891, se ha dispuesto lo siguiente: 

Para que tenga cumplido efecto lo dispuesto en los 
artículos 62 y 63 de la citada ley Electoral, el día 1.*^ de 
Febrero, que es el señalado para la votación, ó antes si 

El Dbbbcbo bliectoral 7 



fuere preciao, las Salas de gobierno de las Audiencias te- 
rritoriales, teniendo en cuenta los preceptos de dichos ar- 
tículos, y consultando las conveniencias del mejor servi- 
cio y menor perturbación de la Administración de justicia, 
designarán los IMaglstrados de la propia Audiencia y de 
las de lo criminal que hubiere dentro de la provincia res- 
pectiva, y en su caso los Jueces que hayan de presidir en 
todos los distritos electorales de la misma las respectivas 
juntas generales de escrutinio que habrán de celebrarse 
el jueves siguiente. 

En la» demás provincias, las Juntas de gobierno de 
las Audiencias de lo crimidal de la capital designarán los 
Magistrados de la misma por orden de antigüedad que 
han de presidir las Juntas en los distritos electorales 
comprendidos en la provincia, y si por causas de enfer- 
medad, dificultad de comunicaciones ó exigencias de la 
administración de justicia, apreciadas prudentemente, no 
dispusieran de personal bastnnte de Magistrados, atende- 
rán por lo menos con los Magistrados y Jueces que de 
ella dependan al territorio de su demarcación, é invitarán 
con toda urgencia á las Juntas de gobierno de las demás 
Audiencias de la provincia para que designen á su vez 
Magistrados y Jueces para los distritos de sus territorios 
respectivos. Las Juntas invitadas no podrán rehusar el 
cumplimiento del servicio que se les reclame. (Art. 3. o de 
la expresada Real orden). 

Los Presidentes de las Audiencias darán conocimiento, 
de la designación que hubieren hecho las Salas ó Juntas 
de gobierno, de los Magistrados ó Jueces para presidir las 
Juntas de escrutinio, á los Alcaldes de la cabeza del dis- 



trito electoral por medio del Juez respectivo y á las Jun- 
I tas central y provincial. (Art. 63 de la misma ley;. 

i 

' También los Presidentes de las Audiencias proveerán 

de la credencial correspondiente á los funcionarios judi- 
\ ciales designados para presidir las Juntas de escrutinio. 
; (Art. 63 de la misma ley). 

EN LAS ELECCIONES PROVINCIALES 

Con la anticipación conveniente, las Juntas de gobier- 
no de las Audiencias de lo criminal de las capitales de 
provincia en cuyo territorio tengan lugar las elecciones 
de Diputados provinciales, designarán los ^lagistrados de 
la misma Audiencia que deban presidir las Juntas de es- 
crutinio, ó los Jueces que hayan de hacerlo. Si por no 
bastar los Magistrados de la Audiencia de la capital ni 
los Jueces dependientes de ella, hubiere de acudirse á los 
Magistrados ó Jueces de otras Audiencias que haya en 
la provincia, la designación se hará por la Junta de go- 
bierno de la Audiencia respectiva á invitación de la de la 
capital de la provincia. En las capitales de provincia donde 
' haya Audiencia territorial, el Presidente de la misma hará 
líl designación de los Magistrados y Jueces que han de pre- 
sidir las Juntas de escrutinio en todos los distritos de la 
provincia. (Art. 45 del Real decreto de Adaptación). 

Para el distrito de la capital de la provincia donde se 
halle establecida la Audiencia, se designará el Magistrn 
do más antiguo. (Art. 44 del Real decreto de Adaptación). 



Para los otros distritos se designarán los demás Ma- 
gistrados por orden de antigüedad á las Juntas de pobla- 
ciones de mayor número de habitantes. (Art. 44 del Real 
decreto de Adaptación). 

Si no hubiere en la Audiencia de la capital de la pro- 
vincia número bastante de IMagistrados para cumplir estas 
comisiones, las desempeñarán guardando el mismo orden, 
bien los Magistrados de otras Audiencias que haya en la 
provincia, ó los Jueces de instrucción ó de primera instan- 
cia, con arreglo á su categoría y antigüedad; pero en nin- 
gún caso los Jueces en las localidades en que ejerzan ju- 
risdicción. (Art. 44 del mismo Real decreto de Adap- 
tación). 

El Presidente de la Audiencia dará directamente co- 
nocimiento de la designación que se hubiere hecho de los 
jNIagistrados ó Jueces para presidir las Juntas de escruti 
nio, al Gobernador de la provincia, á la Junta provincial 
y al Alcalde de la cabeza del distrito electoral. (Art. 45 
del mismo Real decreto de Adaptación.) 

El Presidente proveerá al nombrado de la credencial 
correspondiente. (Art. 45 del mismo Real decreto de Adap- 
tación) 

CAPITULO VI 

De la Junta de escrutinio general y de sus Presidentes 
é Intei^entores. 

El escrutinio general se celebrará en el jueves siguien 
te al domingo en que se celebre la elección. 
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Lo verificará la Junta de escrutinio. 

Esta se compone de los Interventores que al afecto 
hayan designado las Secciones. 

Las preside: 

En la capital de la provincia, el Magistrado más anti- 
guo de la Audiencia de la misma. 

En los demás distritos, los demás Magistrados por or- 
den de antigüedad y mayor población de aquéllos, ó los 
Jueces de primera instancia ó de instrucción designados 
al efecto. (Art. 62 de la misma ley.) 

El Magistrado ó Juez comisionado requerirá en su 
caso y obtendrá del Juez del partido y de las demás Au- 
toridades el concurso que necesite para el ejercicio de sus 
funciones. Sin su presencia no podrá celebrarse la Junta 
de escrutinio. (Art. 63 de la ley y 45 del Real decreto.) 

La Junta general de escrutinio se reunirá á las diez 
áe la mañana precisamente en la Sala principal deJ Ayun- 
tamiento ( I ) ó en otro local que el Alcalde ponga á su 
disposición, que habrá de ser en tal caso igualmente de- 
coroso y más capaz que aquélla; pero no podrá entrar en 
funciones sin la concurrencia de la mayoría de los Inter- 
ventores, si el número de Secciones en que esté dividido 
el distrito electoral fuese menor de cincuenta, ó sin la 



(J) El Re A decreto de Adaptacióu de 5 de Noviembre de 1890, 
en su art. 46, dice que se reunirá en Ja «cabeza del distrito elec- 
toral. 
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concurrencia de veinticinco en caso de que el número de 
Secciones sea mayor. ('Art. 64 de la misma ley.) 

Las Juntas provinciales del Censo, teniendo en cuenta 
la proximidad y medios de comunicación á la cabeza del 
distrito electoral, determinarán, publicándolo en los res- 
pectivos Boletines Oficiales y las Secciones hasta el número 
do la mitad más una de las que coq^prenda el distrito 
electoral, cuando sean éstas menos de cincuenta, ó hasta 
el de veinticinco cuando sean más, cuyos comisionados 
Interventores tengan que concurrir á la Junta de escruti- 
nio bajo la responsabilidad penal que establece esta 
ley (1); la concurrencia de los comisionados de las demás 
secciones será voluntaria. 

Si no se reuniere hasta las dos de la tarde el número 
de Interventores exigido por el artículo anterior, ú otra 
causa imprevista impidiere la celebración de la Junta, el 
Presidente convocará para el día inmediato, notificándolo 
á los Interventores presentes y al público por anuncio es- 
crito, á la vez que á las Juntas central y provincial del 
Censo. (Art. 65 de la ley.) 

En este caso, la Junta se celebrará el día señalado, 
cualquiera que sea el número de los concurrentes. (Art. 66 
de la ley.) 



(1) Equivalente á este artículo es el 47 del Real decreto de 
Adaptación, y su referencia es á la responsabilidad penal que es- 
tablece el tít. VI de la ley Electoral de 26 de Jupio de 1890. 
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Reunida la mayoría ó el número preciso de Interven- 
tores, el Presidente declarará constituida la Junta de es- 
crutinio general, y designará á los cuatro Interventores 
más jóvenes para que actúen como Secretarios. (Art. 66 
de la ley.) 

Uno de éstos, de orden del Presidente, dará ante todo 
lectura de las disposiciones de esta ley referentes al acto, 
y enseguida comenzarán las operaciones del escrutinio, 
ocupándose los votos dados en todas las Secciones suce- 
sivamente por el orden alfabético de las mismas. (Art. 06 
de la ley.) 

Para esto se pondrán sobre la Mesa, por el Presidente 
de la Junta municipal del Censo electoral, las actas que 
habrá recibido de las Secciones, conforme á lo dispuesto 
en el art. 66, y el Presidente de la Junta de escrutinio 
dispondrá que se dé cuenta, por uno de los Secretarios, 
de los resúmenes de cada votación, tomando los otros 
Secretarios las anotaciones convenientes para el cómputo 
total y adjudicación consiguiente de los votos escrutados. 
A medida que se vayan examinando las actas de las vo- 
taciones de las Secciones, se podrán hacer y se inserta- 
rán en el acta de escrutinio las reclamaciones y protestas 
á que hubiese lugar sobre la legalidad de dichas votacio- 
nes. Solamente los individuos de la Junta de escrutinio y 
-los candidatos que estuvieren presentes al acto podrán 
hacer estas reclamaciones y protestas. (Art. 66 de la ley.) 

I^ Junta de escrutinio no podrá anular ningún acta 
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ni voto. Stjs atribuciones se limitarán á verificar, sin 
discusión alguna, el recuento de los votos emitidos en las 
Secciones del distrito, ateniéndose estrictamente á los que 
resulte» emitidos y computados por las resoluciones de 
las Mesas electorales, según las actas de las respectivas 
votaciones. Si sobre este recuento se provocase alguna 
duda ó cuestión, se estará á lo que decida la mayoría de 
los individuos d» la misma Junta. (Art. 66 de la ley.) 

La minoría, en su caso, podrá hacer constar en el acta 
su disentimiento y las razones en que lo funde. (Art. 66 
de la ley.) 

Terminado el recuento de todas las Secciones, se leerá 
en alta voz por uno de los Secretarios de la Junta el re- 
sumen general de sus resultados, y el Presidente procla- 
mará en el acto Diputados electos á los candidatos que 
aparezcan con mayor número de votos de los escrutados 
eu todo el distrito, hasta completar el número de los qu« 
al mismo distrito corresponda elegir. (Art. 67 de la ley.) 

En caso de empate, el Presidente proclamará Diputa- 
dos presuntos á los candidatos empatados, reservando al 
Congreso la resolución definitiva que, según las circuns- 
tancias del caso, corresponda. (Art. 67 de la ley.) 

La Junta de escrutinio extenderá un acta, por tripli- 
cado, que suscribirán todos los individuos de la misma 
que hubiesen asistido á la sesión. De estos tres ejempla- 
res, uno se remitirá á la Junta municipal para su archivo, 
y los dos restantes, con loa documentos anexos que cons- 
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tituyen el expediente, á la Secretaría de la Junta provin- 
cial, la cual archivará el uno, y el otro lo remitirá inme- 
diatamente á la Junta central con los documentos anexo?. 
(Artículo 69 de la ley.) 

En las deliberaciones y acuerdos de la Junta de es 
%rutinio sobre cuenta y adjudicación de votos no tendrá 
el Presidente más participación que la necesaria para 
mantener el orden de la sesión. (Art. 70 de la ley.) 

Del acta de escrutinio general se expedirán certifica- 
' ciones parciales en número igual al de los Diputados 
electos ó presuntos proclamados. 

Estas certificaciones se limitarán á consignar en rela- 
ción sucinta el resultado de la elección con el resumen de 
escrutinio general y la proclamación del Diputado electo 
ó presunto, y con indicación precisa de las protestas ó 
reclamaciones y sus resolucioiies, si las hubiere, ó de no 
haber habido ninguna en su caso. Estas certificaciones 
serán directamente remitidas por el Presidente de la 
Junta á los candidatos proclamados, á quienes servirán 
de credenciales de su elección para presentarse en el 
Congreso. (Ajrt. 71 de la ley.) 

Terminadas todas las operaciones de la Junta de es- 
crutinio general, el Presidente declarará disuelta y con- 
cluida la elección. (Art. 72 de la ley.) 

En las elecciones municipales, el escrutinio general se 
celebrará el jueves inmediato en edificio consistorial, con 
sujeción á Ifts reglas siguientes; 



lA En las eleccioaes municipales verificadas en Mu- 
nicipios que no tengan más que una Sección, el escruti- 
nio general se verificará por la misma Mesa ante la cual 
se hizo la elección. 

2.a Donde haya más de una Sección, y éstas no lle- 
guen á seis, el escrutinio general de cada distrito muni* 
cipal se verificará por una Junta compuesta de la Mesa 
de la Sección qqe presidiera el Alcalde ó un Teniente ó 
quien le sustituyera en aquel acto, y de un Interventor 
de cada una de las Secciones del mismo distrito munici- 
pal, designado por la manera prevenida en el art. 38. 

S.a- Guando las Secciones del distrito municipal exce 
dan de seis, la Junta de escrutinio se compondrá de los 
Interventores designados á tenor de dicho art. 38. 

4.a Las Juntas de escrutinio serán presididas por loa 
Alcaldes ó Tenientes de Alcalde ó quien le sustituya le- 
galmente. (Art. 43 del Real decreto de Adaptación.) 

En las elecciones de Diputados provinciales, el escru- 
tinio general se celebrará también el jueves inmediato en 
la cabeza del distrito electoral y ante una Junta compues- 
ta de los Interventores designados á tenor del art. 38. 
(Art. 44 del Real decreto de Adaptación.) 

En las elecciones provinciales la Junta general de es 
crutinio se reunirá á las diez de la mañana, en la cabeza 
del distrito electoral, precisamente en la sala principal del 
Ayuntamiento, ó en otro local que el Alcalde ponga á su 
disposición, que habrá de ser en tal caso igualmente de- 
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coroso y más capaz que aquélla; pero no podrá entrar en 
funciones sin la concurrencia de la mayoría de loa Inter- 
ventores, si el mi mero de Secciones en que está dividido 
el distrito electoral fuese menor de 60, ó sin la concu- 
rrencia de 25 en caso de que el número de Secciones sea 
mayor. (Art. 46 del Real decreto de Adaptación.) 

En las elecciones de Diputados provinciales las Jun- 
tas provinciales del C*jnso, teniendo en cuenta la proxi- 
midad y medios de comunicación á la cabeea del distrito 
electoral, determinarán, publicándolo en los respectivos 
Boletines oficiales^ las Secciones hasta el número de la 
mitad más una de las que comprenda el distrito electoral, 
cuando sean éstas menos de 50, ó hasta el de 25 cuando 
sean más, cuyos Comisionados Interventores tengan que 
concurrir á la Junta de escrutinio, bajo la responsabilidad 
penal que establece el tít. VI de la ley Electoral. La con- 
currencia, de los Comisionados de las demás Secciones 
será voluntaria. 

Si no se reuniere hasta las dos de la tarde el número 
de Interventores exigidos por el artículo anterior, ú otra 
causa imprevista impidiere la celebración de la Junta, el 
Presidente convocará para el día inmediato, notificándolo 
á los Interventores presentes y al público por anuncio 
escrito, á la vez que al Gobernador de la provincia y á la 
Junta provincial del Censo. Cumplidos dichos requisitos, 
la Junta se celebrará el día señalado, cualquiera que sea 



el número de los concurrentes. (Art. 47 del Real decreto 
de Adaptación.) 

En las elecciones do Concejales, la Junta general de 
escrutinio del distrito municipal se reunirá á las diez de 
la mañana en la sala de edificio Consistorial, debidamen- 
te capaz, y no estando estos locales disponibles, en otro 
que el Alcalde ponga á su disposición, y que habrá de ser 
en tal caso igualmente decoroso y capaz. (Art. 48 del 
Real decreto de Adaptación.) 

No podrá entrar esta Junta en funciones sin la concu- 
rrencia de dos terceras partes de los Comisionados Inter- 
ventores, cuando el número de Secciones no exceda de 
10; de la mitad mas uno de los Interventores, si el núme- 
ro de Secciones en que esté dividido el distrito municipal 
fuere mayor de 10 y menor de 50, y hasta el de 26 cuan- 
do sean más. (Art. 48 del Real decreto de Adaptación.) 

A los Comisionados Interventores que de no mediar 
justificada excusa dejen de concurrir á la Junta de escru- 
tinio, podrá imponerles el Presidente de la Jimta multa 
que no exceda de 100 pesetas. (Art. 48 del Real decreto 
de Adaptación.) 

También es aplicable á este artículo lo dispuesto en 
el párrafo segundo del art. 47, con la única variación de ^ 
que el parte se ha de dar á la Junta municipal del Censo 
en vez de hacerlo á la provincial. (Art. 48 del Real decreto 
de Adaptación.) 



Reunida la mayoría ó el número preciso de interven- 
tores, y en su caso la misma Mesa, ante la cual se verifi- 
có la elección, el Presidente declarará constituida la Jun- 
ta de escrutinio general y designará á los cuatro Inter- 
ventores más jóvenes para que actúen como Secretarios. 
(Art. 49 del Real decreto de Adaptación.) ' 

uno de éstos, de orden del Presidente,~dará ante todo 
lectura de ías disposiciones de este decreto referentes al 
acto, y enseguida comenzarán las operaciones del escru- 
tinio, computándose los votos dados en todas las Seccio 
nes sucesivamente, por el orden alfabético de las mismas. 
(Art. 49 del Real decreto de Adaptación.) 

Para esto se pondrán sobre la Mesa por el Presidente 
las actas de las Secciones que habrá recibido conforme á 
lo dispuesto en el art. 37, y dispondrá que se dé cuenta 
por uno de los Secretarios de los resúmenes de cada vo- 
tación, tomando los otros Secretarios las anotaciones con- 
venientes para el cómputo total y adjudicación consi- 
guiente de los votos escrutados. A medida que se vayan 
examinando las actas de las votaciones de las Secciones, 
se podrán hacer, y se insertarán en el acta de escrutinio, 
las reclamaciones y protestas á que hubiese lugar sobre 
la legalidad de dichas votaciones. Solamente los indivi- 
duos de la Junta de escrutinio y los candidatos que estu- 
vieren presentes al acto, podrán hacer estas reclamacio- 
nes y protestas. (Art. 49 del Real decreto de Adaptación.) 

La Junta de escrutinio no podrá anular ningún acta 



til voto. Sus atribuciones se limitarán á verificar sin dis- 
cusión alguna el recuento de los votos emitidos en las 
Secciones del distrito, ateniéndose estrictamente á los 
que resulten admitidos y computados por las resoluciones 
de las Mesas electorales, según las actas de las respecti- 
vas votaciones. Si sobre este recuento se provocase algu- 
na duda ó cuestión, se estará á lo que decida la mayoría 
de los individuos de la misma Junta. La minoría, en su 
caso, podrá hacer constar en el acta su disentimiento y 
las razones en que lo funde. í Art. 49 del Real decreto de 
Adaptación.) 

Terminado el recuento de todas las Secciones, se leerá 
en altA voz por uno de los Secretarios de la Junta el re- 
sumen general de sus resultados, y el Presidente procla- 
mará en el acto Diputados provinciales ó Concejales 
electos á los candidatos que aparezcan con mayor núme- 
ro de votos de los escrutados en todo el distrito, hasta 
completar el número de los que al mismo distrito corres- 
ponda elegir. 

En caso de empate, el Presidente proclamará Diputa- 
dos provinciales ó Concejales presuntos á los candidatos 
empatados, reservando á la Diputación y al Ayuntamien- 
to la resolución que según las circunstancias del caso co- ■ 
rresponda, y sin perjuicio de las reclamaciones que con- 
tra estas resoluciones de la Diputación ó del Ayunta- 
miento establezca la respectiva legislación orgánica, pro- 
vincial y municipal. (Art, 60 del R. D. de Adaptación.) 
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En las elecciones de Dipataciones provinciales, la 
Junta de escrutinio extenderá un acta por triplicado, que 
suscribirán todos los individuos de la misma que hubie- 
sen asistido á la sesión. De estos tres ejemplares, uno se 
remitirá ai Gobernador, otro á la Junta municipal para 
su archivo y el tercero, con los documentos anexos que 
constituyen el expediente, al Presidente de la Junta pro- 
vincial. (Art. 62 del Real decreto de Adaptación.) 

En las elecciones de Concejales, dicha acta se exten- 
derá y autorizará por duplicado, remitiendo un ejemplar 
con los documentos anexos á la Secretaría de la Junta 
municipal, que lo archivará, y el otro se remitirá también 
inmediatamente al Gobernador de la provincia. (Art. 52 
del Real decreto de Adaptación.) 

En las deliberaciones y acuerdos de la .Junta de es- 
crutinio sobre cuenta y adjudicación de votos no tendrá 
el Presidente más participación que la necesaria para 
mantener el orden de la sesión, y dirigir las discusiones, 
si se suscitaran. (Art. 53 del Real decreto de Adapta- 
ción.) 

Del acta de escrutinio general se expedirán certifica- 
ciones parciales en número igual al de Diputados provin- 
ciales ó Concejales electos ó presuntos proclamados. 

Estas certificaciones se limitarán á consignar en rela- 
ción sucinta el resultado de la elección con el resumen 
del escrutinio general y la proclamación del Diputado 
provincial ó Concejal electo ó presunto, y con indicación 
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precisa de las protestas ó reclamaciones, y sus resolucio- 
nes, si las hubiere, ó de no haber habido ninguna en su 
caso. Estas certificaciones serán directamente remitidas 
por el Presidente de la Junta de escrutinio á los candida- 
tos proclamados, á quienes servirán de credenciales de 
su elección para presentarse en la Diputación ó en^el 
Ayuntamiento. (Art. 64 del Keal decreto de Adaptación. • 
Terminadas todas las operaciones de la Junta de es- 
crutinio general, su Presidente la declarará disuelta, y 
concluida la elección. (Art. 56 del Real decreto de Adap 
tación.) 

CAPÍTULO VII 

De la jurisdicción de los Presidentes de las Mesas electora 
les y de las Juntas de escrutinio general y de las reglan 
conducentes al mejor orden de la elección y el ejercicio del 
derecho electoral. 

De la jurisdicción de los Presidentes de las Mes:^s electorales y 
de las Juntas de escrutinio general. 

El Presidente de la Mesa tendrá dentro del Colegio 
electoral autoridad exclusiva para conservar el orden, 
asegurar la libertad de los electores y mantener la ob- 
servancia de este Decreto y de la ley Electoral. (Art. 68 
de la ley y 39 del Real decreto de Adaptación.) 

El Presidente de la Junta de escrutinio general ten- 
drá dentro de la Sala donde aquella se reúna autoridad 
exclusiva para conservar el orden y mantener la obser- 
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vancia de la ley Electoral y del Real -decreto de Adapta- 
ción. (Art. 5S, combinado con el 63 de la ley y 39 y 51 
del Real decreto de Adaptación.) 

Las Autoridades locales prestarán dentro y fuera del 
Colegio al Presidente los auxilios que éste les pida, y no 
otros. (Art. 68 de la ley y 39 del Real decreto de Adapta- 
ción.) 

Los mismos auxilios prestarán las Autoridades locales 
á los Presidentes de la Junta de escrutinio general. (Ar- 
tículo 68, combinado con el 68 do la ley y 39 y 61 del 
Real decreto de Adaptación.) 

Sólo tendrán entrada en los Colegios electorales los 
electores de la Sección ó Interventores, los candidatos 
proclamados por la Junta provincial, ó municipal en su 
caso, los Notarios para dar fe de cualquier acto relacio- 
nado con la elección y que no se oponga al secreto de la 
votación, y los dependientes de la Autoridad que el Pre- 
sidente requiera. (Art. 68 de la ley y 39 del Real decreto 
de Adaptación.) 

A la Sala ó local donde celebre sus sesiones la Junta 
de escrutinio general, en cuanto la capacidad lo permita, 
tendrán entrada además los electores del distrito. (Ar- 
tículo 68, combinado con el 68 y 39 y 61 del Real decreto 
dé Adaptación.) 

El Presidente de la Mesa y de la Junta de escrutinio 
general cuidará de que la entrada al local se conserve 
siempre libre y expedita á las personas expresadas. (Ar- 
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tículo 68 de la ley y 39 y 61 del Real decreto de Adapta- 
ción.) 

Sin embargo, los Jueces de instrucción y sus delega- 
dos podrán entrar en los Colegios electorales y en la Sala 
de la Junta de escrutinio general siempre que lo exija el 
ejercicio de su cargo. (Art. 68 de la ley y 39 y 61 del Keal 
decreto de Adaptación.) 

De las regina conducentes al mejor orden en la elección y el 
ejercicio del derecho electoral. 

Nadie podrá entrar en el Colegio electoral con armas, 
palo, bastón ni paraguas, á excepción de los electores 
que "poY impedimento notorio tuvieran necesidad absoluta 
de apoyo para acercarse á la Mesa; pero éstos no podrán 
permanecer dentro del local más que el tiempo puramen- > 
te necesario para dar su voto. (Art. 60 de la misma ley 
y 41 del Real decreto de Adaptación.) 

Las Autoridades podrán, sin embargo, usar dentro del 
Colegio el bastón y demás insignias de su cargo. (Art. 60 
de la misma ley y 41 del Real decreto de Adaptación.) 

No podrá en ningún caso estar á la puerta del Cole- 
legio electoral ni del local en que celebre sus sesiones la 
Junta de escrutinio general, la fuerza de instituto arma- 
do, sino por causa de perturbación del orden público* y 
requerida por el Presidente. (Arts. 61 combinado con el 
68, y 68 de la ley.) 

La misma proliibición se prescribe para el local de la 



Junta de eécrütinío general. Arta, 68 ctíHiljiíiáíio von el 
61 delftlej, y 61 del llt^al liecretü de Adaptación,) 

No ¡Kiilrá o^tar á U ]»ií.Tta del Ojltgio eloí:toml tn 
ningún caso la fuerza de instituto armado á que se refie- 
re el art. l.o de la ley Electoral (1), ni podrá penetrar en 
él sino por causa de perturbación del orden público y re- 
querida por el Presidente. (Art. 42 del Real decreto de 
Adaptación.) 

El que no sea elector del distrito no podrá entrar en 
el local que celebre sus sesiones la Junta de escrutinio 
general. (Arts. 68 combinado con el 60 de la ley, y 39 del 
Real decreto de Adaptación.) 

En las sesiones de los Colegios electorales está prohi- 
bida la entrada á los que no sean electores de la Sec- 
ción. (Arts. 68 de la ley y 39 y 61 del Real decreto de 
Adaptación.) 

CAPITULO vm 

Disposiciones cotmmes. 

Todas las solicitudes, actas, certificaciones y diligen 
cias referentes á la formación y revisión del Censo elec 
toral, así como las actuaciones judiciales relativas á él 
serán gratuitas, y se usará para ellas papel común. (Ar- 



(1) Se refiere á las fuerzas de ejército de mar ó tierra y á 
otras de cuerpos 6 institutos armados de condiciones semejantes 
dependientes del Estado, la provincia y el Municipio. 
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tículos 20 de la ley y 8.0 del Real decreto de Adaptación.) 

Las Autoridades y los funcionarios públicos ó ecle- 
siásticos encargados de los respectivos archivos expedi- 
rán gratuitamente y en papel común cualquiera clase de 
documentos que necesite el elector ó vecino para acredi- 
tar su capacidad, ó la capacidad ó incapacidad de otros 
electores. (Arts. 20 de la ley y 8.0 del Real decreto de 
Adaptación.) 

Estos documentos se pedirán por medio de solicitud 
expresiva del objeto á que se destine y no serán admiti- 
dos en ningún Tribunal ni oficina sino para acreditar el 
derecho ó incapacidad de los electores. (Arts. 20 de la 
ley y 8.0 del Real decreto de Adaptación.) 

Los que con otro fin se valiesen de ellos, serán consi- 
derados como defraudadores de la renta del papel sellado. 
( Arts. 20 de la ley y 8.0 del R. D. de Adaptación.) 

Los plazos á que se refiere la ley Electoral y que en 
sus disposiciones se señalan, y que afectan al Censo elec- 
toral, son improrrogables, contándose en ellos los días 
festivos, que serán hábiles. (Art. 20 de la ley.) 

Para los efectos de esta ley se reputarán funcionarios 
públicos los de nombramiento del Gobierno y los que 
por razón de su cargo desempeñen alguna función rela- 
cionada con las elecciones, así como los Presidentes y los 
Vocales de las Juntas ordinarias ó especiales del Censo 
electoral, y los Presidentes é Interventores de las Mesas 
y Juntas de escrutinio, (Art. 100 de la ley.) 
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Las eHtaciones telegráficas de servicio limitado esta- 
rán abiertas desde las ocho de la mañana del domingo en 
que tenga lugar la elección, hasta las doce de la noche 
del día en que se verifique el escrutinio general. (Art. 69 
de la ley.) 

£n las elecciones de Diputados provinciales, las esta- 
ciones telegráficiis de servicio limitado estarán abiertas 
desde las ocho de la mañana del domingo en que tenga 
lugar la elección, hasta las doce de la noche del día en 
que se verifique el escrutinio general. (Art. 40 del Real 
decreto de Adaptación.) 

DEL COMISIONADO ESPECIAL DE DOCUMENTOS 

El funcionario público que deba recibir algún docu- 
mento ó comunicación de otro, si no lo recibiera tan pron- 
to como pueda llegar á su poder, dispondrá, bajo su per- 
sonal responsabilidad, que inmediatamente se recoja por 
Comisionado especial, á costa del que hubiera debido en- 
viarle. (Art. 20 de la ley, y 8.í> del llüal decreto de Adap- 
tación.) 

Los Alcaldes, sin embargo, no podrán expedir comi- 
siones contra los Jueces do instrucción y de primera ins 
lancia; pero darán cuenta de las omisiones de éstos al 
Presidente de la Diputación provincial del modo más rá- 
pido posible. En tal caso, el Presidente de la Diputación 
provincial lo hará por sí, dando cuenta á la Junta provin- 
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cial para lo demás que corresponda. (Art. 20 de \ñ ley, y 
8.* del Real decreto de Adaptación.) 

En caso de no poderse obtener inmediatamente el do- 
cumento que hubiere debido remitirse, el Comisionado 
recogerá los datos precisos por ante Notario, y á falta de 
éste, acompañado de tres testigos electores de la Sección 
respectiva, á costa y bajo la responsabilidad del que hu- 
biere dado lugar á la diligencia. (Art. 20 de la ley, y 8. o 
del Real decreto de Adaptación.) 

DE LA FRANQUICIA OFICIAL 

Tiene franquicia oficial la correspondencia ordinaria ó 
certificada que envíen por el correo las Audiencias, los 
Jueces de primera instancia, de instrucción ó municipa- 
les, las Juntas del Censo ó de escrutinio, las Diputaciones 
provinciales ó los Presidentes de las Mesas electorales á 
las Corporaciones, Autoridades ó individuos llamados i)or 
la ley Electoral de 26 de Junio de 1890, á intervenir ofi- 
cialmente en operaciones anteriores al acto de la elección 
ó en las que son consecuencia del mismo. (Real decreto 
de 22 de Septiembre de 1890 en su art. l.o) 

Los Administradores de Correos recibirán la corres- 
pondencia, cuidando de que el expedidor anote en el so- 
bre su contenido y el artículo de la citada ley en que se 
funda la remisión; teniendo en cuenta que el art. 56 de la 
misma dispone que además de la fecha en que se impon- 
gan los pliegos con actas electorales, se anote en el res- 
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guardo la hora en que el correo se hace cargo de aquélla. 
(Real decreto de 22 de Septiembre de 1890 en su art. 2. o) 

DEL PAPEL DE MULTAS 

Este papel se llama de «Multas por infracciones de la 
ley Electoral». 

Es de seis clases: 

I^ 1.a de 200 pesetas. 

La 2.a de 100. 

La 3.a de 50. 

ta4.ad© 26. 

La 6.a de 6. 

La 6.a de 1. 

(Real orden de 12 de Agosto de 1890.) 

La Junta provincial debe solicitar la remisión de pa- 
pel de multas, con pedido autorizado por su Presidente 
con la toma de razón del Contador y el recibo del Depo- 
sitario. (Art. 3.0 de la Real orden de 12 de Agosto de 1890.) 

La Junta provincial debe rendir cuenta especial del 
papel de multas que reciba, para que por ella pueda co- 
nocer la Administración si se realizan á su tiempo los 
ingresos que al Tesoro correspondan por el 20 por 100 de 
las multas. (Art. 4.o de la Real orden del Ministerio de 
Hacienda de 12 de Agosto de 1890.) 
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TÍTULO IV 

DE LOS CENSOS ELECTORALES ESPECIALES 

De los Colegios especiales. 

Constituirán Colegios especiales, y tendrán derecho á 
elegir un Diputado á Cortes por cada 5.000 electores de 
que se compongan, las Universidades literarias, las So- 
ciedades económicas de Amigos del País y las Cámaras 
de comercio, industriales y agrícolas organizadas oficial- 
mente. (Art. 24 de la misma ley.) 

Las Corporaciones expresadas que no lleguen al nií- 
mero de 6.000 electores, se asociarán á las más próximas 
de la misma clase para constituir Colegio electoral. La 
forma de esta asociación y las cuestiones á que dé lugar 
el cumplimiento de este artículo serán resueltas por la 
Junta central del Censo electoral. (Art. 24 de la mis- 
ma ley.) 

DE LOS ELECTORES DE LOS COLEGIOS ESPECIALES 

Para ser comprendido en el Censo electoral de las 
Corporaciones á que se refiere el artículo anterior, se re- 
quiere: 

Primero. Ser elector inscrito en el Censo general sin 
anotación de incapacidad ni suspensión. 

Segundo. Acreditar por certificación de la Junta pro- 
vincial del Censo electoral que se ha anotado en éste, y 
comunicado á la respectiva Junta municipal, la baja del 
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elector que haya de figurar en el de cualquiera de dichas 
Corporaciones. 

Tercero. Acreditar igualmente por medio de certifica- 
ción, firmada por el Alcalde Presidente y por el Secreta- 
rio de la Junta municipal, el recibo de la comunicación 
mencionada en el párrafo anterior, á los efectos preveni- 
dos en el art. 19 (1). (Art. 25 de la ley.) 



(1) Los electores que deseen inscribirse en el Censo especial 
de Universidad literaria, Sociedad económica 6 Cámara de co- 
mercio, industrial ó agrícola, deberán formular las correspon- 
dientes reclamaciones desde el día 15 del corriente mes, á tenor 
de lo establecido en los arts. 25 y 26 de la ley Electoral y de las 
disposiciones de este decreto. 

Cuando la Corporación en cuyo censo haya de inscribirse el 
elector sea Universidad literaria, le será indispensable predentar, 
antes de su inscripción en el re-^pectivo Colegio especial, un 
título facultativo ó profesional, y necesitará asimismo acreditar 
su residencia dentro del respectivo distrito universitario. 

Cuando se trate de una Sociedad económica ó de una Cámara 
de comercio, industrial ó agrícola, necesitará ser socio ó miem- 
bro numerario ó correspondiente de ella, con arreglo á las dispo- 
siciones generales de carácter oficial por que se rija su organiza- 
ción ó sus estatutos, y para el efecto de acreditar dicho carácter 
de socio ó miembro numerario ó correspondiente, bastará que la 
respectiva Junta directiva ó de Gobierno no le ponga reparo 
(Artículo 1." de la Real orden de 15 de Noviembre de 1890.) 

De conformidad con lo dispuesto en el art. 25 de la ley Biec» 
toral, las bajas en el Censo general para pasar á formar parte de 
los Colegios especiale.^, podrán solicitarse por alguna de las tres 
formas siguientes: 

1.* Por comparecencia ante la Junta provincial, certificando 
el Secretario del conocimiento del solicitante. 



La baja en el Censa electoral general para pasar á 
formar parte de los Colegios especiales habrá de solici- 
tarse por comparecencia ante la Junta provincial y certi- 



2/ Por comparecencia ante la Janta municipal, que constará 
en acta, que firmarán el Presidente, el Secretario y el elector 
que solicitase la baja. 

3.* Por escrito á la Junta provincial, en el que conste por 
acta notarial la solicitud del elector de pasar al Colegio especial, 
y se dé fe por el Notario del conocimiento del solicitante 

Las comparecencias, así como los escritos con acta notarial, 
podrán efectuarse y suscribirse individual ó colectivamente con 
tal de que todos los interesados pretendan pasar á un mismo Co- 
legio y tengan la misma residencia. (Art. 2." de la misma Real 
orden.) 

En el mismo día en que se verifiquen las comparecencias 
ante las Juntas provinciales, ó en que reciban éstas las actaS- 
listas de las efectuadas ante las Juntas municipales, ó en que se 
les presenten las solicitudífs solemnizadas con el acta notarial, 
deberán dicbas Juntas provinciales extender con el carácter de 
provisionales las anotaciones de bajas en el Censo general, hn- 
ciéndolo constar así en los docuaaentos que ellas expidan, ó bien 
en su caso al pie de las actas ó documentos notariales que hayan 
recibido, y oficiarán incontinenti á las Juntas municipales res 
pectivas comunicándoles las bajas de los electores. 

En el mismo día deberán asimismo quedar entregados los do- 
cumentos á los interesados ó las Juntas encargadas de la forma- 
ción de los Censos especiales respectivos. (Art. 3." de la misma 
Real orden.) 

Las certificaciones á que se refiere el núra. 3.° del art. 25 de 
la ley podrán extenderse pernota á continuación délas certifica 
cienes expedidas por las Juntas provinciales, ó de las notas cer^ 
tifícadas puestas por las mismas Juntas, y deberán autorizarse 
por el Presidente y Secretario de la Junta municipal tan luego 
como se reclamen por cualquier interesado, y previo el exam«u 



^•ficando del conocimiento del solicitante el Secretario de 
la misma, ó por escrito acompañando acta notarial en que, 
con fe del conocimiento por el Notario, se haga constar 
la solicitud del elector de pasar al Colegio especial, ó por 
comparecencia ante la Junta municipal, que constará en 
acta que firmarán el Presidente, el Secretario y el elector 
que solicitare la ba a. (Art. 26 de la ley.) 

Para dejar sin efecto la nota de baja que expresa el 
núm. 2.0 de este artículo será preciso acreditar, con certi- 
ficación del Presidente y Secretario del Colegio especial, 
que el elector no llegó á ser alta en él, ó que le dio de 
baja á su instancia. Para acordar esta baja en el CJolegio 
especial habrá de solicitarse de la Junta directiva del 
Censo del mismo en la forma determinada en el párrafo 
anterior. (Art. 26 de la ley.) 

El Presidente de la Junta provincial dará inmediata- 
mente conocimiento al de la municipal respectiva, para 
los efectos del art. 1 9, de la cancelación de la nota de 
baja en el Censo electoral general. (Art. 25 de la ley.) 

Cuando la Corporación en cuyo censo haya de inscri- 



correspoiidiente que se hará en el mismo acto. (Art. 4." de la 
misma Real orden.) 

Los Rectores de las Universidades, los Presidentes de las So- 
ciedades económicas de Amigos del País y los de las Cámaras de 
comercio, industriales y agrícolas, podrán tnunciar la forma en 
que han de acudir á ellos los que soliciten ingresar en el Censo 
especial respectivo, sujetándose á las fechas y prescripciones de 
este decreto. (Art. 5." de la misma Real orden.) 
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birse el elector sea una Universidad literaria, será indis- 
pensable además presentar un título facultativo ó profe- 
sional^ y residir dentro del distrito universitario. (Art. 26 
de la ley). 

Cuando se trate de una Sociedad Económica ó de una 
Cámara de Comercio, industrial ó agrícola, ser socio x> 
miembro numerario ó correspondiente de ella, con arre- 
glo á las disposiciones generales de carácter oficial por 
que se rija su organización y á sus estatutos. (Art. 28 de 
la ley). 

En las Universidades literarias la formación y rectifi- 
caciones del Censo electoral estarán á cargo de una Jun- 
ta, compuesta del Rector, Presidente; de los Decanos do 
las Facultades, y de los Directores de los Institutos y Je- 
fes de las Escuelas superiores, especiales y profesionales 
establecidos en la misma ciudad. (Art. 27 de la ley). 

En las Sociedades Económicas y Cariaras de Comer- 
cio, industriales y agrícolas, estas funciones corresponde- 
rán á las respectivas Juntas directivas ó de gobierno (1). 
(Art. 27 de la ley). 



(1) Las Juntas directivas que establece el art 2T de la ley 
Electoral, correspondientes á las Universidades literarias, Socie* 
dades Económicas y Cinaras de Comercio, industriales 6 agrí- 
colas que quieran constituirle inmediatamente en Colegios espe- 
ciales, deberán presentar el día 5 de Diciembre próximo sus 
respectivos censos á la Junta provincial del censo á que corres- 
ponda el domicilio do la oticina principa,! de la Corporación, para 
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El Censo electoral especial para lasUniversidades li- 
terarias, Sociedades Bcouómicas de Amigos del País, y 
Cámaras de Comercio, industriales y agrícolas, se rectifi- 
caró anualmente sobre la base de la rectificación hecha 
en el general. (Art. 28 de la ley). 

Esta rectificación y la resolución de las reclamaciones 
de inclusión y exclusión que se presenten por el concepto 
especial del colegio se verificará por las Juntas expresa- 
das en el art. 27, desde el día 15 al 30 de Junio. (Art. 2f^ 
de la ley). 

Las resoluciones de estas Juntas se comunicarán in- 
mediatamente á la provincial del censo á que corresponda 
el domicilio de la oficina principal de aquellas Corpora- 
cioues, para que se inserten en el número extraordinario 
del Boletín oficial de la provincia. (Art. 28 de la ley). 

DK LAS APELACIONBS ANTE LAS AUDIENCIAS TERRITORIALES, 
DE LAR RESOLCÍ.'IOXRS DE LAS JUNTAS DIRECTIVAS DE LOS 
COLEGIOS ESPECIALES SOBRE INCLUSIÓN T EXCLUSIÓN DE 
ELECTORES. 

De las resoluciones de inclusión ó exclusión en los 



que se iuserten en el número extraordinario del Boletín oficial de 
la proviueia. 

Aeinui^mo deberán someterse á las prescripciones de los ar- 
tículos siguientes. (Art. G." de la misma Real ord»Mi). 

La publicación en dicho BoJetin oficial de la provincia habrá 
de tener efecto á más tardar el día 10 del citado mes de Diciem- 
bre. (Art. '7.'* de la misma Real orden). 
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censor eepecales podrá apelar ante la Audiencia territo- 
rial respectiva cualquiera de las personas á quienes él ar- 
tículo 14 atribuye el derecho de reclamar. La apelación 
se interpondrá dentro del plazo de quince días , á contar 
desde la publicación de las resoluciones en el Boletm ofi- 
cial^ pudiéndose acompañar los documentos en que se 
funde la impugnación. (Art. 29 de la ley). 

La Audiencia, dentro de los quince días siguientes á 
la interposición de la apelación, y previo informe de la 
Junta cuya resolución se haya impugnado, y con citación 
de la misma y del elector interesado en su caso, resolverá 
en la forma y condiciones establecidas en el art. 15, y co- 
municará de oficio su resolución á la Junta provincial co- 
rrespondiente dentro del término de tercer día (1). ¿Ar- 
tículo 29 de la ley). 



(1) De las resoluciones de las Juntas encargadas de la forma- 
ción de los Censos especiales, se podrá apelar directamente ante 
la Audiencia territorial dentro de seis días naturales, d contar 
desde la publicación de dichas resoluciones en el Boletín oficial, 
pudiéndose acompañar los documentos en que se funde la im- 
pugnación. (Art. 8.** de la misma Real orden). 

Dentro de los quince días naturales siguientes á la interpo- 
sición de los respectivos recursos y con sujeción á lo dispuesto 
en el art. 29 de la ley Electoral, deberán las Audiencias territo- 
riales resolverlos en la forma y condiciones establecidas en el 
art. 15 de la misma, sin que bajo ningún motivo ni pretexto 
pueda dilatarse la resolución más allá del 6 de Enero de 1891, 
que será el último día en que habrán de comunicar sus acuer- 
dos á las correspondientes Juntas directivas ó de gobierno. (Ar- 
líjulo 9." de la misma Real orden). 
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Con el resultado de . estas apelaciones se rectificará 
definitivamente el censo espiecial de las Corporaciones, 
publicándose el nuevo número extraordinario del Boletín 
oficial de la provincia antes del día 16 de Septiembre de 
cada año, y regirá hasta la rectificación del año siguiente. 
(Art. 30 de la ley.) 

La Junta provincial remitirá ejemplares del mismo, 
sellados y firmados, á la Junta central del Censo electo- 
ral, á la Presidencia de las Corporaciones respectivas, al 
Presidente de la Audiencia territorial y á los Jueces de 
instinicción, de prímera Instancia y municipales á que co- 
rrespondan los domicilios de los comprendidos en el cen- 
so primero (1). (Art. 30 de la ley.) 

PE LAS SECCK)NK.S 

Del 16 al 20 de Septiembre las Juntas encargadas de 
los Censos especiales dividirán su Cuerpo electoral en 
las secciones necesarias para la votación, no debiendo 
pasar de 600 el número de electores de cada una, y agru- 
pando á éstos según su domicilio. (Artículo 31 de la ley.) 

También designarán para cada sección un Presidente 
ordinario y un suplente, que lo serán los /le las Corpora 



(1) Con el resultado de estas apelaciones se rectificará el 
Censo especial de las Corporaciones, según dispone el art 30 de 
la ley Electoral, debiéndose publicar el nuevo á mas tardar el 
día 16 del citado mes de Enero y remitirse por la Junta provia- 
cial los ejemplares que determina el citado artículo. 
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ciooes asociadas con arreglo al art. 24, si las hubiere, ó 
los del establecimiedto ó sucursal de más representación 
que las mismas Corporaciones tengan en las respectivas 
localidades, y en su defecto, los socios más antiguos que 
residan en ellas. (Art. 31 de la ley.) 

A la vez señalarán los locales en que se hayan de 
constituir las secciones, los cuales serán de la dependen- 
cia de la Corporación ó Corporaciones que formen el Co- 
legio, si los tuvieren, (Art. 31 de la ley.) 

La división y degúgnaciones referidas se comunicarán 
dentro del plazo expresado á la Junta central, la cual 
podrá aprobarlas ó modificarlas. Igualmente se comuni- 
carán á la Junta provincial. (Art. 31 de la ley.) 

Si el día 1.^ de Octubre no hubiese ésta recibido reso- 
lución de la Junta central, se entenderán aprobadas, y en 
todo caso se publicarán por la Junta provincial en el Bo- 
letín oñcial antes del 15 de Octubre, remitiendo á la Jun- 
ta central, á la Presidencia de las Corporaciones respecti- 
vas y á las de cada sección, ejemplares firmados y sella- 
dos. (Art. 31 de la ley.) 

DE L\S LISTAS DEFINITIVAS DE ELECTORES 

Publicado el Real decreto de convocatoria de una elec- 
ción en Colegio especial, los Presidentes de secciones ex- 
pondrán inmediatamente al público, hasta el día en que 
aquélla termine, las listas definitivas de los electores que 
formen la sección respectiva. (Art. 31 de la ley.) 
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Los Jueces de primera instancia, de instrucción y mu- 
nicipales remitirán á los Presidentes de sección, bajo 
sobre certificado, y con la antelación precisa para que 
surtan efecto en el día de la elección, las certificaciones 
determinadas en el art. 19, en cuanto afecten á electores 
comprendidos en los Censos especiales, notificando, como 
en el citado artículo se previene, el cumplimiento de este 
servicio al Presidente de la Junta provincial. (Art. 31 de 
la ley) (1). 



(1) En el período desale el día 16 de piciembre pasado hasln 
el 16 de Knero de 1891, las reapectivaa Juntas directivas 6 de 
gobierno prepararan la división en Secciones, y concertarán en 
su caso el plan de asociación con las Corporaciones más próxi- 
mas de la misma clase para llegar á reunir los 3.000 electores 
que exige como mínimum el art. 24 de la ley Electoral. Junta- 
mente con la designación de Presidentes y suplentes y señala- 
miento de locales que prescribe el art. 31 de la misma, se comu- 
nicarán los debidos antecedentes á más tardar el día 17 de Enero 
á la Junta central para su resolución. Dichos antecedentes se 
comunicarán igualmente á la Junta provincial. Si para el día ííl 
de Enero no hubiese ésta recibido resolución de la Junta central, 
se entenderán aprobadas la división y designaciones referidas, 
y, en todo caso, se publicarán por la Junta provincial en el Bo- 
letín Oficial antes del día 1.** de Febrero siguiente, remitiendo á 
la Junta central, á la Presidencia de las Corporaciones respecti- 
vas y á las de cada Sección electoral del respectivo Colegio es- 
pecial, ejemplares firmados y sellados. (Art. 11 de la misma 
i Real orden.) 

Una vez constituido el Colegio, la Junta provincial lo comu- 
nicará á la Central, así como á Ihs Juntas municipales para que 
éstas consideren como definitivas las anotaciones de bajas pro- 
visionales. 

El Derkcho kukctorái. 9 
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btíL PUOCKDIMIENTO DE LA ELECCIOlí 

Las Mesas y los procedimientos electorales de los Co- 
legios especiales se regirán por lo establecido en esta ley 
para las Mesas y procedimientos electorales en los dis- 
tritos^ desempeñando las funciones que en dichas Mesas 
corresponden á los Alcaldes y á sus suplentes, los Presi- 
dentes de las Corporaciones y los designados para sus 
secciones. (Art. 32 de la ley.) 

Los Interventores serán designados por los candida- 
tos ante las Juntas provinciales del Censo electoral para 
todas las secciones comprendidas en la provincia respec- 
tiva, y en la misma forma determinada en el art. 39 y ^- 
guientes. (Art. 82 de la ley.) 

El escrutinio general tendrá siempre lugar en el do- 
micilio, principal de la Corporación, bajo la presidencia 



Igual advertencia consignarán también las Juntas provincia- 
les en el Censo general. (Art. 12 de la misma Real orden.) 

Si sobre la base de una misma acta de Corporación alguna 
Cámara agrícola estuviera oticialmeuto organizad^ en secciones 
ó sucursales ó Juntas locales por manera que funcionaran éstas 
como Junta directiva ó de gobierno de los asociados en la res- 
pectiva localidad ó región, aunque bajo la dependencia superior 
de otra Junta directiva central, ia Junta directiva que corres- 
ponda al dortncilio déla oficina principal de aquella Corpora- 
ción, según lo dispuesto en el art. 21 de la ley Electoral, será 
la encargada de cumplimentar ante la Junta central del Censo 
lo dispuesto en el art. 11. (Art. 13 de la misma Real orden ) 



m 

de quien deselnpeñe la de la misma, sujetándose diclias 
Mesas y la Junta de escrutinio en sus reladones con el 
público, con las Autoridades y con las Juntas central y 
provincial del Censo electoral, á las obligaciones impues- 
tas á las Mesas y Juntas de escrutinio de los distritos. 
(Art. 32 de la ley) (1). 



(l) LasiMesas y los procedimientos electorales de los Colegios 
especiale:^ se regirán por las disposiciones del art. 92 de la ley 
Electoral. 

Con respecto á las Universidades literarias cuyo Censo elec- 
toral se forma con electores pertenecientes á las diferentes pro- 
vincias del distrito universitario, conforme al art. 26 áe la ley 
Electoral, la designación de Interventores por los candidatos se 
hura ante la Junta provincial que corresponda al domicilio de la 
olicina principal de la Corporación. En esta mi.sma oficina se ve- 
rificará el escrutinio. 

Cuando se trate de Colegios especiales formados por Corpo- 
raciones asociadas, la designación de Interventores se hará asi- 
mismo ante la Junta provincial que corresponda al domicilio de 
Id oficina fijada como centro principal en el concierto de ésta 
asociación. 

Cuando una Cámara agrícola, compuesta de secciones regio- 
nales, ó Juntas locales ó sucursales, abarque diferentes provin- 
cia.«i, la Junta central de dicha Cámsra, teniendo en cuenta la 
distribución de sus organismos respectivos, propondrá para cada 
una de sus secciones. Juntas locales ó sucursales, la Junta pro- 
vincial del Censo ante la cual deba hacerse la designación de In- 
terventores, así como la oficina provincial en que deban verifi- 
carse los escrutinios. (Art. 14 de la misma Real ord«n.) 

En las Universidades literarias, Sociedades económicas «le 
Amigos del País y Cámaras de Comercio, inilustriales ó agríco- 
las, que hayan de elegir uno ó más Diputados, sera aplicable en* 



l)ISt»OSlOlOKKS VARIAD 

En las Universidades literarias, Sociedades económi- 
cas de Amigos del País y Cámaras de Comercio, indus- 
triales ó agrícolas, que hayan de elegir uno ó más Dipu- 
tados, será aplicable en un todo lo dispuesto en el ar- 
tículo 22. (Art. 33 de la ley). 

Ningún Colegio especial comenzará á funcionar hasta 
que esté ultimado y publicado el Censo electoral corres- 
pondiente. (Art. 34 de la misma ley). 

ínterin no se halle constituido el Colegio en la forma 
indicada en los artículos anteriores, los electores que hu- 
bieren solicitado su inclusión en el Censo del mismo no 
serán baja definitiva en el general del distrito á que per- 
tenezcan, si bien se hará en él, con carácter provisional, 
las anotaciones procedentes. (Art. 34 de la ley). 

Una vez publicado el Censo y constituido el Colegio, 
la Junta provincial lo comunicará á la central, así como 
á las municipales, para que conviertan en definitivas las 
anotaciones de bajas provisionales. (Art. 34 de la ley). 

£n los casos en que se disuelva un Colegio^ ó la Junta 
central, en vista del resultado del Censo, declare que 



un todo lo dispuesto en el art. 22 de la ley Electoral. (Art. 15 
de la misma Real orden) (a). 

(a) Está publicada esta Real orden en la Gaceta de Madrid corre«pon> 
diente al día 16 de Noviembre de 1890. 
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aquél no puede funcionar por haber disminuido el núme- 
ro de electores que se requiere para constituirlo, la Junta 
provincial lo comunicará á las municipales para que, en 
•el primer caso, se cancelen definitivamente las anotacio- 
nes de baja én los Censos de distrito, y en el segundo 
se conviertan en provisiones basta que el Colegio se cons- 
tituya de nuevo. (Art. 34 de la ley). 

La Junta provincial y las municipales darán conoci- 
miento á las respectivas superiores de haber cumplido las 
obligaciones que se les impone en el párrafo anterior. 
(Art. 34 de la ley). 

La inscripción de un elector en un Censo especial im- 
pide su inclusión en otro de esta clase. (Art. 35 de la ley). 

TITULO V 

DE LAS ELECCIONES PARCIALES 

CAPITULO PRIMERO 
De las elccñones parciales de Diputados á Cortes, 

Solamente por acuerdo del Congreso se podrá proce- 
der á la elección parcial de Diputado en uno ó más dis- 
tritos ó Colegios especiales por haber quedado vacante 
su representación en las Cortes. (Art. 73 de la ley). 

Para los distritos que con arreglo á esta ley deben 
elegir tres ó más Diputados, solamente se entenderá que 
hay vacante en su representación en las Cortes cuando 
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por cualquiera cansa faltasen dos por lo menos de bus 
Diputados. (Art. 74 de la ley). 

El Real decreto convocando á los Colegios electorales 
de uno ó más distritos para elección parcial de Diputados ' 
á Cortes se publicará en la Gaceta de Madrid dentro de 
ocho días, contados desde la fecha de la comunicación 
del acuerdo del Congreso. En el mismo Real decreto se 
señalará el día en que ha de hacerse la elección, y no se 
podrá fijar este día antes de los veinte ni después de los 
treinta, contados desde la fecha de la convocatoria. (Ar- 
tículo 76 de la lej^. 

La elección parcial se hará en el día señalado por los 
trámites y en la forma prescritos por esta ley para las 
elecciones generales. (Ajrt. 76 de la ley). 

CAPITULO II 

De las elecciones parciales de Diputados provinciales 
y Concejales, 

Las elecciones parciales de Diputados provinciales y 
de Concejales, continuarán verificándose con arreglo á su 
legislación orgánica respectiva; haciéndose en el día se- 
ñalado por los trámites y en la forma prescritos por este 
decreto para las elecciones generales (1). (Art. 56 del 
Real decreto de Adaptación). 



(1) La última renovacióu bienal de Diputados provinciales 
se ha verificado eu 1 de Diciembre de 1890, en virtud de la 
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Las elecciones parciales de Concejales en los casos del 
párrafo l.o del art. 46 de la le}' Municipal, se efectuarán 
con arreglo al Censo electoral, siendo aplicables á ellas 
los preceptos contenidos en los artículos 1.^ y 2.^ y 
en los títulos 2.o y 6.0 de la nueva ley, así como los del 
capítulo 1.^ del título 5.o referentes á la forma de las vo- 
taciones, única alteración establecida en la legislación an- 
terior, que en todo lo demás queda subsistente. 

En tanto, las vacantes de Concejales quedarán cu- 
biertas por interinos nombrados en la forma y con los re- 
quisitos que prescribe la ley Municipal de 2 de Octubre 
de 1877, reformada por la de 9 de Julio de 1889. (Real 
orden circular de 14 de Agosto de 1890). 

DK LAS ELECCIONES PARCIALES DE CONCEJALES 

Es de sumo interés para el cuerpo electoral el conoci- 
miento de las disposiciones contenidas en el Real decreto 
de 30 de Diciembre de 1890 para la elección parcial de 
Concejales, y por eso las publicamos en capítulo aparte, 
y son las siguientes (1): 



ley «le 19 de Febrero del mismo año, habiéndose aplicado el 
Censo electoral, formado por la ley de 26 de Junio de 1890. 

Las Diputaciones se han reunido el 2 de Enero del corriente 
afio, en que, según la ley de 19 de Febrero, se ha abierto el pe- 
ríodo semestrnl que correspondí! inaugurarse en el quinto mes 
del presente año «económico. 

(1) El pre.mbulo ó Exposición de ese Real decreto dice así: 
Señora: Reiteradamente ha manifestado el Gobierno de V. M . 
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En todos los Ayuntamientos constituidos con Conce- 
jales interinos, en los que debiera procederse á elecciones 



sobre todo en la Real orden de 14 de Agosto y en el Real decre- 
to de 5 de Noviembre último, el propósito que le anima de pro- 
ceder á que se verifíquen elecciones parciales para sustituir con 
Concejales propietarios todos los interinos existentes antes de 
celebrarse las primeras elecciones de Diputados á Cortes, á fío 
de que éstas se realicen con Ayuntamientos de elección popular, 
legítimamente constituidos, ya que no había sido posible verifi- 
carlas en el momento señalado por la ley por no existir Censo 
que permitiera poner en práctica la reforma electoral promul- 
gada. 

La actual división de los pueblos de cierto vecindario en dis- 
tritos exige, ó que el Censo tome por base esa división para dis- 
tribuir á los electores en Secciones dentro de la unidad del dis- 
trito existente, ó alterar la actual distribución con arreglo á la 
que se eligen los Concejales y se nombran los Tenientes. Esto 
último pareció al Gobierno expuesto á gran confusión para los 
pueblos, en los que importa mantener lo ya conocido y experi- 
mentado, pues sólo el tiempo y la práctica gíirantizan el exacto 
cumplimiento de este linaje de funciones públicas. 

A este fin, apenas terminadas las elecciones provinciales se 
apresuró el Gobierno á dirigirse en consulta á la Junta Central 
pidiéndole los datos oficiales indispensables para conocer el es- 
tado actual del Censo electoral en España, con el correspondien- 
te y autorizado informe de la misma Junta acerca de las defi- 
ciencias que hallase en él, caso de que hubiere alguno que a su 
juicio no estuviera correctamente ultimado, y de los medios más 
prácticos y eficaces para salvar las dificultades de la eleccióu 
parcial. 

La Junta Central, en comunicación dirigida por su Presiden- 
te al del Consejo de Ministros en 18 del corriente Diciembre, ma- 
nifiesta que las operaciones relativas á la formación del Censo 
están terminadas en todas las provincias, y que han remitido á 
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parciales con arreglo á la ley Municipal vigente y á la 
disposición tercera transitoria del Real decreto de 6 de 



)a C<íittral las listas definitivas todas las Juntas provinciales con 
ligeras excepciones, que no son bastantes á impedir que puedan 
verificarse las elecciones. 

Después de exponer diversos datos sobre el organismo del 
Censo, propone la Junta dos soluciones para salvar la dificultad 
consultada: ó modificar la ley Municipal ajustándola á la divi- 
sión del Censo de cada pueblo en Secciones de á 500 electores, 
])rescindiendo de los distritos en que hoy están subdivididos los 
Municipios, ó que allí donde sea necesario para celebrar elección 
parcial municipal, los electores que consten en las listas copia- 
das del Censo se agrupen de un modo distinto sobre la base de 
los distritos municipales, siempre que en la nueva división se 
expresen al lado de cada elector la Sección del Censo general á 
que pertenezca, y el número que en la misma Sección le corres- 
ponda. 

La primera de esas soluciones sería quizás la más ajustada ál 
artículo 23 de la 'ey Electoral en su letra y estricto sentido, si 
se prescindiera en absoluto del art. 4." de los adicionales; pero 
traería al régimen provincial y municipal una profunda pertur- 
bación, imposible de acometer y de dominar en las actuales cir- 
cunstancias. 

El segundo medio propuesto, aunque no de absoluta satisfac- 
ción á la vida normal de las provincias y de los Municipios, pro- 
porciona al menos, con carácter provisional, una solución á las 
dificultades del momento; y el Gobierno, de conformidad con el 
dictamen de la Junta y aceptando su propuesta, que considera 
debe hacer extensiva á los inconvenientes de la propia índole 
que puedan ocurrir en la renovación bienal que hade efectuarse 
en Mayo del año próximo, tiene la honra de someter á la apro- 
bación de V. M. el adjunto proyecto de decreto. 

Madrid 30 de Diciembre de 1890.— Seí^oba.: A. L. R. P. de 
V. M , Francisco Silvela. 
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Noviembre último, y cuyas elecciones no se han podido 
verificar por no estar formado el Censo electoral, se pro- 
cederá á verificar dicha elección dentro del término que 
los Gobernadores de cada provincia señalen, y que no 
excederá de quince días, á contar desde la publicación 
de este decreto. (Art. l.o del Real decreto.) 

Los Ayuntamientos que hasta el presente no hubie- 
sen llegado aun á determinar el número de Concejales 
que corresponde á cada distrito de su término municipal, 
en cumplimiento de lo ordenado en los artículos 12 y 13 
y disposición segunda transitoria del Real decreto de 5 
de Noviembre próximo pasado, procederán á efectuarlo 
con la mayor urgencia. Después de fijado ese número, se 
asignarán proporcionalmente y por sorteo á cada distrito 
los Concejales que por no haber cesado en 1889 deben 
ser reemplazados en Mayo de 1891, así como los que aún 
deben continuar en sus cargos, por manera que en dicha 
renovación bienal, y en las sucesivas^ concurran á la vo- 
tación todos los distritos, y quede al propio tiempo de- 
terminado el distrito en que se deba proceder á la elec 
ción parcial en caso de vacante. (Art. 2.^ del Real de- 
creto.) 

En el caso de que algún Ayuntamiento donde haya 
de hacerse elección no tuviera formado su Censo electo- 
ral sobre la base del distrito, procederá desde luego y sin 
levantar mano á practicar las operaciones necesarias para 
agrupar los electores sobre dicha base de los distritos 
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municipales^ teniendo en cuenta las prescripciones de los 
artículos 12 y 13 del Real decreto de 6 de Noviembre 
último, y ajustándose á los términos y procedimientos 
propuestos por la Junta central i ó sea cuidando de que 
en la nueva división se expresen, al lado del nombre de 
cada elector, la Sección del Censo general á que perte- 
nezca y el número que en la misma Sección le corres- 
ponde. 

Tan pronto como la operación se ultime, se expon- 
drán las listas al público por término de dos días, y en 
un plazo que no exceda de cinco se procederá á la elec- 
ción parcial. (Art. 3.o del Real decreto.) 

Los Ayuntamientos que hubieren sido declarados de 
constitución ilegal por infracción de los artículos 86 y 37 
de la ley Municipal, si no hubieren dividido ya su térmi- 
no con arreglo á la ley, procederán inmediatamente á ve- 
rificarlo, con sujeción á lo que ella dispone y á lo preve- 
nido en el Real decreto de 5 de Noviembre antes citado. 
(Art. 4.0 del Real decreto.) 

Si por consecuencia de las operaciones ordenadas en 
los artículos precedentes, alguna elección municipal coin- 
cidiera con las de la elección para Diputados á Cortes ó 
Senadores, se aplazará hasta después que éstas tengan 
lugar. (Art. 5.o del Real decreto.) 

El Gobierno propondrá á las Cortes en su primera 
reunión un proyecto de ley con el fin de que los Conce- 
jales que entraren en ejercicio á consecuencia de estas 
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elecciones parciales se consideren como elegidos en la 
próxima renovación bienal, á los efectos de la duración y 
cesación de sus funciones. ( Art. 6.0 del Real decreto.) 

Las prescripciones Jel art. 3.^ serán ai>licables para 
la renovación bienal que ha de efectuarse en Mayo veni- 
dero, con respecto á todos aquellos Ayuntamientos que 
no hayan formado su Censo sobre la base de los distritos 
municipales, y á este fin cuidarán los Ayuntamientos 
respectivos, tan luego como efectúen las operaciones pre- 
venidas en el art. 2.o, de preparar y llevar á cabo en 
tiempo oportuno la nueva agrupación de electores, á fin 
de que con arreglo á ella se realice la indicada renovación 
bienal. (Art. 7. o del Real decreto.) 

El Gobierno dará cuenta á las Cortes de este decreto 
y de las resoluciones que dicte para su cumplimiento. 
(Art. 8.0 del Real decreto.) 

TÍTULO VI 

DE LA PRESENTACIÓN DE LAS ACTAS 

CAPÍTULO PRIMERO 

De la presentación de las actas y reclamaciones electorales 
ante el Congreso. 

El Congreso, en uso de la prerrogativa que le compete 
por el art. 34 de la Constitución (1), examinará y juzgará 



(1) Este artículo 34, dice: «Cada uno de los Cuerpos Colegís- 
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de la legalidad y las elecciones por los tíámítes que de- 
termine su reglamento, y admitirá como Diputados á los 
que resulten legalmente elegidos y proclamados en los 
distritos y Colegios especiales si reúnen la capacidad 
necesaria para ejercer el cargo y no están comprendidos 
en las incompatibilidades que declare la ley (1). (Art. 77 
de la ley.) 

En los casos de elección empatada, si uno sólo de los 
candidatos empatados tuviese aptitud legal para ser 
Diputado, será proclamado y admitido desde luego una 
vez aprobada la elección. 

También será admitido desde luego y proclamado por ' 
el Congreso el que resulte legalmente elegido, si hubiese 
en el acta protestas que aparezcan justificadas contra la 
votación del otro ú otros candidatos empatados: 

A falta de estas diferencias será proclamado Diputado 
entre los candidatos empatados. 

Primero. El que hubiere ejercido más veces el cargo. 
Segundo. El que lo hubiere ejercido más tiempo. 
Tercero. El mayor en edad. (Art. 78 de la ley.) 

Las actas de la Junta de escrutinio, remitidas á la 
Junta central en cumplimiento de lo dispuesto en el 



ladores forma el respectivo reglamento para su gobierno, y exa 
mina así las calidades de los individuos que le componen como 
la legalidad de su elección. 

(1) Se han citado en el título primero, capítulo lY de este 
libro. 
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íiít. 69 de la ley^ se entregarán por ésta en ctíanto Üegúefí 
á su poder en la Secretaría del Congreso, á cuya disposi- 
ción tendrá aquella Junta en todo caso los demás do 
cumentos referentes á actas electorales. (Art. 79 de 
la ley.) 

Los Diputados, electos ó presuntos, proclamados por 
las Juntas de escrutinio en elecciones generales, deberán 
presentar la credencial respectiva dentro de dos meses, á 
contar desde el día de la reunión de las Cortes. 

Para los proclamados en elección parcial el plazo se 
contará desde el día de su proclamación por la Junta de 
escrutinio. 

Se entenderá que renuncia su cargo el que no presente 
la credencial dentro de los términos establecidos por este 
artículo, y en su consecuencia se declarará la vacante del 
distrito ó Colegio correspondiente, después de resolver 
el Congreso sobre la legalidad de la elección. (Art. 80 de 
la ley.) 

Si un mismo individuo resultase elegido por dos ó 
más distritos á la vez, optará por uno de ellos ante el 
Congreso dentro de los ocho días siguientes á la aproba- 
ción de la última de sus actas si entonces estuviese ya 
admitido como Diputado, ó de treinta días en otro caso. 

A falta de opción expresa en uno y otro término, de 
cidirá la suerte ante el Congreso el distrito que le corres- 
ponda, y se declarará la vacante con respecto á los 
demás. (Art. 81 de la ley.) 



t4á 

bespués de aprobada por el Congreso una elección y 
de admitido el Diputado electo por ella, no se podrá ad- 
mitir reclamación alguna, ni volver á tratar sobre la va- 
lidez de la misma elección, ni tampoco sobre la actitud 
legal del Diputado, á no ser por causa de incapacidad 
posterior á su admisión. (Art. 84 de la ley.) 

CAPÍTULO n 

De la presentación de las actas y reclamaciones electorales 
ante las Diputaeiones provinciales y Ayuntamientos. 

\jA, presentación y examen de las actas y las reclama- 
ciones electorales sobre las mismas, se verificarán con 
arreglo á la legislación orgánica provincial y municipal y 
á las disposiciones que en caso ne(;esario dicte el Gobier- 
no en virtud de sus facultades constitucionales. (Art. 67 
del Real decreto de Adaptación.) 

TITULO ADICIONAL 

DE LOS ARTÍCULOS ADICIONALES Y DISPOSICIONES 
TRANSITORIAS 

CAPITULO PRIMERO 

De los artículos adicionales y disposiciones transitorias 
de la ley Electoral de 28 de Junio de 1890. 

ARTÍCULOS ADICIONALES 

Primero. Las disposiciones de los artículos l.o y 2.*^ 
y las de los títulos 2.« y (5.*^ de esta ley, así como lo refe- 
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fente á ía íofina de ías votaciones, éetán aplícábíes á íaái 
elecciones de Concejales y de Diputados provinciales 
cuando hayan de verificarse conforme á las leyes respec- 
tivas (1). 

Segundo. La Junta provincial del Censo publicará 
como complemento de las listas ordinarias una dividida 
por secciones, en que se comprendan los electores que 
hayan sido baja en el Censo general para formar parte 
de los Colegios especiales, y las comunicará á los Alcaldes 
respectivos, á fin de que aquéllos puedan ejercitar opor- 
tunamente su derecho en las elecciones á que se refiere 
el artículo anterior. 

Tercero. La Junta provincial del Censo electoral en 
Navarra será presidida por el Vicepresidente de su Dipu- 
tación. No formarán parte de ella los que hubieran pre- 
sidido la Diputación á título de Gobernadores de la pro- 
vincia. 

!ái no hubiese número suficiente de ex Vicepresiden- 
tes y de ex Diputados para completar el de quince con 
los cuatro Diputados en ejercicio que deberán formar la 
Junta provincial, serán suplidos por los restantes Diputa- 
dos provinciales y por los Concejales del Ayuntamiento 
de Pamplona que lo hubiesen sido más veces. 



(1) Fué esta disposición una de las bases del Real decreto de 
Adaptacióo. 



I 



146 

Cuarto. El Gobierno de S. M., oida la Junta central 
del Censo electoral, dictará las disposiciones necesarias 
liara el cumplimiento de esta ley y su adaptación á las 
elecciones de Concejales y Diputados provinciales (1). 

Quinto. Las disposiciones del título 6.0 de esta ley se 
aplicarán á los actos ú omisiones que puedan tener lugar 
ron motivo de las elecciones de Senadores, y en relación 
con las disposiciones de la ley que las regula. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

Mienti-as por una ley no se haga una nueva división 
en distritos electorales del territorio de la Península é 
islas Baleares y Canarias, se declara subsistente la esta- 
blecida por la ley de l.^ de Enero de 1871 con las modifi- 
caciones introducidas por otras posteriores y por el ar- 
tículo 2.0 de la de 28 de Diciembre de 1878, así en cuanto 
á su territorio y capitalidad, como en cuanto al número 
de Diputados que hayan de elegirse (2). 



(1) Bstas disposiciones son las del Real decreto de Adapta- 
ción de 5 de Noviembre de 1890. 

(2) Esta disposición es la primera de las transitorias y la 
única hoy en vigor, pues las demás tuvieron ya cumplimiento 
antes de la formación del Censo electoral que hoy rige. 



El Dciuccho ulbotokal 



[tíHIVEI. :■! 
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CAPITULO n 



De las disposiciones transitorias vigentes del Real decreto 
de Adaptación de 5 de Noviembre de 1890. 

Tan luego como esté ultimado el Censo, los Ayunta 
inientos procederán á determinar el número de Conceja 
les que corresponde á cada distrito de su término munici- 
pal, conforme á lo dispuesto en los artículos 12 y 13 de 
este decreto. Inmediatamente, después de fijado este nú- 
mero, se asignarán proporcionalmente y por sorteo á cada 
distrito los Concejales que deben ser reemplazados en 
Mayo de 1891 y los que aun deben continuar en sus car- 
gos; por manera, que en dicha renovación bienal y en las 
sucesivas^ concurran á la votación todos los distritos, y 
quede al propio tiempo determinado el distrito en que se 
deba proceder á elección parcial en caso de vacante. ' 

No obstante lo dispuesto en los artículos 46 y siguien- 
tes de la ley Municipal de 2 de Octubre de 1877, relati- 
vos á elecciones parciales y casos en que no es necesario 
verificarlas por ocurrir las vacantes dentro del medio año 
anterior á las elecciones ordinarias, el Gobierno procede- 
rá á verificar todas las elecciones parciales para sustituir 
con Concejales propietarios todos los interinos que exis, 
tan ó que se nombren antes de verificarse las primeras 
elecciones de Diputados á Cortes. Procurará asimismo 
resolver por sus trámites legales cuantos expedientes 
haya incoados sobre nulidad de elecciones ó incapacidad 
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de Concejales, y á eér pofiiblc, dejar ultimada la Tectífí- 
rucian del miaiero de Cünot;jale& que corresponda á cada 
ujio de los distritos antes de qiiti el período electoral 
jifindpie, á ñu do que dichas elecciones de Dipntadoa á 
Cortea se realicen con Ayuntamieutos de elección popu- 
lar legítimamente constituidos (1 ). 



pues líi publicación de las doroáa do tieno ytx objeto, por haber 
pasado las circunstaticiníí á que obedecieren. 
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LEY ELECTORAL PARA SENADORES 

de S dff^ Febrero de ISV'S, 



CAPÍTULO PRIMERO 
De loR qu^ tieííen díTfrho a elegir Sanadores. 

Articulo 1.** Tien*ín dt^recJio A elegir Senadores, ron 
arreglo al nüm. 3,*^ del art. 20 de la ConfiMtiioión, Iíib Cor- 
poraciones siíniieiitee: 

Los ArzobisiKiB, Obispos y Cabildos nríeaíáa ticos de 
cada níin de las provincias que forjjian los Arzobispados 
de Tolodo, Sevilla, Granada, Bantiago» Zaragoza > Tnrra- 
gona, Ya leuda, Burgos y Vallailolicl. 

La Rt^al Aeadeiuia Española. 

La de la Historia. 

La de Be lias Artes, 

La de Ciencias exaetae, físieas y naturales» 

I^ de Cienciajg nioraleB y polltica«. 

La de ^ledicina de Madrid* 

Cada una ile las Universidades do Madrid, Barcelona ^ 
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Granada, Oviedo, Salamanca, Santiago, Sevilla, Valencia, 
Valladolid y Zaragoza, con asistencia del Rector y Cate- 
dráticos de las mismas. Doctores matriculados en ellas, 
Directores de Institutos de segunda enseñanza y Jefes 
de las escuelas especiales que haya en su respectivo te- 
rritorio. 

Las Sociedades Económicas de Amigos del País que 
designarán un Senador por cada una de las regiones que 
á continuación se establece. Elegirán al efecto un Com- 
promisario por cada 60 socios de los comprendidos en el 
párrafo 2.odelart. 12. 

Se agregarán á los representantes de la de Madrid, 
para el acto de la elección, los de Badajoz, Ciudad Real, 
Mérida, Segovia, Soria y Toledo. 

A los de Barcelona, los de las Baleares, Cervera, Lé 
rida, Tarragona, Tudela y Zaragoza. 

A los de León, los de Rivadeo, Liébana, Oviedo, Fa- 
lencia, Santander, Santiago y Zamora. 

A los de Sevilla, los de Almería, Baena, Baeza, Cabra, 
Cádiz, Córdoba, Granada, Huelva, Jerez, Las Palmas, 
Málaga, Santa Cruz de Tenerife y Vérger. 

A los de Valencia, los de Alicante, Cartagena y 
Jx>rca. 

Las Sociedades Económicas actuales que no se hallen 
comprendidas en los párrafos anteriores y las nuevas 
que se formen con aprobación del Gobierno, se agregarán 
por éste luego que lo soliciten, á una de las cinco regio- 
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nes expresadas, para que concurran con las demás á la 
elección de Senadores. 

Art. 2.^ Los 160 Senadores hasta completar el número 
de 180, serán elegidos por las Diputaciones provinciales 
y los Compromisarios que nombren los Ayuntamientos y 
mayores contribuyentes de los pueblos. 

Reunidos los Diputados provinciales y los Compromi- 
sarios en la capital de la respectiva provincia, elegirán 
tres Senadores en cada una de ellas. 

CAPITULO n 

De los electores y elegibles, incapacidades é incompatibili- 
dades, 

Art. 3.0 Para ser elector de Senadores es necesario ser 
español, mayor de edad con arreglo á la legislación de 
Castilla (1), cabeza de familia, hallarse avecindado y con 
casa abierta en un pueblo de la monarquía, y gozar de 
todos los derechos políticos y civiles. 

Art. 4.0 Son elegibles para Senadores los españoles 
comprendidos en el art. 22 de la Constitución (2). 



(1) No deja de ser un contrasentido el hecho de que se puede 
ser elector para Senadores á los veintitrés unos, que es la mayor 
edad, consignada en el Código civil, y que para serlo en eleccio- 
nes de Concejales, Diputados provinciales y Diputados á Cortes 
se exijan veinticinco. 

(2) Este art. 22 dice así: 

«Sólo podrán ser Senadores por nombramiento del Rey 6 por 
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Art. 6.^ No podrán ser elegidos Senadores por las Di- 
putaciones provinciales y Compromisarios: 



elección de las Corporaciones del Estado y mayores contribuyen- 
tes los españoles que pertenezcan 6 hayan pertenecido á una de 
las siguientes clasea: 

Primero. Presidente del Senado ó del Congreso de los Dipu- 
tados. 

Segundo. Diputados que hayan pertenecido á tres Congresoa 
diferente.?, ó que hayan ejercido la diputación durante ocüo le- 
gislaturas. 

Tercero. Ministros de la CoronH. 

Cuarto. Obispos. 

Quinto. Grandes de España. 

Sexto. Tenientes generales del Ejército y Vicealmirantes de 
la Armada, daspués de dos años de su nombramiento. 

Séptimo. Embajadores, después de dos años de servicios efec- 
tivos, y Ministros plenipotenciarios después de cuatro. 

Octavo. Consejeros de Estado, Fiscal del mismo Cuerpo y 
Ministro y Fiscales del Tribunal Supremo y del de Cuentas del 
Reino, Consejeros del Supremo de la Guerra y de la Armada, y 
Decano del Tribunal de las Ordenes militares, después de dos 
años de ejercicio. 

Noveno. Presidentes ó Directores de las Reales Academia^ 
Española, de la Historia, de Bellas Artes de San Ferrando, de 
Ciencias exactas, físicas y naturales, de Ciencias morales y po- 
líticas y de medicina. 

Décimo. Académicos de numero de las Corporaciones men- 
cionadas que ocupen la primera mitad de la escala de antigüe- 
dad en su cuerpo; Inspectores generales de primera clase de los 
cuerpos de Ingenieros de caminos, minas y montes; catedráticos 
de término de las Universidades, siempre que lleven cuatro años 
de antigüedad en su categoría y de ejercicio dentro de ella. 

Los comprendidos en las categorías anteriores deberán ade- 
más disfrutar 1.500 pesetas de renta, procedente de bienes pro- 
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l.o Los que desempeñen ó hayan desempeñado tres 
meses antes de la elección cargo ó comisión de nombra- 
miento del Gobierno con ejercicio de autoridad en las 
provincias donde éstas se verifiquen. 

2.0 Los contratistas y sus fiadores de obras y servi- 
cios públicos que se paguen con fondos del Estado, pro- 
vinciales ó municipales, ni los administradores de dichas 
obras y servicios. 

3.0 Los recaudadores de contribuciones y sus fiadores. 

Art. 6.0 En ningún caso podrán ser elegidos Senado- 
res los deudores al Estado que lo sean por cualquiera 



pios, 6 de sueldo*» de los empleos que no pueden perderse sino 
por causa legalmente probadn, ó de jubilación, retiro 6 cesantía. 

Undécimo. Los que con dos anos de antelación posean una 
renta anual de 20.000 pesetas, ó paguen 4.000 pesetas por con- 
tribuciones directas al Tesoro público, siempre que además sean 
títulos del Reino, hayan sido Diputados á Cortes, Diputados pro- 
vinciales 6 Alcaldes en capital de provincia ó en pueblos de más 
de 20.000 almas. 

Duodécimo. Los que hayan ejercido alguna vez el cargo de 
Senador antes de promulgarse esta Con-stitución. Los que para 
ser Senadores en cualquiera tiempo hubieren acreditado renta, 
podr«n probarla para que se les compute al ingresar como Sena- 
dores por derecho propio, con certificación del Registro de lu 
propiedad, que justifique que siguen poseyendo los mismos 
bienes. 

El nombramiento por el Rey de Senadores se hará por decre- 
tos especiales, y en ellos se expresará siempre el título en que, 
conforme á lo dispuesto en este artículo, se funde el nombra- 
miento.» 
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clase de contratos ó en concepto de segundos contribu- 
yentes. 

Art. 7. o El cargo de Senador es incompatible con todo 
ernpleo activo retribuido con fondos del Estado, provin- 
ciales ó municipales que no esté comprendido en las cate- 
gorías que designa el art. 22 de la Constitución (1). 

Art. 8.0 También es incompatible con el de Diputado 
á Cortes y con el de Concejal de cualquier Ayuntamiento, 
excepto el de Madrid. 

Los Diputados provinciales no podrán ser elegidos 
Senadores por su respectiva provincia. 

El que ejerciendo un cargo incompatible con el de Se- 
nador sea elegido para éste, deberá optar entre uno y 
otro dentro de los primeros ocho días después de su ad- 
misión en el Senado. 

Art. 9.0 Los Senadores no podrán admitir empleo, as- 
censo que no sea de escala cerrada, títulos ni condecora- 
ciones mientras estuvieren abiertas las Cortes. 

El Gobierno podrá, sin embargo, conferirle dentro de 
sus respectivos empleos ó categorías las comisiones que 
exija el servicio público. 

Exceptúase de lo dispuesto en el párrafo 1..^ de este 
artículo el cargo de Ministro de la Corona. 

Art. 10. El Senador que fuere elegido por dos ó más 



(1) Queda transcrito este artículo de la Constitución en la 
correspondiente nota al hablar del 3.* de esta ley. 
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Corporaciones ó provincias, optará en el término xie ocho 
<lías, á contar desde la constitución del Senado ó desde 
el en que sea admitido en el mismo cuerpo, por la Cor- 
poración ó provincia que acepta; y en caso de no hacerlo, 
se decidirá por sorteo. 

CAPITULO m 

De la convocación de la parte del Senado á que se refiere 
esta ley, y de la formación de las listas y elección 
de Senadores por las corporaciones e^iumerada^ en el 
artículo 1.^ 

Art. 11. Cuando el Rey disuelva la parte del Senado 
á que se refiere esta ley, se señalará en el mismo Real 
decreto el día en que deban hacerse las nuevas elecciones, 
que será dentro de los tres meses siguientes, y éstas ten- 
drán lugar por todas las Corporaciones y mayores contri- 
buyentes en el día que se designe. 

Art. 12. El día l.o de Enero de todos los años los Di- 
rectores ó Presidentes de las Academias y de las Socie- 
'dades económicas, á quienes da derecho esta ley para 
nombrar Senadores, formarán y publicarán las listas de 
los Académicos de número y socios que las compongan. 

Los individuos de las Sociedades económicas no ten- 
drán derecho electoral sino después de tres años, con 
tados desde el día de su ingreso en aquellas Corpora- 
ciones. 

Art. 13. En el mismo día los Rectores de las Univer- 
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sidades formarán y publicarán las listas de los individaos 
que compongan los Claustros de las mismas, así Catedrá- 
ticos como Doctores, incluyendo á los Directores de Ins- 
titutos de segunda enseñanza y de las escuelas especiales 
que existan en el distrito universitario. 

Art. 14. Todos los que se consideren electores tendrán 
derecho á reclamar hasta el día 20 de Enero contra las 
inclusiones ó exclusiones indebidas en las referidas listas 
á las respectivas Corporaciones, que antes de 1.*^ de Fe 
brero resolverán lo que estimen justo, sin ulterior re- 
curso. 

Art. 16. Para que los Cabildos eclesiásticos puedan 
usar del derecho que por esta ley se les concede, se reu- 
nirán 16 días antes del señalado para la elección general 
en su respectiva Catedral; y observando las reglas que 
tengan establecidas para elegir á sus individuos, nombra- 
rán á uno que el día señalado acuda á la cabeza metropo- 
litana á veriñcar la elección de Senador: el nombramiento 
podrá recaer en cualquiera prebendado de los Cabildo^ 
de la respectiva provincia eclesiástica. 

Art. 16. El Obispo prior de Ciudad Real y el Cabildo 
de la iglesia prioral se agregarán para la elección de Se- 
nador á la iglesia metropolitana y primada de Toledo. 

Art. 17. Dentro de los ocho días primeros después de 
publicado en la Gaceta el Real decreto mandando proce- 
der á la elección de Senadores, se reunirán en su respec- 
tiva residencia las Sociedades Económicas que expresa 
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el art. l.o de esta ley y cualesquiera otras que en lo su- 
cesivo se establecieren reconocidas por el Grobierno, y 
nombrarán, con las formalidades que acostumbren para 
otras elecciones, los compromisarios que, según el artícu- 
lo 1.0 de esta ley, han de concurrir á Madrid, Barcelona, 
León, Sevilla ó Valencia, para designar, en unión con los 
que nombren las Sociedades Económicas de dichas capi- 
tales, el Senador para que esta ley les autoriza. 

Esta representación podrá delegarse. 
Art. 18. El día señalado por el Real decreto, á las diez 
de la mañana, se reunirán en el local que tengan de eos 
tumbre en sesión pública, las Corporaciones que por esta 
ley tienen derecho á nombrar un Senador. 

Será presidida por el Presidente, Director ó Jefe del 
Establecimiento. 

Harán de escrutadores el más anciano y el más joven 
de los individuos que se hallen presentes, y de Secretario 
el de la misma Corporación, si tiene voto; si no le tiene, 
el Presidente y escrutadores nombrarán uno de los pre 
sentes que lo tenga. 

Art. 19. Leído el Real decreto de convocación y los 
artículos de la Constitución del Estado y de esta ley que 
tiene relación con aquel acto, se procederá á la elección 
de un Senador, depositando cada elector en la urna, por 
mano del Presidente, una papeleta que contenga el nom- 
bre del individuo á quien dé su voto. 
Art. 20. Cuando todos los presentes hayan votado, y 
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después de preguntar el Secretario tres veces si queda al- 
gún individuo por votar, sin que ninguno lo haga, se de- 
clarará cerrada la votación, y en el acto se procederá al 
escrutinio, sacando el Presidente una á una las papeletas, 
y después de examinadas por el mismo y los escrutadores, 
el Secretario publicará el nombre que contengan, tenien- 
do derecho todos los electores á comprobar y examinar 
las mismas papeletas. 

Art. 21. Si una papeleta contuviere más de un nom- 
bre, sólo valdrá el que primero se halle escrito, siendo 
nulos los restantes. También serán nulos los nombres 
que no puedan leerse y las papeletas en blanco; pero las 
que no puedan leerse y las papeletas en blanco, se conta- 
rán para hacer el cómputo de los votos. 

Art. 22. Concluido el escrutinio, si algún individuo 
reuniere mayoría absoluta de votos, será proclamado Se 
nador. Si ninguno hubiese reunido la mayoría absoluta 
se procederá á nueva elección entre los dos que hubieren 
tenido mayor número de votos, observándose las mismas 
formalidades y proclamando Senador al que tenga mayo- 
ría de votos, sea ésta la que quiera: en caso de empate 
decidirá la suerte: lo mismo se hará si aparecieren tam- 
bién empatados algunos de los que deban entrar en se- 
gundo escrutinio. 

Art. 23. Para elegir el Senador que les corresponde, 
según esta ley, cada una de las provincias eclesiásticas 
que forman los Arzobispados de Toledo, Sevilla, Grana 
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da, Santiago, Zaragoza, Tarragona, Valencia, Burgos y 
Valladolid, se reunirán en la cabeza de cada una de ellas, 
en el día señalado, el respectivo Arzobispo, los Obispos 
sufragáneos, los individuos nombrados por los respecti- 
vos Cabildos; y en junta pública, presidida por el Metro- 
politano, y en su defecto por el Prelado á quien corres- 
ponda, se procederá á la elección,* haciendo de Secretario 
y escrutadores el más moderno y los dos más caracteri- 
zados de los concurrentes, observándose todas las demás 
formalidades que señalan los artículos anteriores. La elec- 
ción recaerá precisamente en Prelados ó individuos del 
orden eclesiástico, que con arreglo á la Constitución ten- 
gan capacidad para ello. 

Art. 24. De la elección de Senadores que se verifique 
en las Corporaciones á que se refieren los artículos ante 
riores se extenderá en cada una el acta correspondiente, 
que quedará original en el archivo de la Corporación. 

De ella ^e sacará una copia que se entregará al elegi- 
do para que le sirva de credencial, y que presentará en la 
Secretaría del Senado; otra se remitirá al Ministerio de la 
Gobernación, y otra con toda la documentación al Sena- 
do, en el término de ocho días. 

Estas copias serán autorizadas por el Presidente y Se- 
cretario de la Corporación respectiva. 



ICO 



CAPÍTULO IV 



De la formación de las listas por los Ayuntamientos y 
elección de Senadores por las Diputaciones provinciales 
y Compromisarios. 

Art. 25. El día iP de Ei\eio de todos los años los 
Ayuntamientos formarán y publicarán listas de sus indi- 
viduos y de un número cuadruplo de vecinos del mismo 
pueblo con casa abierta que sean los que paguen mayor 
cuota de contribuciones directas, sin acumularse lo que 
satisfagan en ningún otro, y si para completar este nú- 
mero hubiere dos ó más que paguen la misma cuota, de- 
cidirá la suerte los que hayan de ser comprendidos en la 

misma lista. 

Art. 26. Las listas á que se refiere el artículo anterior 
permanecerán expuestas al público hasta el día 20 de 
Enero, resolviendo el Ayuntamiento las reclamaciones 
que sobre las mismas se hagan en este término antes 
de l.^ de Febrero. 

Art. 27. Los que no se conformen con la resolución de 
los Ayuntamientos podrán apelar á la Comisión provincial 
de la Diputacipn, que en los 16 días siguientes resolverá 
lo que estime justo. 

• Art. 28. De las resoluciones de las Comisiones de las 
Diputaciones provinciales cabe el recurso de alzada ante 
la Audiencia del territorio hasta el día 20 de Febrero, 
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que fallará lo qne proceda, hasta el l.Q de Mar«o, sin cau- 
sar costas. 

Art. 29. Antes del día 8 de Marzo publicarán los 
Ayuntamientos las listas definitivas. 

Art. 30. Ocho días antes del señalado por el Gobierno 
para la elección general de Senadores, tendrá lugar en 
cada pueblo la de Compromisarios que han de concurrir 
á la capital de la provincia para verificar la referida elec- 
ción. 

Art. 31. Cada distrito municipal elegirá por los indi- 
viduos de Ayuntamiento y mayores contribuyentes á que 
se refieren los artículos anteriores, un número de Com- 
promisarios igual á la sexta parte de los^ Concejales. 

Jjoa distritos municipales donde el número de Conce- 
jales no llegue á seis, elegirán, sin embargo, un Compro- 
misario. 

Sólo serán elegibles para este cargo los individuos de 
Ayuntamiento y mayores contribuyentes que concurran 
al acto y sepan leer y escribir. 

Art. 32. A las diez de la mañana del día designado se 
reunirán en las Salas Consistoriales, previamente citados 
por el Alcalde y bajo su presidencia, los individuos de 
Ayuntamiento y los mayores contribuyentes; y después 
de la lectura del Real decreto de convocatoria y de los 
artículos de la Constitución y de esta ley relativos al acto, 
que hará el Secretario de Ayuntamiento, se constituirá la 
Mesa interina, asociándose al Presidente los dos má» 
íJl Derecho blf.ctoral H 
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í^ncíanofl como escnitadores, y el más joven como Secre- 
tario. 

Art. 33. En el acto se procederá por papeletas á la 
elección de dos escrutadores y un Secretario, entregando 
cada uno de los electores al Presidente una papeleta es- 
crita ó impresa con los nombres de un elector de los pre- 
sentes para escrutador y otro para Secretario; y hecho el 
escrutinio, quedarán elegidos los dos que reúnan mayor 
número de votos para escrutadores y el que tenga mayo- 
ría para Secretario. 

Art. 34. Constituida la Mesa definitiva, compuesta 
del Alcalde, Presidente, los dos escrutadores y Secretario 
elegidos, se procederá á la elección del Compromisario ó 
Compromisarios que correspondan al pueblo por medio 
de papeletas que los electores depositarán en la urna por 
mano d«l Presidente, y se observarán las demás reglas 
establecidas en los artículos 20, 21 y 22, hasta proclamar 
los Compromisarios elegidos. 

Art. 35. Extendida el acta que quedará en el archivo 
del Ayuntamiento, se sacarán copias autorizadas por el 
Presidente, escrutadores y Secretario; una se entregará á 
cada uno de los Compromisarios elegidos para que les 
sirva de credencial; otra se remitirá al Gobernador de la 
provincia y la otra á la Diputación provincial. 

Art. 36. Tx>s compromisarios elegidos en la forma de- 
terminada por los artículos anteriores se presentarán en 
la capital de la provincia dos días antes del señalado 
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para la elección de Senadores, con las certificaciones res- 
pectivas de sus nombramientos, de las que se tomará 
nota en la Secretaría de la Diputación provincial, expre- 
sando en ella el día de su presentación. 

Art. 37. La Junta general para el nombramiento de 
Senadores, compuesta de la Diputación provincial y de 
los Compromisarios elegidos por los distritos municipales, 
se celebrará en el sitio más á propósito de la capital, de- 
signado por el Gobernador de la provincia, el día antes 
del señalado para la elección general. 

Art. 38. Reunidos los Vocales á las diez de la mañana 
en el local designado, bajo la presidencia del Presidente 
de la Diputación provincial, previa lectura del decreto 
de convocatoria, y de los artículos de ki Constitución y 
de esta ley que tienen relación con el acto, y de la lista 
de Compromisarios que hubieren presentado sus certifi- 
caciones, se procederá al nombramiento por dicho Presi- 
dente entre los Compromisarios presentes de cuatro Se- 
cretarios escrutadores interinos, recayendo el nombra- 
miento en los dos más ancianos y en los dos más jó- 
venes. 

Art. 39. Constituida la Mesa interina, se procederá á 
la elección de la definitiva, que se compondrá de un Pre- 
sidente, que será siempre el de la Diputación provincial 
ó el que haga sus veces, y de cuatro Secretarios escruta- 
dores, elegidos en votación secreta por papeletas entre 
los mismos Compromisarios presentes. 
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Art. 40. No se procederá á la elección de la Mesa 
definitiva, ni á ningún otro acto posterior, ínterin no se 
hallen presentes para tomar acuerdo, la mitad más uno 
de los que tengan derecho de votar en esta elección. 

En el caso de que no se haya reunido el número ne- 
cesario, el Presidente y los Secretarios escrutadores de la 
Junta interina dirigirán el oportuno aviso por medio del 
Bcletin oficial de la provincia á todos los Ayuntamientos 
de los pueblos cuyos Compromisarios no se hubieren 
presentado en la primera reunión, fijándole el período de 
diez días para que lo verifiquen; con apercibimiento de 
que, no haciéndolo en el día señalado, se considerará que 
aprueban en un todo cuanto en la Junta electoral se deter- 
mine, la que se celebrará sea el que quiera el número que 
concurra. 

Art. 41. Los Ayuntamientos de los pueblos á que se 
refiere el artículo anterior cuidarán, bajo su responsabili- 
dad, de poner en conocimiento de los Compromisarios 
morosos el aviso de la Mesa interina de la Junta electo- 
ral provisional, dando cuenta al Presidente de esta Junta 
de haberlo verificado en tiempo hábil. 

Art. 42. Nombrada la Mesa interina, y en el supuesto 
de que haya mitad más uno para tomar acuerdos, antes 
de pasar al nombramiento de la Mesa definitiva sé pro- 
cederá por la interina al examen y revisión de todas las 
certificaciones de nombramientos de Compromisarios, las 
cuales irán examinando y confrontando con las actas de 
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los distritos de que habla el art. 36, y emitiendo su dicta- 
men sobre ellas. 

Este será votado sin discusión, causando acuerdo el 
voto de la mayoría, sin perjuicio de lo que resuelva des- 
pués el Senado. 

Una vez confrontadas las certificaciones se devolverán 
á los interesados, haciendo constar en ellas, bajo la firma 
de un Secretario escrutador, si han sido ó no aprobadas. 

La elección de los cuatro Secretarios escrutadores de 
la Mesa definitiva se verificará llevando cada elector, 
manuscrita ó impresa, en papel precisamente blanco, 
una papeleta, que también podrá escribir en el local de la 
elección, donde haga constar de una manera clara y dis- 
tinta los nombres y apellidos de dos Compromisarios 
entre los presentes. 

Acercándose los electores á la Mesa uno por uno, irán 
exhibiendo su certificación de nombramiento, de la cual 
se enterará el Presidente y devolverá sellada, anotando 
un Secretario escrutador las palabras: votó para Secreta- 
rios, en la lista de votantes para este acto, después que 
el elector haya votado, entregando la papeleta de vota- 
ción al Presidente, que la depositará en la urna. 

Art. 43. No se suspenderá el acto de la elección de la 
Mesa definitiva, hasta que todos los electores presentes 
hayan emitido sus votos, para lo cual, antes que el Presi- 
dente declare cerrada la votación, uno de los Secretarios 
escrutadores preguntará: ¿Falta algún elector por votarf 
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Ün Secretario escrutador leerá después en alta voz los 
nombres de los electores que hayan tomado parte; conta- 
rá y declarará su número al terminar la lectura, y ense- 
guida el Presidente, abriendo la urna, dirá: Se procede al 
escrutinio. 

Art. 44. El escrutinio y los incidentes á que dé lugar 
se ajustarán á las disposiciones de los arts. 20, 21 y 22. 

Art. 46. Terminado el escrutinio con el recuento y re- 
sumen de los votos, el Presidente proclamará Secretarios - 
escrutadores á los cuatro Compromisarios que hubiesen 
obtenido mayor numero de votos, y dará posesión de los 
cargos á los elegidos, declarando constituida definitiva- 
mente la Junta electoral provincial para la elección de 
Senadores. 

Art. 46. El Presidente y Secretarios escrutadores in 
terinos redactarán y firmarán el acta de la Junta prepa- 
ratoria; esta acta será depositada en el Archivo de la Di 
putación provincial. 

Art. 47. Reunida la Junta electoral á las diez de la 
mañana del siguiente día, el Presidente declarará que 
empieza la votación para Senadores. 

Art. 48. Dará principio votando primero los cuatro 
Secretarios escrutadores; después los Diputados y Com- 
promisarios indistintamente, y por último el Presidente 
de la Junta. 

Art. 49. La votación se hará por papeletas en papel 
blanco, impresas ó manuscritas, que el Presidente depo- 
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sitará en la urna á presencia del elector después de ha- 
ber examinado su certificación - de nombramiento, que 
sellada segunda vez le devolverá. Un Secretario escru- 
tador anotará el haber votado en la correspondiente casi- 
lla de la lista de electores con las palabras: Votó para 
Senadores. 

Los Diputados provinciales y el Presidente votarán 
con el carácter de tales, sin presentai ninguna clase de 
documento, y los Secretarios escrutadores anotarán que 
han votado con la fórmula: Votó hl Diputado provin- 
cial D y votó el Sr. Presidente» 

Art. 60. Las papeletas de votación contendrán sólo el 
nombre y apellido ó título de los Senadores que hayan de 
elegirse, contándose por el orden en que estén escritos, y 
teniendo por no escritos los que excedan del número 
fijado para cada elección. 

Art. 61. Esta votación no podrá suspenderse; y cuan- 
do todos los electores hubieren ejercitado su derecho, 
para lo cual un Secretario escrutador preguntará en alta 
voz: ¿Falta algún Sr. Diputado provincial ó Compromisa- 
rio por votarf el Presidente declarará cerrada la votación 
y se procederá al escrutinio. 

Art. 62. Este acto se verificará con arreglo á lo dis- 
puesto en los arts. 20, 21 y 22 de esta ley. 

Art. 63. Cuando los candidatos ó algunos de ellos no 
hayan reunido la mitad más u no de los votos, se proce- 
derá á segunda votación; pero no entrarán en ella sino los 
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que hayan obtenido mayor número de votos hasta el du- 
plo de los que deban elegirse. 

En todos los casos de empate decidirá la suerte. 

En la segunda elección bastará alcanzar mayoría re- 
lativa. 

Ai*t. 54. Terminadas estas operaciones, el Presidente 
proclamará Senadores á los que hayan sido elegidos, y se 
extenderá por los Secretarios escrutadores la correspon- 
diente acta de todo lo ocurrido, según el modelo que 
acompaña á esta ley. 

El acta original se depositará en el archivo de la Di 
putación i>rovincial. 

Una copia de la misma acta, expedida por el Presi- 
dente y Secretarios escrutadores, se remitirá al Ministro 
de la Gobernación, y otra copia autorizada por el Secre 
tario de la Diputación provincial con el V.o B.o de su 
Presidente y el sello de la Corporación, se entregará á 
cada uno de los Senadores electos para que les sirva de 
título de su nombramiento, la cual presentarán en la Se- 
cretaría del Senado. Una certificación del acta original 
con toda su documentación será remitida al Senado den- 
tro del término de ocho días. 

Art. 66. Terminadas las operaciones de que hablan 
los artículos anteriores, el Presidente de la Junta electo- 
ral la declarará disuelta. 
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CAPITULO V 
De las elecciones jjar dales para Senadores. 

Art. 56. La renovación parcial de los Senadores electi- 
vos se hará por mitad cada cinco años, como se dispone 
en el art. 24 de la Constitución. 

Art. 57. La designación de los Senadores á quienes co- 
rresponda salir en cada renovación parcial se hará en la 
fc>rma que determine el Reglamento del Senado. 

Art. 58. Las vacantes naturales por muerte, renuncia, 
opción, etc., serán reemplazadas por las Corporaciones ó 
provincias de que procediere el que la cause, observándo- 
se para su elección las reglas establecidas en esta ley, y 
teniendo lugar el día que el Gobierno señale, previo aviso 
del Senado. 

CAPITULO VI 

De las vacantes que ocurran entre los Senadores por dere- 
cho propio y por nombramiento de la Corona , y del in- 
greso de los de la primera clase que lo soliciten después 
de cubierto el númei'o de 180 que señala el art. 20 de la 
Constitución.^ 

Art. 60. Las vacantes que ocurran en el número de 
Senadores por derecho propio y por nombramiento de la 
Corona, podrán ser cubiertas por el Rey si no hubiere 
aspirantes que soliciten su ingreso en el Senado por de- 
recho propio (1). 



(1) Por derecho propio son Senadores: 
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Art. 61. Los que soliciten su ingreso en el Senado por 
derecho propio después de estar cubierto el número de 
180 que para los de su clase y la de los nombrados ppr la 
Corona señala el art. 20 de la Constitución, tendrán que 
aguardar para ser admitidos á que ocurra vacante eñ di 
cho número. Si hubiere más de un aspirante á Senador 
por derecho propio y perteneciesen á distintas jerarquías, 
entrarán á cubrir las vacantes por el orden que establece 
el art. 21 de la Constitución. 

Si dos ó más aspirantes por derecho propio pertene- 
cieren á la misma jerarquía y no hubiese vacantes para 
todos ellos, ingresarán primero los de más edad, y aguar- 
darán los otros nueva vacante. 

ARTÍCULO ADICIONAL 

Cuando el Gobierno determine, con arreglo al artículo 



Los hijos del Rey y del sucesor inmediato de la Corona que 
hayan llegado á la mayor edad . 

Los grandes de España que lo fueren por sí, que no sean súh- 
ditos de otra potencia y acrediten tener la ren^a anual de 60.000 
pesetas, procedentes de bienes propios inmuebles, ó de derechos 
que gocen la misma consideración legal. 

Los Capitanes generales del Ejército y el Almirante de la 
Armada. 

El Patriarca de las Indias y los Arzobispos. 

El Presidente del Consejo de Estado, el del Tribunal de 
Cuentas del Reino, el del Consejo Supremo de la Guerra y el de 
la Armada, después de dos años de ejercicio. (Art. 21 de la Cons- 
titución del ^6.) 
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transitorio de la Constitución, la época y la forma de ele- 
gir BUS representantes á Cortes la isla de Cuba, el número 
áe Senadores que ésta haya de nombrar se rebajará á las 
provincias de menos población de la Península (1). 



(1) El Gobierno, asando de la facultad que le atribuye este 
precepto legal, ha publicado la ley de 9 de Enero de 1879, que 
dice así: 

«Art. 1.** Con arreglo al artículo adicional de la ley de 8 de 
Febrero de 18*77, cada una de las provincias de la Habana y 
Puerto Rico elegirá tres Senadores, y dos respectivamente cada 
ana de las de Matanzas, Pinar del Río, Puerto Príncipe, Santa 
Clara y Santiago de Cuba. 

Asimismo, y con sujeción á la propia ley, elegirán un Sena- 
dor el Arzobispo de Santiago de Cuba con sus Sufragáneos y Ca- 
bildos correspondientes; otro la Universidad de la Habana con 
los Institutos y escuelas especiales de Cuba y de Puerto Rico. 
y otro las Sociedades Económicas de ambas islas. 

Art. 2.*' Para llevar á efecto esta disposición, y en cumpli- 
miento del artículo adicional de la citada ley, sólo elegirán dos 
Senadores por ahora las provincias de Álava, Segovia, Soria, 
Guipúzcoa, Vizcaya, Avila, Logroño, Huelva, Palencia, Gua- 
dalajara, Albacete, Santander, Cuenca, Canarias, Teruel y Va- 
lladolid. 

Art. 3.** En adelante elegirán dos Senadores las 16 provin- 
cias que tengan menor número de habitantes, según el Censo 
oficial -vigente al publicarse el Real decreto para la renovación 
del Senado." 

Asimismo el Gobierno publicó el Real decreto de 30 de Junio 
de 1881, que es como sigue: 

«De conformidad con lo dispuesto en el art. 3." de la ley de 9 
de Enero de 1879 sobre elección de Senadores, las provincias de 
Álava, Albacete, Avila, Cuenca, Guadalajarn, Guipúzcoa, Huel- 
va, Logroño, Palencia, Santander, Segovia, Soria, Teruel, Valla- 
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ARTÍCULO TRANSITORIO 



El Gobierno podrá anticipar, modificar y variar los 
días y plazos señalados por esta ley para formar las listas 
electorales y para hacer las primeras elecciones que se 
verifiquen después de la publicación de la misma. 



dolid, Vizcaya y Zamora, que son las 16 que con arreglo al Censu 
oficial vigente tienen menor número de habitantes, elegirán en 
la próxima renovación del alto Cuerpo Colegislador dos Senado- 
res, y tres las restantes de la Península.» 



PARTE PENAL 



TITULO PBIBUIRO 

DE LOS DKLIT08 Y PALTAS ELECTORALES Y SI S PENAS 

CAPÍTULO PRIMERO 

De los delitos electorales^ personas resj)onsahles^ 
y délas circunstancias modificativas de la penalidad {\). 

Es delito ó falta electoral toda acción ú omisión inten- 
cionada penada por la ley. (Art. l.<> del Código penal y 
86 de la tey Electoral de 26 de Junio de 1890 establecien- 
do el Sufragio universal). 

Los delitos electorales se persiguen, no sólo cuando 
fueron consumados, sino cuando resultaron frustrados ó 



(1) Las disposiciones del título 6.** de la ley Electoral (que se 
refiereu á la saucióí» penal) se aplicaran á los actos ú omisiones 
que puedan tener lugar con motivo de las elecciones de Diputa- 
dos provinciales 6 de Concejales, y en relación siempre con los 
preceptos legales que las regulan. (Art. 68 del Real decreto de 
Adaptación) . 



\ 
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sólo existió tentativa para cometerlos. (Art. 104 de la ley 
de Sufragio universal). 

La responsabilidad por los delitos electorales alcanza 
á los autores, á los cómplices y á los encubridores. (Ar- 
tículo 104 de la ley de Sufragio universal). 

Las circunstancias modificativas de la penalidad apre- 
ciables en los delitos electorales son las del Código pe- 
nal, ó sean las eximentes, atenuantes y agravantes que 
enumera. (Art. 104 de la ley de Sufragio universal). 

La aplicación de las penas impuestas á los responsa- 
bles de los delitos electorales se hará conforme á las re- 
glas prescritas en el Código penal. (Art. 104 de la ley de 
Sufragio universal), 

CAPITULO II 
De las falsedades. 

La falsedad electoral puede cometerse en documentos 
de este carácter: 

1.0 Contrahaciendo ó fingiendo letra, firma ó rúbrica. 
(Art. 85 de la ley del Sufragio universal, combinado con 
el art. 314 en su núm. l.o del Código penal.) 

2.0 Suponiendo en un acto la intervención de perso- 
nas que no la han tenido. (Art. 85 de la ley del Sufragio 
universal, combinado con el art. 314 en su núm. 2.o del 
Código penal.) 

3.0 Atribuyendo á las que han intervenido en él de- 
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claraciones ó manifestaciones diferentes de las que hu- 
bieren hecho. (Art. 85 de la ley del Sufragio universal, 
combinado con el art. 314 en su núm. 3.o del Código 
penal.) 

4.0 Faltando á la verdad en la narración de los he- 
chos. (Art. 85 de la ley del Sufragio universal, combinado 
con el art. 314 en su núm. 4.o del Código penal.) 

5,o Alterando las fechas verdaderas. (Art. 86 de la ley 
del Sufragio universal, combinado con el art. 314 en su 
núm. 5.0 del Código penal.) 

6.0 Haciendo en documento verdadero cualquiera al- 
teración ó intercalación que varíe su sentido. (Art. 85 de 
la ley del Sufragio universal, combinado con el art. 314 
en su núm. 6.o del Código penai.) 

7. o Dando copia en forma fehaciente de un documen- 
to supuesto, ó manifestando en ella cosa contraria ó dife- 
rente de la que contenga el verdadero original. (Art. 85 
de la ley del Sufragio universal, combinado con el ar- 
tículo 314 en su núm. 7.o del Código penal.) 

8.0 Intercalando cualquiera escritura en un protocolo, 
registro ó libro oficial. (Art. 85 de la ley del Sufragio uni- 
versal, combinado con. el 314 en su núm. 8.o del Código 
penal.) 

Si es funcionario público el que cometa la falsedad 
electoral, la pena que deberá serle impuesta es la de ca- 
dena temporal, de doce años y un día á veinte años, y 
multa de 500 á 5.000 pesetas. (Art. 86 de la ley del Sufra- 



gío universal, combinado con el art. 314 en su prímef 
párrafo del Código penal.) 

Si fuere particular, la pena será la de presidio maj^or 
de seis años y un día á doce años y multa de 600 á 5.000 
pesetas. (Art. 86 de la ley del Sufragio universal, combi- 
nado con el art. 316 del Código penal.) 

El Ministro eclesiástico que incurriese en alguna de 
las falsedades referidas, respecto á actos ó documentos 
que puedan producir efectos en el estado de las personas 
ó en el orden civil, será castigado con la pena de cadena 
temporal de doce años y un día á veinte años y multa de 
500 á 5.000 pesetas. (Art. 85 de la ley del Sufragio uni- 
versal, combinado con el art. 314 en su último párrafo 
del Código penal.) 

Los Tribunales, sin embargo, rebajarán en uno ó dos 
grados las penas, imponiéndolas en el que estime conve- 
niente, según las circunstancias específicas del caso, el 
escándalo ó alarma que hubieren producido, y siempi*e 
que ño resulte conexidad con otros delitos penados por el 
Código. (Art. 86 de la ley.) 

Son documentos para los efectos de la ley Electoral y 
tienen el carácter de oficiales: 

El Censo y sus copias autorizadas. 

Las actas. 

Las listas. 

Las certificaciones; y 

Cuantos emanen de persona á quien la ley encargue 
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su expedición, ya tengan por objeto facilitar ó acreditar 
el ejercicio del derecho electoral ó su resultado, ó garan- 
tir la regularidad del procedimiento. ( Art. 87 de la ley del 
Sufragio universal.) 
» 

CAPÍTULO III 

De los delitos electorales cometidos por funcionarios públicos. 

Los cometen los que por dejar de cumplir íntegra y 
estrictamente los deberes impuestos por la ley ó por las 
disposiciones que se dicten para su ejecución, contribu- 
yan á algunos de los actos ú omisiones siguientes: 

l.o A que los listas de electores, ya sean preparatorias 
ó definitivas, no se formen con exactitud ó estén expues- 
tas al público durante el tiempo y en el lugar correspon- 
dientes. (Art. 88 en su número \P de la ley del Sufragio 
universal.) 

2.0 A cualquier alteración de los días, horas ó lugar 
en que deba celebrarse cualquier acto ó á que su modo 
de designación pueda inducir á error. (Art. 88 en su nú- 
mero 2.0 de la ley del Sufragio universal.) 

3.0 A manejos fraudulentos en las operaciones rela- 
cionadas con la formación del Censo, constitución de las 
Juntas y Colegios electorales, votación, acuerdos ó escru- 
tinios y propuestas de candidatos. (Art. 88 en su núme- 
ro 3.0 de la ley del Sufragio universal.) 

4.0 A que no se extiendan con la exactitud y expre- 
%h Derecho electoeal 12 
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sión debidas ó no se firmen oportunamente y por todos 
los que deban hacerlo, ó á que no tengan el curso debido 
las actas ó documentos electorales. (Art. 88 en su núme 
ro 4.0 de la ley del Sufragio universal.) 

6.0 A cambiar ó alterar la papeleta de votación que 
el elector entregue al ejercitar su derecho ó á ocultarla 
de la vista del público antes de depositarse en la urna. 
(Artículo 88 en bu número 5.o de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

6.0 A que se impida ó dificulte á los electores, candi 
datos ó Notarios que examinen por sí la urna antes de 
comenzar la votación y al hacerse el escrutinio las pape 
letas que de ella se extraigan. (Art. 88 en su número 6.*^ 
de la ley del Sufragio universal.) 

7.** A la anotación intencionada inexacta, de manera 
que oscurezca la verdad de los nombres de los votantes 
en cualquier acto. (Art. 88 en su número 7. o de la ley del 
Sufragio universal.) 

8.0 Al recuento inexacto de votos en acuerdos refe- 
rentes á la formación ó rectificación del Censo ó á opera- 
ciones electorales y á la lectura también inexacta de pa- 
peletas. (Art. 88 en su número 8.® de la ley del Sufragio 
universal.) 

9.0 A descubrir el secreto- del voto ó de la elección 
con el fin de influir en su resultado. (Art. 88 en su núme 
ro 9. o de la ley del Sufragio universal.) 

10. A que se haga proclamación indebida de persona. 
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(Artículo 88 en su número 10 de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

11. A que se falte á la verdad en manifestación ver- 
bal que deba hacerse en acto electoral ó que por cual- 
quiera acción ú omisión se tienda á evitar ó dificultar el 
oportuno conocimiento de la verdad electoral. (Art. 88 en 
su número 11 de la ley del Sufragio universal.) 

12. A suspender sin causa grave y suficiente cualquier 
acto electoral. (Art. 88 en su número 12 de la ley del Su- 
fragio universal.) 

Las penas en que incurrirán aquellos funcionarios se- 
rán las de arresto mayor de un mes y un día á seis me- 
ses y multa de 600 á 6.000 pesetas. (Art. 88 de la ley del 
Sufragio universal.) 

Esto, en el caso de que las disposiciones generales 
del Código penal no señalen otra mayor. (Art. 88 de la ley 
del Sufragio universal.) 

Los particulares que contribuyan directamente á la 
comisión de alguno de los delitos que se acaban de ex- 
presar en los doce casos del art. 88 de la ley, serán casti- 
gados con la pena de arresto mayor en su grado mínimo, 
de un mes y un día á dos meses. (Art. 89 de la ley de 
Sufragio universal.) 

Esto, en el caso de que no corresponda pena más 
grave con arreglo al Código penal. (Art. 89 de la ley de 
Sufragio universal.) 
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CAPÍTULO IV 
Del delito electof-al de coacción y otros delitos electorales. 

Constituye el delito electoral de coacción: 

Todo acto ú omisión ó manifestación contrarios á la 
ley Electoral ó á disposiciones de carácter general dicta- 
das para su ejecución, que no comprendido en los artícu- 
los de que se ha hecho mérito, tengan por objeto: 

Cohibir ó ejercer presión sobre los electores para que 
usen de su derecho ó le abandonen contra su voluntad. 
(Artículo 90 de la ley de Sufragio universal.) 

La pena de este delito será la de multa de 125 á 2.600 
pesetas. (Art. 90 de la ley de Sufragio universal.) 

Esto, en el caso de que por el Código penal no tenga 
señalada pena más grave. (Art. 90 de la ley de Sufragio 
universal.) 

Cometen el delito electoral de coacción, aunque no 
conste ni aparezca la intención (1) de cohibir ó ejercer 
presión sobre los electores: 

1.0 Las autoridades civiles, militares ó eclesiásticas 
que prevengan ó recomienden á los electores que den ó 
nieguen su voto á persona determinada, y los que ha- 
ciendo uso de medios ó de agentes oficiales, ó autorizán- 
dose con timbres, sobres, sellos ó membretes que puedan 
tener este carácter, recomienden ó reprueben candidatu- 



(1) La ley la supone ea este caso. 
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ras determinadas. (Art. 91 en su nóm. l.o de la ley del 
Sufragio universal.) 

2.0 Los funcionarios públicos que promuevan ú cursen 
expedientes gubernativos de denuncias, multas ó atrasos 
de cuentas, propios, montes, pósitos, ó cualquier ramo de 
la Administración, desde la convocatoria hasta que se 
haya terminado la elección. (Art. 91 en su núm. 2.o de la 
ley de Sufragio universal.) 

3.*> Los funcionarios desde Ministros de la Corona in- 
clusive que hagan nombramientos, separaciones, trasla- 
ciones ó suspensiones de empleados, agentes ó depen- 
dientes de cualquier ramo de la Administración, ya co- 
rresponda al Estado, á la provincia ó al Municipio, en el 
período desde la convocatoria hasta después de termina- 
do el escrutinio general, siempre que tales actos no estén 
fundados en causa legítima y afecten de alguna manera 
á la sección, colegio, distrito, partido judicial ó provincia 
ílonde se verifique la elección. (Art. 91 en su núm. 3.o de 
la ley de Sufragio universal.) 

La causa de la separación, traslación ó suspensión, se 
expresará precisamente en la orden que se publicará en 
la Gaceta de Madrid si emahase de la Administración 
central, y en el Boletín Oficial de la provincia respectiva 
si fuese dictada por la provincial ó municipal. Omitidas 
estas formalidades se considerará realizada sin causa. 
(Art. 91 en su párrafo antepenúltimo de la ley del Su- 
fragio.) 



182 

Se exceptúan de estos requisitos los Reales decretos 
ú órdenes relativas á los Gobernadores civiles de las pro- 
vincias y á los Jefes militares. (Artículo 91 en su párrafo 
penúltimo de la ley de Sufragio universal.) 

Las separaciones, traslaciones y suspensiones acor- 
dadas y no notificadas á los interesados antes del período 
electoral no podrán llevarse á cabo en dicho período sino 
en los casos y en la forma excepcionales que queda ex- 
puesto. (Art. 91 en su párrafo último de la ley de Sufragio 
universal.) 

La pena del delito de coacción que se ha definido será 
la de multa de 126 á 2.500 pesetas. (Art. 91 de la ley de 
Sufragio universal). 

Esto, en el caso de no tener otra más gri^re señalada 
en el Código penal. (Art 91 de la ley de Sufragio uni- 
versal). 

Cometen también delito electoral: 

l.o Los que por medio de promesas, dádiva ó remu- 
neración soliciten directa ó indirectamente, en favor ó 
en contra de cualquier candidato, el voto de cualquier 
elector. (Art. 92 en su número 1 .« de la ley de Sufragio 
imiversal). *^ 

2.0 Los que exciten á la embriaguez á los electores 
para obtener ó asegurar su elección. (Art. 92 en su nú- 
mero 2.0 de la ley de Sufragio universal). 

3.0 El que vote dos ó más veces en una elección, 
tome nombre ajeno para votar, ó lo haga estando incapa- 



citado, ó teniendo suspendido el ejercicio de tal derecho. 
(Art, 92 en su número 3.o de la ley de Sufragio uni- 
versal). 

4.0 El que á sabiendas consienta, sin protesta, pu 
diendo hacerla, la emisión del voto en los casos del nú- 
mero anterior. (Art. 92 en su número 4.'' de la ley de Su 
fragio universal). 

6.<> El que niegue ó retarde la admisión, curso y reso- 
lución de las protestas ó reclamaciones de los electores, ó 
no dé resguardo de ellas al que las hiciere. (Art. 92 en su 
número 6.^ de la ley de Sufragio universal). 

6.<> El que omita los anuncios y pregones de notifica- 
ción que ordene la ley, ó no expida ó no mande expedir 
tan pronto como ésta dispone certificación solicitada de 
actos electorales. (Art. 92 en su número 6.^ de la ley á^ 
Sufragio universal). 

7. o El que de cualquier otro modo no previsto en esta 
ley impida ó dificulte que un elector ejercite sus derechos 
ó cumpla sus deberes. (Art. 92 en su número 7.° de la 
ley de Sufragio universal). 

8.0 El que suscite maliciosamente ó mantenga sin mo- 
tivo racional, dudas sobre la identidad de una persona ó 
la entidad de sus derechos. (Art. 92 en su número 8.° de 
la ley de Sufragio universal). 

La pena de estos delitos será la de multa de 126 á 
2.600 pesetas. (Art. 92, combinado con el^O de la ley de 
Sufragio universal). ^^ ^- \^^ j-- ^->^- 
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Esto, en el caso de que no tenga señalada otra más 
grave en el Código penal. (Art. 92, combinado con el 90 
de la ley de Sufragio universal). 

Cometen asimismo delito electoral: 

Los funcionarios públicos que hagan salir de su domi- 
cilio ó residencia ó permanecer fuera de ellos, aunque 
sea con motivo de servicio público, á un elector en el día 
de la elección ó en el que pueda y quiera efectuar un acto 
electoral, y los que lo detuviesen privándole en casos 
iguales de libertad. (Artículo 93 de la ley de Sufragio 
universal). 

La pena que en el primer caso será impuesta es la de 
destiento de seis meses y un día á seis afios, multa de 
260 á 2.600 pesetas é inhabilitación absoluta perpetua! 
(Artículo 93 de la ley del Sufragio universal, combinado 
con el 221 del Código penal). 

La pena que en el último caso deberá imponerse es la 
de multa de 126 á 1.260 pesetas, si la detención no hu- 
biese excedido de tres días; la de suspensión en sus gra- 
dos mínimo y medio, por tiempo de un mes y im día á 
cuatro años^ si pasando de tres días no hubiese llegado á 
quince; la de suspensión en su grado máximo, por tiem- 
po de cuatro afios y un día á seis años é inhabilitación 
absoluta temporal en su grado medio de ocho años y un 
(lía á diez afios, si no habiendo bajado de quince días no 
hubiere llegado á un mes; la de prisión correccional en 
su grado máximo ó prisión mayor en su grado mínimo, ó 
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sea de cuatro años, dos meses y un día de prisión correc- 
cional, á ocho años de prisión mayor si hubiese pasado 
de un mes y no excedido de un afio; y la de prisión ma- 
yor en su grado medio á reclusión temporal en toda su 
extensión, ó sea de ocho afios y un día de prisión mayor 
á veinte años de reclusión si hubiere pasado de un año, 
incurriendo además en todos estos casos en la inhabilita- 
ción absoluta perpetua. (Art. 93 de la ley del Sufragio 
universal, combinado con el 210 del Código penal). 

Constituye también delito electoral: 

El impedir ó dificultar: 

La libre entrada y salida de los electores en el lugar 
en que deben ejercer su derecho. « 

Su aproximación á las mesas electorales. 

l^a permanencia de 

Notarios, 

Candidatos, 

Electores 

En los lugares en que se realicen los actos electorales 
de manera que no puedan ni les sea fácil ejercitar su ofi- 
cio ó su derecho y comprobar la regularidad de tales ac- 
toj3. (Art. 94 de la ley del Sufragio universal.) 

Las penas de estos delitos son las de arresto mayor en 
8U grado mínimo de un mes y un día á dos meses. (Ar- 
tículo 94 de la ley del Sufragio universal.) 

En el caso de que por el Código penal tenga señalada 
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otra más grave, se aplicará ésta. (Art. 94 de la ley del 
Sufragio universal.) 

Cometen también delito electoral: 

Los funcionarios públicos que no entreguen ó demo- 
ren maliciosamente la entrega de documentos reclamados 
por comisionado especial. (Art. 96 de la ley del Sufragio 
universal.) 

La pena de este delito es la del de desobediencia gra- 
ve á la autoridad, ó sea la de arresto mayor de un mes y 
un día á seis meses y multa de 125 á 1.250 pesetas. .(Ar- 
tículo 95 de la ley del Sufragio universal combinado con 
el 265 del Código penal.) 

Adem^ de esta pena le será exigida al funcionario la 
responsabilidad disciplinaria en que á la vez hubiere in- 
currido. (Art. 95 de la ley del Sufragio universal.) 

CAPÍTULO V 

De la pencí especial conjunta y de las comunes á todos los 
delitos electorales. 

Los delitos previstos en el Código penal que tengan 
por objeto la materia electoral, se castigarán cuando rio 
sean aplicables las disposiciones especiales de los ar- 
tículos de que se ha hecho mérito, con las penas que el* 
mismo Código señale, y además con una multa de 125 á 
1.250 pesetas, en caso de que no correspondiera á aqué- 
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líos pena de esta clase. (Art. 96 de la ley del Sufragio 
universal.) 

Serán penas comunes para todos los delitos relacio- 
nados directamente con las disposiciones de la ley Elec- 
toral, ya se hallen en ella previstos, ó lo estén en otra, la 
de inhabilitación especial temporal ó perpetua para dere- 
cho de sufragio cuando el culpable sea ó tenga el carácter 
de funcionario público, y la de suspensión del mismo de- 
recho cuando sea particular. (Art. 97 de la ley del Sufra- 
gio universal.) 

En el caso de reincidencia, la inhabilitación corres- 
pondiente á los funcionarios será absoluta perpetua y á 
los particulares se impondrá la inhabilitación absoluta 
tenaporal, además de las penas correspondientes. (Art. 97 
íle la ley del Sufragio universal.) 

CAPÍTULO VI 
De las infracciones ó faltas electorales. 

La constituyen toda falta de cumplimiento de las 
obligaciones y formalidades que la ley Electoral ó las 
disposiciones que se dicten para su ejecución impongan 
á cuantas personas intervengan con carácter oñcial en 
las operaciones electorales. (Art. 98 de la ley del Sufragio 
universal.) 

La pena de estas faltas es la de multa de. 26 ó 1.000 
pesetas. (Art. 98 de la ley del Sufragio universal.) 
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Esto, se entiende para el caso de que no constituya 
el hecho delito. (Art. 98 de la ley del Sufragio universal.) 

Cometen falta electoral: 

JjOB funcionarios que por cualquier causa que no sea 
la de absoluta imposibilidad justificada, dejen de cum- 
plir cualquiera de los servicios que les impone la ley 
Electoral. (Art. 98 de la ley del Sufragio universal.) 

La pena Me esta falta es la de multa de 26 á 1.000 
pesetas. (Art. 98 de la ley del Sufragio universal.) 

Esto, en el caso de que el hecho no constituya delito. 
(Art. 98 de la ley del Sufragio universal.) 

La pena referida la decretará la Junta del Censo, ante 
la cual debió prestarse el servicio. (Art, 98 de la ley del 
Sufragio universal.) 

Cometen asimismo falta electoral: 

Los Presidentes de las Juntas provinciales y munici- 
pales y los Alcaldes que debiendo recibir un documento 
de los prevenidos en cualquiera de las disposiciones de 
la ley Electoral no dicten y hagan ejecutar lo dispuesta 
en el art. 20 (1). (Art. 98 de la ley del Sufi-agio uni- 
versal.) 

Los que en tal caso no den conocimiento á la Junta 
central de haber cumplido este deber. (Art. 98 de la lej' 
del Sufragio universal.) 



(l) Se ordena en este artículo que se noaiide recoger el do- 
cumento por comisionado especial á costa del que debiera en- 
viarle. 



189 

La pena será la de multa de 26 á 1.000 pesetas. (Ar 
tículo 98 de la ley del Sufragio universal.) 
Cometen igualmente faltas electorales: 

1.^ Los concurrentes á los actos electorales que de un 
modo que no constituya delito, perturben el orden ó fal- 
ten al respeto debido. (Art. 99 en su núm. l.o de la ley 
del Sufragio universal.) 

2.0 Los que no teniendo derecho de entrar en los Co- 
legios á tenor del art. 68 de la ley Electoral ó en las Jun- 
tas de escrutinio conforme el art. 68 (1) no abandonaren 
el local á la primera intimación del Presidente. (Art. 99 
en su núm. 2.o de la ley del Sufragio universal.) 

3.0 Los que penetren en un Colegio, Sección ó Junta 
electoral con armas, palos, bastones ó paraguas, no sien- 
do autoridad ó no hallándose en el caso del art. 60 de la 
ley Electoral (2). (Art. 99 en su número 3. o de la ley del 
Sufragio universal.) 

4.0 Los Notarios que, intentando ejercer su oficio, no 
den conocimiento previo de su propósito al que presida 
el acto. (Art. 99 en su número 4.o de la ley del Sufragio 
universal.) 

6. o Los funcionarios y los particulares por cuya causa 
no reciba quien corresponda en los plazos señalados y de 



(1) Al hablar de los derechos de los electores se expresó ya 
quiénes lo tienen á entrar eu los Colegios especiales. 

(2) Se refiere al elector imposibilitado ó impedido que no 
pueda sin apoyo penetrar en el Colegio. 
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a manera establecida en la ley, alguna comunicación, 
aviso, acta ó documento que deba transmitirse sin per- 
juicio de lo dispuesto en el número 4.^ del art. 88 (1). 
(Art. 99 en su número 6.o de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

6.0 Los Vocales natos y suplentes de las Juntas del 
Censo que sin justa causa no concurriesen á las sesiones 
para que fueren convocados, sin haberse excusado opor- 
tunamente. (Art. 99 en su número 6. o de la ley del Sufra- 
gio universal) (2). 

7. o La pena de estas faltas será la de multa de 26 á 
1.000 pesetas. (Art. 99 de la ley del Sufragio universal). 

Esto se entiende, si el hecho no constituyera delito. 
(Art. 99 de la ley de Sufragio universal). 

Otra falta electoral la constituye el hecho de penetrar 
en un Colegio electoral con armas, palo, bastón ó para- 
guas, y advertido el elector por el Presidente, no some- 
terse aquél á sus órdenes. 



(1) Se deja ya citado y constituye delito el hecho á que se re- 
fiere. 

(2) Son causas justas para no concurrir á las sesiones: 
1/ La ausencia del lugar en que éstas se celehren. 

2 * Atenciones preferentes del servicio público. 

8.' Motivos de salud personal ó de familia ú ocupaciones pri- 
vadas inaplazables. 

4.* Aquellas en cuya virtud dejen de asistir á la Junta cen- 
tral su Presidente ó sus Vocales. (Art. 99 de la ley del Sufragio 
universal.) 
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La pena de esta falta es la expulsión del elector del 
local y la pérdida del derecho de votar en aquella elec- 
ción, sin perjuicio de cualquiera otra responsabilidad en 
que incurra. (Art. 60 de la Ley). 

Constituye también una falta electoral el hecho de no 
asistir los Vocales natos y suplentes convocados á la 
Junta provincial ó municipal, sin haber expuesto excusa 
justificada. (Disposición 5.* de la Real orden de 27 de No 
viembre de 1890). 

Los incursos en esta falta serán corregidos por quien 
corresponda, con las multas señaladas en los arts. 98 y 99 
de la ley Electoral. (Disposición 6.* de la Real orden de 
27 de Noviembre de 1890). 

Esto, sin perjuicio de la responsabilidad criminal que 
procediere con arreglo al núm. 12 del art. 88 de la ley . 
Electoral. (Disposición 6.» de la Real orden de 27 de No- 
viembre de 1890). 

TITULO II 

DEL PROCEDIMIENTO 

CAPÍTULO PRIMERO 
Del Tribunal competente y reglas del Enjuiciamiento. 

Si dentro de un Colegio ó Junta electoral se cometiese 
algún delito, el Presidente mandará detener y pondrá á 
los presuntos reos á disposición de la autoridad (con re- 
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misión del oportuno atestado, en que conste el hecho eje 
cutado.) (Art. 102 de la ley de Sufragio universal). 

Los Jueces y Tribunales procederán según las reglas 
del Enjuiciamiento criminal. {Art 102 de la ley de Su- 
fragio universal). 

No se necesitará autorización para procesar á ningún 
funcionario. (Art. 103 en su párrafo primero de la ley de 
Sufragio universal). 

Las causas en que por sentencia firme se exima de 
responsabilidad por obediencia debida, se remitirán sin di- 
lación al Tribunal que sea competente para proceder con- 
tra el que dio la orden obedecida. (Art. 103 en su párrafo 
segundo de la ley de Sufragio universal). 

La jurisdicción ordinaria es la única competente para 
el conocimient© de los delitos electorales, cualquiera que 
sea el fuero personal de los responsables. (Art. 101 de la 
ley de Sufragio universal). 

Para estola efectos son delitos electorales los especial- 
mente previstos en la ley Electoral y los que, estándolo 
en el Código penal, afecten á la materia propiamente 
electoral. (Art. 101 de la ley de Sufragio universal). 

Es pública y podrá ejercitarse hasta dos meses des- 
pués del término del mandato conferido por la elección. 
Art. 102 de la ley de Sufragio universal). 

Para su ejercicio no se exigirá depósito ni fianza. (Ar- 
tículo 102 de la ley de Sufragio universal). 

El término para ejercitar la acción por el delito «lee- 
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toral, estará en suspenso respecto de la autoridad ó per- 
sona obedecida, desde que se principió á proceder hasta 
el día en que el Tribunal competente baya recibido la 
sentencia firme en que se declare la exención de la res- 
ponsabilidad de la persona que obedeció. (Art. 103 en su 
párrafo segundo de la ley del Sufragio universal.) 

Cuando la autoridad que dio la orden fuese un Minis- 
tro de la Corona, ó cuando de cualquier modo resultase 
indicada su responsabilidad, el Tribunal que conozca del 
proceso remitirá éste sin dilación al Congreso de los Di- 
putados, firme que sea la sentencia en que se declare la 
exención de responsabilidad ó los antecedentes que del 
mismo resultaran que sean indicantes de la responsabili- 
dad del Ministro. (Art. 103 en su párrafo último de la ley 
del Sufragio universal.) 

El Tribunal á quien corresponda la ejecución de las 
sentencias firmes, dispondrá la publicación de éstas en el 
Boletm Oficial de la provincia en que el hecho penado se 
hubiere cometido. (Art. 106 de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

También remitirá un ejemplar de este periódico á la 
Junta central del Censo. (Art. 105 de la ley del Sufragio 
universal.) 

No pueden imponer multa que exceda de 100 pesetas: 

Ix>8 Alcaldes; 

Los Presidentes de Colegio electoral; 

Los Presidentes de Junta de escrutinio, (Art. 108 en 
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811 párrafo primero de la ley del Sufragio universal.^; 

Podi'án imponer multas hasta de 600 pesetas: 

Los Presidentes de la Junta provincial del Censo; 

Las Juntas provinciales <lel Censo. (Art. 108 en su pá 
rrafo segundo de la ley del Sufragio universal.) 

Podrán imponer multa hasta de 1.000 pesetas: 

La Junta central del Censo; 

El Presidente de la misma. (Art. 108 en su párrafo 
tercero de la ley del Sufragio universal.) 

El pago de las multas se hará en un papel especial 
que la Hacienda pública emitirá para el caso y entregará 
á cuenta á las Diputaciones provinciales, cobrando sobre 
él un derecho de 20 por 100 de su valor. 

El resto de su valor ingresará en la caja provincial 
respectiva, (Art. 109 en su párrafo primero de la ley del 
Sufragio universal.) 

Si á los seis días de ser firme el acuerdo no se hiciere 
efectiva la multa, se exigirá por la vía de apremio. (Ar- 
tículo 109 en su párrafo segundo de la ley del Sufragio 
universal) (1). 

En caso de insolvencia del multado sufrirá éste un 
arresto personal á razón de un día por cada cinco pesetas 
de multa, sin que pueda exceder: 



(1) Consiste el apremio en obligar al pago de una cantidad 
embargándose desde luego bienes al apremiado, con los trámites 
al efecto establecidos en la Instrucción aprobada por Real decre- 
to de 12 de Mayo de 1888. 
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De diez días cuando fuere impuesta por Alcalde, Jun- 
ta municipal ó Presidente de la Mesa. 

De veinte días si lo fuere por la Junta provincial, su 
Presidente ó por los de las Juntas de escrutinio. 

De treinta días si lo fuere por la Junta central ó su 
Presidente. (Art. 109 en su párrafo último de la 1^ del 
Sufragio imiversal.) 

CAPITULO II 

De la aittoridad competente para carregir las infracciones 
ó faltan electorales. 

La corrección de las infracciones ó faltas electorales, 
corresponde: 

\,^ A los Presidentes del acto ó sesión en que se co- 
metan. (Art. 107 en su número l.o de la ley del Sufragio 
universal.) 

2.0 A las Juntas municipales ó provinciales del Censo 
en las que respectivamente se relacionen con los actos, 
de los cuales deban entender dichas Juntas ó sus presi- 
dentes. (Art. 107 en su núm. 2.o de la ley del Sufragio 
universaL) 

3.0 A la Junta central, las demás y sólo esta Junta 
podrán alzar, y en su caso deberá imponer las multas á 
que den ocasión las disposiciones del párrafo segundo 
del art. 20 (1) y la excepción á que se refiere el número 



(1) Se contrae á la remisión de documentos omitida por el 
obligado á hacerla. 
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precedente. (Art. 107 en su número 8.0 de la ley del Su- 
fragio universal.) 

lias Juntas municipales no podrán, sin embargo, 
acordar corrección alguna respecto á las superiores; pero 
si entendieren que la provincial ha cometido alguna in- 
fracción, lo pondrán inmediatamente en conocimiento de 
la Central para la resolución que corresponda. (Art. 107 
de la ley del Sufragio universal.) 

Cuando los Jueces cometan la infracción prevista en 
el art. 19 de la ley Electoral (1), lo comunicarán las 
Juntas municipales al Presidente de la Audiencia terri- 
torial respectiva para que imponga la corrección y dará 
cuenta de ello á la Junta central. (Art. 107 de la ley del 
Sufragio universal.) 

La imposición de las multas se hará en resolución es- 
crita y motivada. (Art. 107 de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

CAPITULO m 
De los recursos contra las resoluciones imponiendo multas 
por faltas electorales, cuantía de las multas, y forma de 
hacerlas efectivas. 

Las resoluciones de los Presidentes del acto ó sesión 
en que las faltas se cometan, imponiendo multas, así 



(1) Se refiere á la remisión á los Alcaldes, de lidtas certifica- 
das de electores sobre quienes hubiese recaído desde 1.** de 
Abril resolución judicial firme que afecte á su capacidad elec- 
toral. 
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como las dictadas por las Juntas municipales> serán re- 
clamables ante la Junta provincial. (Art. 107 de la ley del 
Sufragio universal) 

£1 plazo ó término pl^ra la reclamación será dentro de 
dos días siguientes para la notificación del acuerdo impo- 
niendo la multa. (Art. 107 de la ley del Sufragio uni- 
versal.) 

Las resoluciones de la Junta provincial del Censo im- 
poniendo multas en uso de sus propias atribuciones se- 
rán reclamables ante la Junta central del Censo. (Art. 107 
de la ley del Sufragio universal.) 

El plazo para hacerlo es de dos días siguientes al de 
la notificación del acuerdo. (Art. 107 de la ley del Sufra- 
gio universal.) 

Las resoluciones revocatorias de la Junta provincial 
podrán apelarse ante la Junta Central. (Art. 107 de la ley 
del Sufragio universal.) 

El plazo ó término para hacerlo es dentro de dos días 
siguientes á la notificación del acuerdo. (Art. 107 de la 
ley del Sufragio universal.) 

CAPITULO IV 

Del indulto de penas impuestas por delitos electorales. 

No se dará curso por el Ministerio de Gracia y Justi- 
cia, ni se informará por los Tribunales ni por el Consejo 
de Estado, solicitud alguna de indulto en causa por deli- 
tos electorales, sin que conste previamente que los solici- 
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tantee han cumplido por lo menos la mitad del tiempo de 
su condena en las penas personales y satisfecho la tota- 
lidad de las pecuniarias y las costas. (Art.. 106 de la ley 
del Sufragio universal.) 

Las Autoridades y los individuos de corporación, de 
cualquier orden ó jerarquía, que infringiesen esta disposi- 
ción, dando lugar á que se ponga á la resolución del Rey 
la solicitud de gracia, incurrirán en la responsabilidad 
establecida en el art. 369 del Código penal (1). (Art. 106 
de la ley.) 



(1) Esta responsabilidad es la peua de iuhabilitación tempo- 
ral especial en su grado máximo (de diez años y un día á doce 
años), á inhabilitación perpetua especial. 



APÉNDICE 
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Real orden de 22 de Bhiero de 1891 resolviendo varias con- 
mitas formuladas por las Juntas provinciales, Gober- 
nadores de provincia y Presidentes de las Audiencias 
acerca de diversos puntos relacionados con la aplicación 
de las disposiciones de la ley Electoral para Diputados 
á Cortes de 26 de Junio de 1890. 

MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN 

REALES ÓRDENES 

Vistas las diferentes consultas formuladas por Juntas 
provinciales, Gobernadores de provincia y Presidentes 
de Audiencia acerca de diversos puntos relacionados con 
la aplicación de las disposiciones electorales vigentes á 
las próximas elecciones de Diputados á Cortes, y ha- 
biéndose oído á la Junta Central del Censo, en cumpli- 
miento del art. 4.o adicional de la ley de 26 de Junio 
último ; 

S. M. la Reina Regente, en nombre de su Augusto 
Hijo el Rey D. Alfonso XIII (Q. D. G.), y de conformidad 
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con varios dictámenes de la referida Junta, se ha sei^idu 
dictar las disposiciones siguientes : 

1.» Que para acreditar el carácter de ex Diputado y 
ex Senador en los casos en que este carácter se ponga en 
duda, no es indispensable á los efectos de poder solicitar 
la declaración de candidatos presentar certificación de la 
Secretaría del Congreso ó del Senado respectivamente, 
puesto que las Juntas provinciales disponen de datOB 
auténticos para determinar quiénes tienen dicha cuali- 
dad toda vez que deben existir en el Archivo de la Dipu- 
tación provincial los documentos de las antiguas Juntas 
inspectoras del Censo. 

2.a Que si esto, no obstante, se presentaran por los 
interesados' los referidos documentos, no es necesario 
lleven legalización alguna notarial. 

3.a Que, con arreglo á la letra y espíritu del art. 37 de 
la ley Electoral, los ex Diputados á Cortes y ex Senadores 
pueden solicitar la declaración de candidatos hasta para 
todos los distritos de la provincia, en cuyo caso tendrán 
derecho á designar Interventores para todas las Seccio- 
nes electorales de dichos distritos. 

4.a Que una misma persona puede aparecer como 
apoderado de diversos individuos para el efecto de solici- 
tar la declaración de. candidatos y designar los respecti- 
vos Interventores. 

6.a Que los Presidentes de las Juntas provinciales 
podrán firmar con estampilla los nombramientos de In- 
ventores y las certificaciones que pidan éstos y los can- 
didatos. 

6.* Que con arreglo á lo dispuesto en el art. 20 de la 
ley Electoral, los Presidentes de las Juntas municipales 
^e las cabezas de los distritos electorales respectivos tie- 
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nen la obligación de reclamar las actas de los escrutinios 
parciales que les falten y que han debido remitírseles á 
tenor del art. 66, á fin de que estén en su poder el día del 
escrutinio general; y si á pesar de es.to no se hubiesen 
recibido ese día, los Presidentes de las Juntas generales 
de escrutinio computarán los votos de las actas recibí - 
dais, y en último caso los que consten en los certificados 
que presentaren los Interventores de las Secciones cuyas 
actas no se hubieren recibido. 

7 * Que en atención á la dificultad de las comunica 
clones inter-insulares, se aplace en Canarias hasta el dia 
8 de Febrero próximo el escrutinio general de las elec- 
ciones de Diputados á Cortes. 

De Real orden lo digo á V. S. para su conocimiento y 
demás efectos. Dios guarde á V. 8. muchos años. Madrid 
22 de Enero de 1891.— jSfiZiWr/,.— Sr. Gobernador de la 
provincia de 
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(1) Al primer párrafo que se lee en esta página debe 
seguir lo que expresa la nota de la misma página, que 
empieza: «Y por consiguiente, ni los Jefes y Oficiales» y 
todo lo demás que contiene la nota. 

Por un error de ajuste se dejó de insertar el art. 69 de 
la ley de Senadores, y por eso lo reproducimos: 

<Art. 69. Los Senadores nuevamente elegidos ocupa- 
rán el lugar y durante el tiempo por que debieren serlo 
aquéllos á quienes reemplazan, > ^- "^ "'*^ "^ 







REVISTA DE JLO^ TRIBUNALES 

PERIÓDICO DE LEGISLACIÓN, DOCTRINA Y JURISPRUDENCIA 

DIRIGIDA POR EL 

EXGMO. SH. D. VIGEKTE ROMERO í GIRÓN 

con la colaboración de eminentes jurisconsultos 
nacionales y extranjeros. 



La Kevista de los Tribunales, por el módico precio de 
24 pesetas en Madrid, 28 en provincias, 36 en Ultramar y 
40 en el extranjero y Filipinas— pago anticipado — hecho 
directamente á esta Administración, ó 26 en Madrid, 30 
en provincias, 40 en Ultramar y 46 en el extranjero y Fi- 
lipinas si se hace por medio de libreros y corresponsales 
ó por giro á cargo del suscritor, da á sus abonados: 

l.o El número semanal de ocho páginas, que se repar- 
tirá todos los sábados con los trabajos de poca extensión, 
resolución de consultas, máximas importantes de juris- 
prudencia corriente, noticias bibliográficas, anuncios de 
vacantes, etc. 

2.0 Con este número se repartirán los pliegos del Re- 
pertorio anotado de Legislación y de el de Jurisprudencia 
Hipotecaria. 

3.0 Un cuaderno bimensual con trabajos extensos doc- 
trinales de los más importantes jurisconsultos nacionales 
y extranjeros, artículos críticos de las disposiciones lega- 
les que lo merezcan ó necesiten , y de la doctrina que en 
sus sentencias establezcan el Tribunal Supremo y el Con- 
sejo de Estado en casos de verdadera importancia y los 
proyectos de ley importantes. 

4.0 En el primer semestre se repartirán á los suscrito - 
res que hayan anticipado el pago de su suscrición del año, 
en tomos encuadernados y ordenada por materias , la Ju- 
risprudencia del anterior en sus tres secciones: Civil^ Cri- 
minal y Administrativa. 

Los suscritores que hayan anticipado el pago de la 
suscrición tendrán derecho á hacer á la Redacción las con- 
sultas que en cuestiones jurídicas les ocurran , consultas 



que se publicarán resueltas en el lugar correspondiente 
por tumo riguroso, á no ser que el suscritor desee se le 
anticipe la contestación por escrito, en cuyo caso abonará 
15 pesetas como mínimum. En los dictámenes extensos, 
los honorarios serán convencionales, según su impor- 
tancia. 

La suscrición puede hacerse por trimestres, semestres 
ó afíos; pero formando tomos por años naturales, tanto la 
Revista como el Repertorio de Legislación y y debiendo 
repartirse , como queda dicho, en el primer semestre los 
tres tomos de Jurisprudencia á los que hayan anticipado 
la suscrición por todo el ano , debe hacerse aquélla por 
afíos completos, á contar desde l.<> de Enero. 

Los suscritores á la Revista que estén al corriente en 
el pago de la suscrición obtienen una rebaja del 20 por 
100 en las obras que adquieran de las publicadas por esta 
casa, pidiéndolas directamente. 



COLECCIÓN DE LA REVISTA 

EN FIN DE 1890 

1." Revista (Parte doctrinal y semanal) desde 1878 á 
fin de 1890; veinticinco tomos, que valen 195 y 206 pts. 

2. o Repertorio de Legislación. Van publicados trece to- 
mos que comprenden desde 1878 á ñn del 90; 130 y 143 p. 

3. o Repertorio de Jurisprudencia criminal. Comprende 
los dos tomos del Diccionario de 1870 á 1880, y los ocho 
Apéndices la de 1880 á fin de 1889; valen los diez tomos 
82 y 90 pesetas. 

4.0 Repertorio de Jurisprudencia Hipotecaria. Com- 
prende los ochos tomos, desde 1874 á fin de 1890; valen 
28 y 29 pesetas, 

5.0 Repertorio de JuHsprudencia Administrativa. Com- 
prende en ocho tomos la de 1880 á fin de 1889; 59 y 64 
pesetas. 

6.0 Repe^'torio de Jurisprudencia Civil. Comprende en 
DIECISEIS tomos en 4.^ mayor desde 1839 á fin de 1889; 
172 y 185 pesetas. 

El total de la colección en fin de 1890, 666 y 716 pe- 
setas. 



BIBLIOTECA JURÍDICA 



Carrara* — Teoría sobre la tentativa y la complicidad ó 
¿I grado en la fuerza física del delito; versión castellana, 
anotada y con un prólogo de D. Vicente Romero Girón. 
Un tomo en 4.o (1 o de la Biblioteca), 6 y 6,50 pts. 

Fiore. — Derecho inte^-nacional privado, ó principios para 
resolver los conflictos entre las leyes civiles, comerciales, 
judiciales y penales de los diversos Estados; versión es- 
pañola anotada por D. A. García Moreno, con un prólogo 
del Excmo. Sr. D. Vicente Romero y Girón. (Segunda edi- 
ción completamente refundida y considerablemente am- 
pliada). 

Adquirido por esta casa el derecho exclusjvo de tra- 
ducción de la nueva edición que el autor ha terminado 
recientemente , notablemente aumentada, se ha puesto á 
la venta el tomo 3.o de la misma al precio de 7 y 8 pts. 

El precio de los tres tomos es el de 19 pesetas en Ma- 
drid y 21 en provincias. 

Savigny. — Sistema de Derecho romano ; Yersión castella- 
na de los Sres. D. Jacinto Mesía y D. Manuel Poley, con 
una introducción crítica de D. Manuel Duran y Bas, Pre- 
sidente de la Asociación cSavigny» de Cataluña, y Cate- 
drático de 'la Facultad de Derecho en la Universidad de 
Barcelona. Seis tomos (del 4!° al 9.^ de la Biblioteca), 40 
pesetas en Madrid y 42 en provincias. 

Fiore» — Derecho inteí'nacional público, versión castella- 
na de A. García Moreno.— Esta obra consta de tres tomos 
en 4.0 mayor; los dos primeros tratan del Derecho inter- 
nacional público en tiempo de paz, y el 3." en tiempo de 
guerra (tomos 10, 11 y 12 de la Biblioteca); precio de és- 
tos, 24 pesetas en Madrid y 26 en provincias. 

Como complemento á la obra anterior, se dará en tres 
tomos una reseña histórico-crítica de los Tratados de Es- 
paña con las demás naciones , incluyendo el texto de los 
que en la actualidad se hallan vigentes , tanto en el De- 
recho público cuanto en el privado. Se ha puesto á la ven- 
ta el tomo 1.0 (13 de la Biblioteca); 8 pesetas. 

Bluntschli.— Dercc/io público universal, versión caste 
llana ampliada con las noticias biográficas del autor, é in- 
dicación de su sistema y obras, así como también con al- 



gimas notas explicativas. Cuatro tomos en 4.^ mayor (li 
al Í7 de la Biblioteca), 26 y 28 pts. 

T\»sot, — Derecho penal, esiuámdo en sus principios, en 
sus aplicaciones y legislaciones de los diversos pueblos 
del mundo. Tres tomos en 4.o mayor (18 al 20 de la Bi- 
blioteca), 20 pesetas en Madrid y 22 en provincias. 

Enrico Ferri. - Los nuevos honzontes del Derecho y del 
procedimiento penal; versión castellana de D. Isidro Pérez 
Oliva, con un prólogo del autor escrito expresamente para 
la edición castellana. Un tomo de 413 páginas (21 de esta 
Biblioteca), 7 y 7'60 pesetas en rustica y una más entela» 

Diodato Lioy.— De la Filosofía del Derecho ; YerBión^ 
castellana de D. Luis de Moya, con una carta prólogo del 
Excmo. Sr. D. Vicente Romero Girón. Dos tomos en 4.^ 
(22 y 23 de- esta Biblioteca), 12 y 13 pesetas. 

EN PRENSA 
Fiore. — El Derecho internacional codificado, en dos to- 
mos (el 23 y 24 de esta Biblioteca). 

BIBLIOTECA HISTÓRICA 



Momiiisen* — Historia de Roma\ versión castellana por 
A. García Moreno, con un prólogo y notas de la parte re- 
lativa á España, por F. Fernández y González. Nueve to- 
mos en 4.0 (l!o al 9.^ de esta Biblioteca); 46 pesetas en 
Madrid y 48 en provincias. 

Weber.—ffisf Oria contemporánea de 1830 á 1872; ver- 
sión castellana, aumentada con tres apéndices: uno sobre 
la Historia y Constitución de los Estados americanos, so- 
bre los principales acontecimientos de España hasta 1878, 
y otro sobre la cuestión de Oriente, y anotada por A. Gar- 
cía Moreno. Cuatro tomos en 4.° (10 al 13 de esta Biblio- 
teca); 20 pesetas en Madrid y 22 en provincias. 

Oárcía Moreno. — Introducción á la Histoña é indica- 
ciones generales sobre la Historia de Oí*ieríf<?.-~ (Agotada). 

Meri vale, —ffisíona de los Romanos bajo el Imjícrio; 
traducción de la reciente edicióninglesa, anotada por Don 
Alejo García Moreno. Van publicados los cuatro primeros 
tomos (15 al 18 de la Biblioteca). — Su precio, 6 pesetas en 
Madrid y 6'60 en provincias» 



BIBLIOTECiÍL FILOSÓFICA 



Tiberghieu» — Gene^-adón de los conocimientos himianoSy 
en sus relaciones con la moral, la política y la religión; ver- 
sión castellana de A. García Moreno, con una introducción 
y notas de D. N. Salmerón y D. U. González Serrano. Cua- 
tro tomos en 8.0 (l.*^ al 4.<^ de esta Biblioteca); 14 pesetas 
en Madrid y 16 en provincias. 

Ginev, — Estudios filosóficos y religiosos. Un tomo en 8.^ 
(6.0 de la Biblioteca) ; 3 pesetas en Madrid y 3'50 en pro 
vincias. 

SECCIÓN DE CÓDIGOS Y LEYES 



Código civil español, ilustrado con notas, referencias, 
concordancias, motivos y comentarios, por D. Modesto 
Falcón , Catedrático de la asignatura de Derecho civil en 
la Universidad de Barcelona, con un estudio crítico del 
Código por el Excmo. Sr. D. Vicente Romero y Girón. — 
Consta de cinco tomos en 4.<^, y su precio es de 30 pese- 
tas en Madrid y 32 en provincias. 

Código de Comercio (segunda edición), concordada con 
nuestra legislación anterior y la vigente, anotado con la 
jurisprudencia nacional y extranjera, exposición de moti- 
vos del proyecto, precedido de una introducción por Don 
Vicente Romero y Girón, y seguido de veintinueve Apén- 
dices que contienen cuantas disposiciones dictadas hasta 
e¡[ día aclaran, amplían ó explican los preceptos de aquél, 
14 y 16 pesetas, una más en tela y dos en pasta. 

Ley de Enjuiciamiento civil (segunda edición), arreglada 
á las reformas introducidas en la misma por la de 11 de 
Mayo de 1888, anotada con la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo, concordada con el nuevo Código de Comercio y 
seguida de varios Apéndices con toda la legislación vi- 
gente sobre procedimiento en lo civil; precio, 5 y 6 pese- 
tas, y una más en tela. 

Ley Hipotecaria con su reglamento, anotada y concor, 
dada con el nuevo Código civil, por D. Cristóbal Bordíu; 
precedida de la exposición de motivos y seguida de todas 
las disposiciones posteriores hasta el día; 8 y 9 pesetas. 



Proyecto de Código de Comercio^ publicado en la Gaceta 
de Madrid para los efectos del art. l.^ de la ley de 7 de 
Mayo de 1880. Precio, 2 pesetas. 

Nuevo proyecto de Código civil, presentado á las Cortea 
el 24 de Abril de 1882 por D. Manuel Alonso Martínez, 
con algunas notas y concordancias con el proyecto de 1851. 
Dos volúmenes (libros l.<>, 2.o, 3.o y 4.o ); 4 y 4'60 pts. 

Manual de Impuestos de la renta de Timbre del Estada 
ó impuesto sobre derechos reales y transmisión de bie- 
nes, etc. Precio, 2 pesetas. 

PROGRAHAS Y CONTESTACIONES Á ALCÜNOS DE ELLOS 



Nuevo programa oficial para el ejercicio teórico de 
oposición á las plazas de Aspirantes á la Judicatura, pre- 
cedido del Real decreto de convocatoria de 21 de Junie 
de 1889; una peseta. 

Contestaciones á este programa por D. Ramón Sánchez 
Ocaña y D. Fermín Castaño, pubUcadas por la Revista de 
los Tribunales, en las que se encontrarán los opositores > 
sin necesidad de consultar otra obra ni texto legal, cuanto 
es necesario para el desarrolló de todas las lecciones del 
programa. El precio de esta obra es de 38 y 40 pesetas. 

Para mayor facilidad se ha dividido en cinco cuader- 
nos. Derecho civil, 9 y 9'60 pesetas; Penal, 7 y 7*60; Mer- 
cantil, 7 y 7*26; Procedimientos judiciales, 6 y 6' 2 5; y 
Derecho político y administrativo, y Disciplina eclesiás- 
tica, 9 y 9'60 pesetas. 

Preparación para el ejercicio práctico de dichas oposi- 
ciones. Tramitación y formularios en materia civil y cri- 
minal, por D. Juan Manuel de Cápua y Rivero, publica- 
dos por la Revista de los Tribunales; 6 y 6'60 pesetas. 

/ 'rograma oficial para las oposiciones á las plazas de 
la Judicatura, precedido del Reglamento y del Decreto de 
convocatoria de 8 de Octubre de 1883. Precio, 1*60 pe- 
setas. 

Resolución de cien cuestiones de Derecho, ó sea con- 
testación á los cien temas de Derecho civil, penal, comer- 
cial y procesal, que comprende el programa para el se- 
gundo ejercicio de las oposiciones á las plazas de Aspi- 
rantes á la Judicatura ¿e 1883. óu precio, ls6 pesetas. 



Programa de preguntas y tenuis para las oposiciones 
á Registros de la propiedad de 1880. Precio, una peseta. 

CONTESTACIÓN Á ESTE PUOGRAMA 

Para el primer ejercicio: El cuaderno l.^ trata de las 
cuestiones del Derecho civil, 4 y 4'50 pesetas; el 2. o ídem 
de Legislación hipotecaria, 4 y 4'50 pesetas; el 3.*> Legis- 
lación notarial, 2 pesetas, y el 4.o, Cuestiones de Derecho 
Administrativo, Legislación del impuesto sobre Derechos 
reales y Transmisión de bienes y procadimientos judicia- 
les, 2 pesetas. 

Para el segundo ejercicio: Cuestiones de Derecho civil 
ó indicaciones generales para las contestaciones á los 
Temas de Derecho civil: el cuaderno 1.® comprende los 
temas l.^ al 23 inclusive, 5 pesetas; el cuaderno 2.^ com- 
prende desde el tema 24 al 50 inclusive, 3 pesetas. 

Total de los seis cuaoernos, 20 y 21 pesetas. 

Programa de temas para el segundo ejercicio de las 
oposiciones para aspirantes á Registros de la propiedad, 
de 10 de Octubre de 1887 y Reglamento vigente; 25 cén- 
timos. 

Nuevo programa para oposiciones á Registros de la 
propiedad de Ultramar de 23 de Septiembre de 1890; una 
peseta. 

Programa para los ejercicios de oposición á las plazas 
de aspirantes al Ministerio fiscal; una peseta. 

El Cuerpo de Abogados del Estado. Su organización y 
atribuciones y el Programa de preguntas para las oposi- 
ciones de ingreso en dicho Cuerpo en 1886, con indica- 
ciones de las fuentes que pueden consultarse para su con- 
testación; 2 pesetas. 

Programa de preguntas para los ejercicios de oposi- 
ción á las plazas de Abogados del Estado en 1889 y 90; 
una y 1*50 pesetas. 

Programa é instrucciones para las oposiciones de in- 
greso en el Cuerpo de Topógrafos; 60 céntimos. 

Programa é instrucción que han de regir en las oposi- 
ciones para el ingreso en el Cuerpo de empleados de 
Aduanas; V60 pesetas. 

Programas para el ingreso en la Escuela general pre- 
paratoria de Ingenieros y Arquitectos; una peset-a. 



Programas para el ingreso en el Cuerpo de empleados 
de Establecimientos penales; una peseta. 

Programas del Cuerpo de Ayudantes de Obras públi- 
cas y de el de Telégrafos; l'SO pesetas. 

Programa para el examen de ingreso en las Escuelas 
de Comercio, con el Real decreto de 11 de Agosto de 1877; 
0*50 pesetas. 

Programas de las materias que constituyen el examen 
de ingreso en el personal de la Inspección administrativa 
y mercantil de ferrocarriles y Reglamento para el régi- 
men interior de las Secciones provinciales de Fomento; 
una peseta. 

Reglamento para los ejercicios de oposición á las pla- 
zas de Auxiliares de la Dirección general de los Registros 
del Ministerio de Gracia y Justicia y Programa de pre- 
guntas para el primer ejercicio; Reglam,ento del Cuerpo 
Jurídico de la Armada y de oposiciones para el Cuerpo 
Jurídico militar; una peseta. 

BIBLIOTECA DE BOLSILLO 



Código de Comercio para la Península y las Antillas, y 
Filipinas (tercera edición), anotada con la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo y numerosas referencias tanto de 
unos artículos á otros como á los reglamentos y demás 
disposiciones legales vigentes; en tela, 3 y 3'50 pts. 

Código penal para la Península (tercera edición), ano- 
tado con la jurisprudencia establecida por el Tribunal 
Supremo desde que rige aquél hasta fin de 1889; 3 y 3^60 
pesetas en tela, en Madrid, y 3'60 en provincias. 

Leyes de Enjuiciamiento criminal y del Jurado, con- 
cordadas entre sí y anotadas con la jurisprudencia del 
Tribunal Supremo; circulares de la Presidencia y Fiscalía 
del mismo, y con cuantas disposiciones relacionadas con 
el Procedimiento criminal se hallan vigentes, precedidas 
de una carta prólogo de D. Mariano Fonseca, juez decano 
de los de Madrid; 4 y 4*60 pesetas en provincias. 

Código penal de la Marina de Ghuerra; 1 peseta en rús- 
tica y 1*60 en tela. 

Aranceles notariales, jnáiciBleB (en lo civil y criminal), 



y de los Registradores de la propiedad y mercantiles; 1'60 
y 2 pesetas.- 

Arancel de los honorarios que devengan los Registra- 
dores de la propiedad, aprobado por Real decreto de 22 
de Diciembre de 1887 ; 60 céntimos. 
. Manual del impuesto del Timbre; 1 peseta. 
Manual del impuesto de Cons^imos (tercera edición). 
Comprende, además de la ley del impuesto sobre Alcoho- 
les de 21 de Junio de 1889, el Reglamento provisional 
para la imposición, administración y cobranza del im- 
puesto de consumos, de la misma fecha , y todas las dis- 
posiciones vigentes en esta materia; r60 pesetas. 

Reglamento especial para el Resguardo del impuesto 
de consumos, aprobado por Real decreto de 29 de Sep- 
tiembre de 1886; 25 céntimos de peseta. 

Constitución de la Monarquía de 30 de Junio de 1876, 
anotada con la jurisprudencia del Tribunal Supremo y 
referencias al Código penal y ley de Enjuiciamiento cri- 
minal, y Ley de reuniones de 15 de Julio de 1880; 60 cén- 
timos de peseta. 

Leyes de Imprenta de 23 de Julio de 1883, y de Aso- 
ciación de 30 de Junio de 1887; 25 céntimos de peseta. 

La provisión de Estmelas públicas de ambos sexos y Ley 
y reglamento concediendo derechos pasivos al Magisterio 
de primera enseñanza, con notas y observaciones, por don 
Ildefonso Fernández y Sánchez, director de La Educa- 
ción; 1'60 pesetas. 

Ley de caza para la Península de 10 de Enero de 1879; 
50 céntimos. 

Ordenanzas generales de la Renta de Aduanas (segunda 
edición), corregida y anotada con todas las modificaciones 
introducidas hasta 1888; en tela^ 3' 50 y 4 pesetas. 

Novísima ley de Aguas de 13 de Junio de 1879, con los 
modelos para la redacción de las Ordenanzas, Ueglamen- 
tos de Sindicato y Jurados de Riego, y la Instrucción para 
formarlos y tramitarlos, aprobados por Real orden de 26 
de Julio de 1884, 1*60 pesetas. 

Ley de Reclutamiento y Reemplazo del Ejército de 11 de 
Julio de 1886, con algunas notas aclaratorias, el cuadro 
de exenciones físicas, y Reglamento para su declaración. 
Un tomo de 260 páginas, en tela; 1*^60 pesetas. 

Ley de Reclutamiento y Reemplazo de la Armada d« 



17 de Agosto de 188o; Instrucción para su cuniplhniento 
de 16 de Diciembre del mismo año, y Reglamento orgá- 
nico del ejército territorial de las islas Canarias de 10 de 
Febrero de 1886; 1 peseta. 

Leyes de Dehesas boyales y Administraciones subalter- 
nas^ con los Reglamentos de la Administración económi- 
ca provincial, el del servicio de la investigación de la Ha- 
cienda pública, y los modelos oficiales para su cumpli- 
miento; rSO pesetas en rústica, y 2 encuadernado en tela. 

Ley organizando el servicio de recaudación de las con- 
tribuciones de inmuebles, cultivo y ganadería, é indua- 
trial y de comercio, é Instrucciones para los Recaudado- 
res de dichas contribuciones, y para el procedimiento 
contra los deudores á la Hacienda pública, de 12 de Mayo 
de 1888; 1 peseta en rústica y 1'60 en tela. 

Reglamentos de practicaje en los puertos españoles y 
de los Cuerpos de Contramaestres, Condestables y Practi- 
cantes de la Armada; 2 y 2'50 pesetas. 

Reglamentos del Registro mercantil y Bolsa, y Real 
decreto creando el Registro de actos de última voluntad, 
con las circulares dictadas para eu cumplimiento; 1 peseta. 

Ley sobre ejercicio de la jurisdicción contencioso ad- 
ministrativa de 13 de Septiembre de 1888 (segunda edi- 
ción), anotada y concordada; 1'60 pesetas, encuadernada. 

Ley orgánica del Consejo de Estado de 17 de Agosto 
de 1860 y Reglamento para el régimen interior del mismo 
de 16 de Junio de 1887; 1 peseta, en rústica. 

Reglamento de los Cuerpos de Seguridad y Vigilancia, 
aprobado por Real decreto de 18 de Octubre de 1887; 60 
céntimos de peseta. 

Manual del Jurado. Comprende, además del texto y 
Real decreto poniéndolo en ejecución, la parte de las Or- 
gánica, Enjuiciamiento criminal y Código penal que la 
completan, y un prólogo del Sr. Romero Girón; 1*50 pts. 

Ley y Reglamento del NotaHado é Instrucción sobre la 
manera de redactar los instrumentos públicos sujetos á 
registro, con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, las 
resoluciones de la Dirección general de los Registros , y 
cuantas disposiciones referentes á la materia se han pu- 
blicado hasta el día. Contiene, además, en cinco Apéndi- 
ces: el Real decreto de 29 de Febrero de 1879, sobre átito- 
rización de las escrituras de ventas de Bienes nacionales 



y de redención de censos; el de 8 de Septiembre de 1885 
aprobando los Aranceles notariales; el de 20 de Enero de 
1881 aprobando la demarcación notarial y reformando 
varias disposiciones reglamentarias; el de 14 de Noviem- 
bre de 1886 creando el Registro general de actos de últi- 
ma voluntad, con las circulares dictadas para su cumpli- 
miento; y por último, la Real orden de 14 de Agosto de 
1888 sob.re estadística de los honorarios devengados por 
los Notarios; 2*60 pesetas en Madrid y 3 en provincias. 

Código civil refoftnado. Tercera edición de bolsillo, co- 
rregida con arreglo al texto de la mandada publicar por 
Real decreto de 24 de Julio de 1889 , en cumplimiento de 
la ley de 24 de Mayo del mismo año, y el Real decreto de 
31 de Julio de 1889 haciéndolo extensivo á Cuba, Puerto 
Rico y Filipinas; concordado con la legislación anterior y 
los proyectos de 1861 y 1882, anotado con la jurispruden- 
cia del Tribunal Supremo y otras disposiciones legales» 
seguido de un Apéndice con la ley del Registro civil ó 
Instrucción de 24 de Abril para la inscripción de los ma- 
trimonios en el Registro civil, etc., etc., y anotada ésta 
con las disposiciones posteriores que sobre esto han re- 
caído; 4 pesetas en Madrid y 4*60 en provincias, encua- 
dernado en tela, y 6 en pasta española. . 

Nueva ley-electoral (ó del suft*agio) para Diputados á 
Cortes de 26 de Julio de 1890, y da de Senadores de 8 de 
Febrero de 1877, anotadas y concordadas por D. Ramón 
Sánchez de Ocaña y D. Manuel Ochotorena y Trujillo, re- 
dactores de la Revista de los THhmmles^ aumentada con 
quince Apéndices con cuantas disposiciones se han dicta 
do hasta el día; 2 pts. en tela. Apéndices sueltos, 0,60. 

Reglamento del Procedimiento administrativo de los 
departamentos ministeriales, publicados en cumplimiento 
de la ley de Bases de 19 de Octubre de 1889; 2 y 2* 60pts. 

Ley y reglamento provisional de procedimiento en las 
reclamaciones económico-administrativas, de 24 de Junio 
de 1886 y 14 de Abril de 1890; 1*60 pesetas en tela. 

EN PRENSA 
Nuevo Código de Justicia militar. 



OBRAS VARIAS Y FOLLETOS 



Estudios sobre el engrandecimiento y decadencia de Es- 
paña, por Pedregal; uu tomo en 4.^ de más de 300 pági- 
nas , 4 pesetas. 

Carreras y profesiones: Anuario del Estudiante: Guía 
lie las familias. —Consta de cinco tomitos; el primero, del 
curso de 1876-77, 3 pesetas; el segundo, ídem de 1877-78, 
una peseta; el tercero, ídem de 1878-79, 1*60 pesetas; el 
cuarto, ídem de 1879-80, una peseta; el quinto, ídem de 
1880 81, 2 pesetas. 

Los cinco tomos, 7 pesetas. 

El ángel caído ó la mujer, poema familiar por Henao y 
Muñoz; obra ilustrada con grabados; 6 pesetas en Madrid 
y 6 en provincias. 

Estudios de Derecho romano^ por Mackenzie; un tomo 
en 4.0 de más de 460 páginas; 5 pesetas en Madrid. 

Influencia de la religión católica^ apostólica romana erh 
la España contemporánea^ por Olías; .2'60 pesetas en 
Madrid. 

Nociones d^ Bibliografía y Literatura jurídicas de Es- 
paña^ por Torres Campos; un tomo en 8.*^, 3 pesetas. 

Elementos de matemáticas^ por Baltzer; traducción di- 
recta del alemán por los Sres. Jiménez y Merelo, con un 
prólogo de Echegaray.— Primera parte: Aritmética vul- 
gar. — Precio, 2 pesetas en Madrid. — Segunda parte: Arit- 
mética universal. -Precio, 4 pesetas en Madrid. 

Prontuario alfabético de los Aranceles judiciales vigen- 
tes en los negocios civiles y criminales, por Gisbert; edición 
de 1879; 2 pesetas. 

Matemáticas al alcance de todos, por Z. Ortells; un tomo 
en 8.0 Precio, 1*50 pesetas en Madrid y provincias y 2 en 
América y extranjero. 

Derecho romano, acerca de la validez y subsistencia 
<iel testamento otorgado por los ascendientes y descen- 
dientes. Reformas sancionadas por la Novela 115. ¿Debe 
admitirse en buenos principios de derecho la aT)soluta 
libertad de testar? por D. Francisco de la Pisa Pajares. 
Trabajos publicados en la Revista de los Tribunales. — 
Precio, 1'60 pesetas. 



La pena de muerte y su aplicación en España^ por To- 
rree Campos; edición de 1879. Precio, una peseta. 

Kl Proceso de la Mano ]S¡egra. — Informe de los Exce- 
lentísimos Sres. D. José Carvajal y D. Manuel Pedregal, 
y las sentencias de la Audiencia de Jerez y del Supremo 
Tribunal de Justicia. Precio, 1*50 pesetas. 

La Libertad de la Ciencia y el idtramontanisnio^ ó sea 
el discurso de D. Miguel Morayta juzgado por ultramon- 
tanos y liberales. Precio, una peseta. 

La codificación civil, con un resumen de las legislacio- 
nes f orales, por Castellar; edición de 1879. Precio, 1'60 
pesetas. 

La futura legislación civil de España. Examen de las 
bases para la redacción del Código civil, por Falcón; 1'60 
pesetas. 

La Codificación civil; breves indicaciones sobre la mis- 
ma con motivo del Keal decreto de 2 de Febrero de 1880, 
por Falcón; una peseta. 

Organización de los Tribunales en su relación con la 
Adíninistración de la justicia penal, por Falcón; 0'60^ pe- 
setas. 

Derechos de la niadre binuva, por Telmo Vega.— Me- 
moria publicada en la Revista en 1881; una peseta. 

Organización jtidicial.— Discursos pronunciados en el 
Senado el día 7 y 8 de Junio de 1887 por D. Vicente Ro- 
mero y Girón y D. Manuel Alonso Martínez; 1 y 1'60 pe- 
setas. 

El Jurado.— Discursos pronunciados los días 24, 26 y 
26 de Enero de 1888 en defensa del Establecimiento del 
Jurado para los juicios criminales por D. Vicente Romero 
y Girón; 1 y 1*60 pesetas. 

Discurso leído por el Excmo. Sr. D. Vicente Romero y 
Girón, Ministro de Gracia y Justicia, en la solemne aper- 
tura de los Tribunales celebrada en 15 de Septiembre de 
1883; una peseta. 

Causa de Archidona.—Deíeiissi de D. Ricardo Peris 
hecha ante el Supremo Tribunal por D. Vicente Romero 
y Girón; 2 pesetas. 

De las Fundaciones como personas juridicas, por Gra- 
cia y Parejo; una peseta. 

El suicidio en España y La criminalidad en España^ 
por Jimeno Agius; una peseta cada una. 



LEYES ESPECIALRS PARA ULTRAMAR 



Código penal reformado para las islas Filipinas, anota- 
do con la jurisprudencia del Tribunal Supremo; contiene 
también el textp de la ley Provisional para la aplicación 
del Código y lamparte de la ley provisional de Enjuicia- 
miento criminal de 22 de Diciembre de 1872 de aplicación 
en Filipinas; 3 y 4 pesetas. 

Ley de Enjuiciamiento civil para las islas Filipinas, 
aprobada por Real orden de 3 de Febrero de 1888, con- 
cordada con la de la Península y anotada con la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo y demás disposiciones le- 
gales. — Un tomito de más de 1.000 páginas encuadernado 
en tela, 6 pesetas en Madrid y 7 en Filipinas. 

Legislación notarial vigente en Filipinas, Comprende la 
Ley del Notariado de 16 de Febrero de 1889; el Regla- 
mento para su ejecución de 11 de Abrit de 1890, y la Ins- 
trucción general sobre la manera de redactar los instru- 
mentos públicos sujetos á Registros, la demarcación no- 
tarial y varios apéndices y modelos; 2'50 pesetas en Ma- 
drid y 3'60 en Filipinas. 

Código de Comercio (tercera edición); reformado para 
las islas Filipinas. Comprende el texto vigente en la Pe- 
nínsula y las Antillas. Su precio, 3 pesetas en Madrid, 
tela, 3'50, pasta 3'60 y 4 en Ultramar. 

El procedimiento administrativo en los negocios de Ul-^ 
tramar^ organizado por Real decreto de 21 de Septiembre de 
1888, y la Ley de lo contencioso administrativo hecha ex» 
tensiva á las islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas por Real 
decreto de 23 de Novienabre de 1888. Contiene, adenaás, la 
Ley orgánica del Consejo de Estado y el Reglamento para el 
régimen interior del mismo. Sii precio, 2 y 2*60 pesetas. 

Real decreto de 12 de Octubre de 1884, estableciendo 
el servicio de Cambio de cartas con valores declarados y el 
de paquetes postales maHtimos entre la Península y las 
islas de Cuba, Puerto Rico y Filipinas. Contiene, además, 
los Reglamentos para ta organización y régimen del Re- 
gistro mercantil en las islas de Cuba y Puerto Rico, de 12 
de Febrero de 1886; Instrucción parala exacción y admi- 
nistración de la renta del sello y timbre del Estado en la 
isla de Cuba, de 6 de Febrero; Real decreto haciendo ex- 



tensivo á las citadas islas, con las modificaciones que en 
el mismo se expresa, el Código de Comercio vigente en 
la Península; Aranceles de los Juzgados municipales de 
las mismas islas, aprobados por Real decreto de 16 de 
Enero de 1884, y Real decreto organizando los Juzgados 
municipales, de 16 de Enero del mismo año; 2'60 y 3 
nesetas. 

Reglamento de las carreras civiles de Ultramar, con 
notas y apéndices que contienen varias disposiciones que 
aclaran ó modifican lo en aquél preceptuado, y las refe- 
rentes á las carreras judicial y fiscal; una peseta. 
- Ley Hipotecaria para Filipinas, anotada y concordada 
con el nuevo Código civil, y precedida de la exposición 
de motivos de la de la Península; 8 pesetas en Madrid y 
10 en Filipinas. 

Legislación Notarial vigente en Cuba y Puerto Rico. — 
Contiene, además de la Ley y Reglamento del Notariado, 
y la Instrucción general sobre la manera de redactar los 
Instrumentos públicos sujetos á Registro, anotados con 
las Resoluciones de la Dirección general de los Registros, 
sentencias del Tribunal Supremo y con cuantas disposi- 
ciones aclaratorias se han dictado hasta el día, los Aran- 
celes vigentes, etc., etc. Su precio, 2'60 pesetas en Ma- 
drid y 3 en Ultramar. 

Ley de Enjuiciamiento civil reformada para las islas de ' 
Cuba y Puerto Rico, concordada con la de la Península y 
anotada con la jurisprudencia del Tribunal Supremo, se- 
guida de varios Apéndices; 5 pesetas en Madrid, 6 en 
Ultramar y una más en tela. 

Código penal para Cuba y Puerto Rico, de 23 de Mayo 
de 1879, con las correcciones ordenadas por el Real de- 
creto de 20 de Agosto de 1880, anotado con la jurispru- 
dencia del Tribunal Supremo. Su precio, 3 y 3'60 pesetas. 

Apéndices al Código penal de Cuba y Puerto Rico, que 
comprenden, además de la ley Provisional para la aplica- 
ción del Código y los artículos de la ley provisional de 
Enjuiciamiento criminal de 22 de Diciembre de 1872, de 
aplicación en Cuba y Puerto Rico y la Constitución, las 
leyes de Imprenta y toda la legislación penal especial vi- 
gente en dichas islas. Precio, 3 y 3*50 pesetas. 

Ley de Enjuiciamiento criminal para Cuba y Puerto 
Rico, profusamente anotada con la jurispmdencia del 



Tribunal Supremo y con cuantas Resoluciones y Circula- 
res han dictado la Presidencia y Fiscalía del citado Tri- 
bunal, desde que se halla establecido el juicio oral. Pre- 
cio, 4 y 4*60 pesetas. 

Constitución de la Monarquía; 60 céntimos. 

Ley de Disenso paterno; 25 céntimos 

Ley de caza para las provincias de Cuba y Puerto 
Rico; 60 céntimos. 



ADVERTENCIA 



Todo pedido deberá venir acompañado de su importe 
en letra del (uro mutuo ó de fácil cobro, á nombre de 
D. Francisco Góngora, San Bernardo, 50, Madrid. En cftso 
de remitir alguna pequeña cantidad en sellos, la carta de- 
berán certificarla , pueft la Casa no responde de los extra- 
víos. 

Los suscritores á la Revista que estén en punto donde 
no les sea fácil hacerlo por el Giro mutuo, pueden utilizar 
las nuevas libranzas para la prensa, extendiendo los ta- 
lones á nombre de la Revista de los Tribunales, debiendo 
conservar en su poder, para caso de extravío, el talón res- 
guardo, remitiendo sola la otra parte. 
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